PAGE  
- 109 -

     MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA



OEA/Ser.L

  IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN



SG/MESICIC/doc.201/07 rev. 1
INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN


29 junio 2007

Original: español

Comité de Expertos 


 

INFORME DE AVANCE SOBRE  LA IMPLEMENTACIÓN EN LA REPÚBLICA DE NICARAGUA PARA LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN SELECCIONADAS  PARA SER ANALIZADAS EN LA CUARTA RONDA, Y SOBRE EL SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS A DICHO PAIS EN LAS RONDAS ANTERIORES 
Introducción: 
Desde el año 2007, el Estado de Nicaragua, a través del Plan Nacional de Desarrollo Humano ha  implementado la Política Cero Tolerancia contra la corrupción con acciones estratégicas para la Buena Gestión Pública estableciéndose en el lineamiento estratégico III.7 Gestión Pública participativa y Democracia Directa: “El Gobierno de Unidad y Reconciliación Nacional, consciente de la necesidad de contar con una administración pública eficaz, eficiente y transparente acorde a las regulaciones legales internas y a los tratados, convenios e instrumentos internacionales, continúa combatiendo toda forma de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, así como los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio, de esta manera promueve y fortalece las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente ese flagelo”
, con lo que se facilita la implementación de las recomendaciones, medidas y acciones recomendadas por el Comité de Expertos. 
En este mismo sentido, mediante avances y esfuerzos realizados se logró concretar  la política nacional de lucha contra la corrupción el 9 de julio del 2012 mediante la oficialización de la Estrategia Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública, que tiene como objetivo “establecer las líneas del Estado de Nicaragua que garanticen el desarrollo integral de la buena gestión de la administración pública en la entrega de servicios de calidad, calidez, eficiencia y transparencia que respondan a los intereses de la población…”. 

Para la implementación de la misma se crean estructuras básicas entre las cuales tenemos: la Comisión Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública
, las Subcomisiones de trabajo: Subcomisión de promoción y educación en valores, Subcomisión de control y auditoria social a la gestión pública, Subcomisión de aplicación legislativa, Subcomisión de promoción a la investigación y represión de los delitos en contra de la administración pública  y la Secretaria Técnica,  la cual es la instancia de coordinación técnica que impulsa los procesos operativos, organizativos, logísticos y administrativos de la Comisión Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública (CNDIBGP).
En este contexto, el 9 de julio del año 2012, se oficializo el Programa de Fortalecimiento a la Buena Gestión Pública, contando con el compromiso decidido del Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN) y el apoyo de la cooperación internacional, el que apoya la implementación de la Estrategia Nacional y la ejecución de actividades claves como: Sistema Nacional de Indicadores de Transparencia y Buena Gestión Pública, así como la actualización del Plan de Acción de las recomendaciones del MESICIC elaborado por el Estado en el año 2006, con el fin de contar con un documento dinámico, ágil y de uso cotidiano en la implementación de las recomendaciones y determinando de manera clara la responsabilidad institucional acorde a las funciones y competencias en las recomendaciones de la I, II y III Ronda de Análisis  realizadas al Estado de Nicaragua.

De igual manera el Estado ha avanzado en la modernización gubernamental, ya que  cuenta con un Sistema de Información de la Gestión Gubernamental  (SIGRUN), que consiste en un sistema de seguimiento de planificación estratégica integral, administrado y coordinado por la Secretaría Técnica de la Presidencia de la República, se introduce y procesa la información correspondiente a las actividades establecidas en los planes institucionales.

Este sistema, es una plataforma informática en la que están automatizados los 52 planes institucionales operativos, con un sistema de seguimiento que permite generar alertas tempranas en el cumplimiento a los indicadores establecidos en el mismo,  utiliza la metodología Cuadro de Mando Integral (Balance Score Card), garantizando el monitoreo y seguimiento interno de los Planes Operativos Anuales, facilitando la toma oportuna de decisiones, en las que se incluyen aspectos de las recomendaciones internacionales aplicados a los planes institucionales del Poder Ejecutivo.

De igual manera, en el periodo a que se refiere el presente informe se han aprobado importantes cuerpos normativos que fortalecen el combate contra la corrupción, entre las que destacan:

· Ley No 745, Ley de ejecución, beneficios y control jurisdiccional de la Sanción Penal, publicado en la Gaceta Diario Oficial, No 16 del 26 de enero del 2011.
· Ley No 739 “Ley Creadora de la Unidad de Análisis Financiero” de la Gaceta Diario Oficial número 117  del  22 de junio del año 2012.
· Ley No 882, “Ley de Concertación Tributaria”, en la Gaceta Diario Oficial número 241 en fecha lunes 17 de diciembre del 2012. 
· Ley No 49, Ley de Reforma a la Ley de Amparo, publicada en la Gaceta Diario Oficial No 35, del 22 de febrero del 2013. 
· Ley No 735, Ley de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados, publicado en la gaceta Diario Oficial No 199 del 19 de octubre del 2010

· Ley No 737, Ley de Contrataciones del Administrativas del Sector Público, publicada en la Gaceta Diario Oficial No, 213, del 8 de noviembre del 2010.

· Decreto No 75-2010, Reglamento General de la  Ley de Contrataciones del Administrativas del Sector Público, publicada en la Gaceta Diario Oficial No 239 del 15 de diciembre del 2010.

· Decreto No 70-2010, Reglamento de la Ley  de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados, publicada en la Gaceta Diario Oficial No 223, del 22 de noviembre del 2010

· Decreto 007-2013,  “Reglamento de la Unidad de Análisis Financiero”, publicado en la Gaceta Diario Oficial número 25 del 8 de febrero del año 2013. 
· Resolución No UAF-DIR 001/2013, Normativa del registro de los Sujetos obligados, publicada en la Gaceta Diario Oficial 30 de 15 de febrero del año 201.
· Acuerdo No 193, del 12 de septiembre del 2011, de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia, mediante el cual se aprobó el Código de Ética de los Servidores Públicos del Poder Judicial. 
· Decreto Ejecutivo 51-2012, “Reglamento Disciplinario de la Policía Nacional”,  mediante el del Presidente de la República, el que entrara en vigencia en el mes de Junio del año 2013
· Acuerdo Presidencial No 227-2010, Convocando a la conformación de la Comisión Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública, publicado en la Gaceta Diario oficial No 185 del 29 de septiembre del 2010. 

· Acuerdo Presidencial No 02-2013, Integración de la Secretaria Privada de Políticas Nacionales de la Secretaria de la Presidencia a la Comisión Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública, publicado en la Gaceta Diario Oficial No 5 del 11 de enero del 2013. 

· Acuerdo “Reforma al procedimiento de Tramitación de Denuncias Ciudadanas”, publicado el 7 de  Enero 2013 en la Gaceta Diario Oficial No 1.
SECCIÓN I: AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES

A. PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:
1. NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)

1.1 Normas de conducta para prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento 

Recomendación: 1.1.1 Fortalecer la implementación de leyes y sistemas reglamentarios con respecto a los conflictos de intereses, de modo que permitan la aplicación práctica y efectiva de un sistema de ética pública.


Medidas sugeridas por el comité: 

a) Asegurar la aplicabilidad de sanciones a los servidores públicos que incurran en violación a las normas que regulan conflictos de intereses, de acuerdo con los propósitos de la Ley de probidad de los servidores públicos.  
MEDIDAS ADOPTADAS:

a) Expedición de Leyes: 

El Estado de Nicaragua ha realizado avances en pro de la aplicación de sanciones de las normas que regulan conflictos de intereses, en este sentido se establece la Ley 681, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado
, la que da mayores facultades al ente fiscalizador incluyendo los siguientes aspectos:

En el objetivo de la misma se establece en su Arto. 1: “….tiene como fundamento… instituir el Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado, a fin de examinar, comprobar y evaluar la debida utilización de los fondos y bienes del Estado, de acuerdo con los objetivos institucionales de la administración pública”.

En ella se indican principios fundamentales que abonan en la objetividad y transparencia en la gestión Pública y previenen conflictos de intereses, los que se encuentran en el   Arto. 4, cabe señalar que estos principios son de obligatorio cumplimiento para los servidores públicos cuyas funciones regula la  Ley:

b) Independencia: La Contraloría General de la República es un Órgano Independiente sometido únicamente al cumplimiento de la Constitución Política de la República de Nicaragua y las Leyes.  El Consejo Superior de la Contraloría General de la República y los servidores públicos que ejercen labores de auditoría deben actuar libres de influencias políticas o de cualquier índole. 

Por lo que su  criterio debe ser independiente, libre de prejuicios o intereses, con el fin de preservar la imparcialidad y objetividad a las que la institución está obligada, además los miembros del Consejo Superior y los servidores públicos  están éticamente obligados a no intervenir en ningún asunto en el cual tengan algún interés personal, o de cualquier naturaleza, que constituya un impedimento para desempeñar sus funciones con la debida imparcialidad y objetividad.
De igual forma en el Arto. 9  en las Atribuciones y Funciones de la Contraloría General de la República ejercerá las atribuciones y funciones que le señala la Constitución y, concretamente, las siguientes:

1. Efectuar auditorías financieras, de cumplimiento, operacionales, integrales, especiales, informática, ambientales, forense, de gestión y de cualquier otra clase en las entidades y organismos sujetos a su control, ya sea individualmente o agrupados en el sector de actividad pública objeto de la auditoría de acuerdo con las Normas de Auditoría Gubernamental de Nicaragua (NAGUN).

2. Dictar políticas, normas procedimientos y demás regulaciones para:

a. El funcionamiento del control interno.

b. La práctica de la auditoría gubernamental, interna o externa, en cualquiera de sus modalidades.

c. La observancia de los principios de ética profesional de los funcionarios de la Contraloría General de la República y de los auditores gubernamentales; y 

d. El cumplimiento de las demás funciones que le confieren la Constitución Política de la República de Nicaragua y las leyes; 

14. Establecer responsabilidades individuales administrativas, responsabilidades civiles, así como presumir responsabilidad penal.

En el Arto. 48 se establece que los auditores gubernamentales y los servidores públicos que ejercen labores de auditoría, las firmas de contadores públicos independientes para llevar a cabo auditoria en las entidades de la administración pública deben de gozar de Independencia  respecto de las personas, actividades, e intereses de las entidades y organismos sometidos a su examen, además no efectuarán labores de auditoría en entidades u organismos en los que hubieren prestado sus servicios dentro de los últimos cinco años, ni tampoco auditarán actividades realizadas por sus parientes comprendidos dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad ni cuando existiere un conflicto de intereses. 
La Unidad de Auditoría Interna (auditores internos y a los auditores de firmas de contadores públicos independientes) no participará en actividades que pudieren afectar su independencia.  En ese sentido, no ejercerá actividad alguna en los procesos financieros, administrativos u operativos, ni en su autorización o aprobación, ni en la adopción de decisiones.  

Como se observa anteriormente hay avances en la regulación para la prevención de conflictos de intereses, a continuación se detallan los fundamentos jurídicos para la aplicabilidad de sanciones:

En el Arto. 78 se indica la sanción por incorrecciones, en la que los servidores de los organismos e instituciones del Estado que incurrieren en Responsabilidad Administrativa serán sancionados con multa de uno a 6 meses del salario que estuvieren percibiendo a la fecha de realización de la incorrección, o con la destitución de su cargo, sin perjuicio de  las responsabilidades  civil o  penal a que hubiere  lugar.

Para el Estado de Nicaragua estas sanciones según el Arto. 79 serán impuestas por el Consejo Superior de la  Contraloría General de la República o la máxima autoridad, según sea el caso, al establecer la Responsabilidad Administrativa también determinará la sanción que correspondan, que pueden ser desde multa hasta destitución del cargo. Las sanciones antes mencionadas se ejecutarán por la correspondiente autoridad nominadora de la entidad u organismo de que dependa el servidor público respectivo. Dichas autoridades darán a conocer mensualmente a la CGR la aplicación de las sanciones y, en su caso, la recaudación de las multas.

La efectividad del cumplimiento al pago de las multas, se encuentra en el  Arto. 83 que establece que la recaudación de las multas impuestas a los servidores de la administración pública, se efectuará por la propia entidad u organismo, mediante retención de las remuneraciones. Si a la fecha de la imposición de la multa el infractor hubiera cesado en el cargo, la multa podrá hacerse efectiva en cualquier cargo público en que se encontrare; la recaudación de las multas también podrá hacerse efectiva por el procedimiento previsto en el artículo 87 numeral 3 de la presente Ley, según el caso.

Se recalca que la resolución firme dictada por el CS-CGR
 se constituirá bajo título ejecutivo, por lo que es aplicable de forma inmediata.

En el caso de las resoluciones confirmatorias, se señala en el Arto. 87 que las resoluciones dictadas por el CS-CGR que confirmen Responsabilidades Civiles  constituyen titulo ejecutivo, en concordancia con lo dispuesto en el Art. 1687 del Código de Procedimiento Civil de la República de Nicaragua. Para hacerlos efectivos se procederá de la manera siguiente:

· Se enviará certificación de la resolución que determine la Responsabilidad Civil a la Procuraduría General de la República, para que esta mediante la vía ejecutiva realice las acciones pertinentes en   contra de  los servidores o ex servidores públicos, contra sus bienes y contra sus fiadores, cuando los créditos a favor de las Entidades y Organismos de que trata esta Ley, procedan de diferencias de dinero, glosas u otros valores a cargo de dichos servidores o ex servidores.

· Se enviarán a las municipalidades o regiones autónomas, con conocimiento de la PGR
, certificación de las resoluciones que establezcan obligaciones a favor de las Municipalidades o Gobiernos regionales autónomos, ordenando que se proceda, mediante la vía ejecutiva, contra los servidores o ex servidores, contra sus bienes y contra sus fiadores, cuando los créditos a favor de los Municipios y gobiernos autónomos de que trata esta Ley, procedan de diferencias de dinero, glosas u otros valores a cargo de dichos funcionarios o empleados; y, 

· La recaudación de las obligaciones a favor de las entidades y organismos sujetos a esta Ley, no comprendidos en los incisos anteriores de este artículo y que no tuvieren capacidad legal para emitir documentos que traigan aparejada ejecución, serán remitidas por las máximas autoridades de las instituciones al CS-CGR a fin de que emita la resolución respectiva y se procederá en la forma determinada en el No. 1 de este artículo. Realizado el pago, el MHCP actuará de acuerdo con lo establecido en la “Ley  550 de Administración Financiera y del Régimen Presupuestario”.

Para la ejecución de resoluciones que confirmen Responsabilidades Civiles expedidas en contra de personas naturales o jurídicas de derecho privado como resultado de la Auditoría Gubernamental, se atenderá a la fuente de la que provengan los recursos o beneficios y se observará lo previsto en los numerales que anteceden, según corresponda.

El MHCP
, los gobiernos locales o Municipales, los Gobierno Regionales Autónomos
 y demás ejecutores, mensualmente, comunicarán a la CGR y a la PGR  sobre las diligencias del proceso de cobro y sobre las recaudaciones efectuadas por concepto de resoluciones firmes de la CGR. Igual obligación tendrán en los casos previstos en el artículo 82 de esta ley. 

En el caso de la Denuncia de Oficio de Nulidad en el Arto. 101. En el que indica que podrá ser denunciada de Oficio por la CGR
, con la Resolución que se emita al efecto se girará oficio a la Procuraduría General de la República para que ella ejerza las acciones ante el Órgano Jurisdiccional competente. La PGR deberá entablar las acciones precautelares que correspondan para la protección de los intereses del Estado.

Por otro lado,  la Ley de Probidad de los Servidores Públicos (Ley No. 438), en su Arto. 1 indica que tiene por objeto establecer y regular el régimen de probidad de los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, para prevenir y corregir hechos que afecten los intereses del Estado, por acción u omisión de conformidad con lo establecido en la Constitución Política y demás leyes de la República, la cual tiene los finalidad de: a) Proteger el patrimonio del Estado; b) Establecer mecanismos que permitan el ejercicio adecuado y transparente de la función pública y c) Prevenir y corregir actos u omisiones en los que puedan incurrir los servidores públicos, que afecten el correcto desarrollo de la función pública (Arto 2).
De igual forma dentro de los principios fundamentales se indica que los servidores públicos dentro de sus funciones asumen la responsabilidad que establece la Observancia de una actitud diligente en sus funciones y brindar a la ciudadanía una atención eficiente, oportuna y respetuosa a los requerimientos que se le hagan en el ejercicio de su cargo. Los servidores públicos son personalmente responsables por la falta de probidad administrativa y cualquier delito o falta cometida en el desempeño de sus funciones. Toda acción u omisión en contravención de esta Ley, hará incurrir a sus autores en responsabilidad administrativa, civil o penal, según el caso, en la forma prescrita en la Constitución Política y las leyes. (Arto 5). 

El Arto. 15. Sanciones de la Ley No. 438 “Ley de Probidad de Servidores Públicos establece las Sanciones a aplicar en este aspecto, pero para aplicar  las sanciones es necesario contar con denuncias de que los Servidores Públicos caen en estos hechos (Prohibiciones e Incompatibilidades), demostrarlos con hechos y pruebas. 
Las faltas establecidas en el Artículo 12
 de la Ley  de Probidad señala que serán sancionadas de conformidad con los siguientes criterios: Para el literal a) si no cumple con la obligación de presentar la declaración en tiempo y forma antes de asumir el cargo, no podrá tomar del mismo.  Si incumple esta obligación al cese de sus funciones será sancionado con inhabilitación para el ejercicio de cargo público por cinco años.

Las faltas comprendidas en los literales b), c), d), e), f), g) y h), serán sancionadas con multas de uno a seis meses de salario, sin perjuicio de las sanciones establecidas en la Constitución Política de la República, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, leyes especiales en virtud de la materia o las impuestas como consecuencia de la determinación de responsabilidades civil o penal a que hubiere lugar.

Las sanciones anteriormente señaladas serán obligatoriamente aplicables por la máxima autoridad de la Institución correspondiente, de no cumplir dicha autoridad corresponderá al Consejo Superior de la Contraloría General de la República en su ámbito de competencia, hacer cumplir las sanciones anteriormente señaladas.  Todo ello sin perjuicio de las responsabilidades penales o civiles a que hubiere lugar.

Durante el período de Diciembre 2010 a Marzo de 2013, en la Dirección de Probidad se desarrolló el trabajo en materia de declaraciones de Probidad que se expone a continuación:
	Actividad
	2011
	2012
	A Enero 2013
	Total



	Recepción de Declaraciones de Probidad 
	2,639
	3,050
	258
	5,947

	Registradas en la base de datos
	480
	548
	45
	1,073

	Registradas en la página web
	12
	12
	1
	25

	Elaboración de Dictámenes legales y consultas
	53
	56
	10
	119

	Verificaciones a las declaraciones patrimoniales
	137
	155
	0
	292


b) Regular ciertas eventualidades que podrían configurar conflictos de intereses y que por su importancia sería conveniente tratar de manera detallada y específica.

MEDIDAS ADOPTADAS:

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
La República de Nicaragua desde junio 2009,  cuenta con un Código de Conducta Ética de los Servidores Públicos del Poder Ejecutivo, en el que se designó la Oficina de Ética Pública, como instancia rectora de su implementación en cada Ministerio, Entes Descentralizados, Desconcentrados y Empresas Públicas y Mixtas del Poder Ejecutivo. 

A partir de esa fecha, la Oficina de Ética Pública ha realizado coordinaciones con 60 instituciones del Poder Ejecutivo, para la conformación de la Red de Oficiales de Ética, dando así cumplimiento al artículo 31
 del Decreto Ejecutivo No 35-2009.

Al cierre del año 2012, se tiene conformada la Red interinstitucional integrada por 60 oficiales de ética, 57 oficiales adjuntos y 661 Promotores de Ética, comprometidos en la implementación del Código de Conducta Ética de los Servidores Públicos del Poder Ejecutivo.

Esta red trabaja conjuntamente con la Oficina de Ética Pública coordinando acciones de promoción divulgando y capacitando en el contenido del Código de Conducta Ética con el fin prevenir situaciones de conflictos de intereses que  se puedan presentar a los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Al respecto hacemos referencia de algunos artículos del Código:

El artículo 5 explica el Principio del Bien Común, señalando que las decisiones y acciones del servidor público deben estar dirigidas a la satisfacción de las necesidades e intereses de la sociedad, por encima de los intereses particulares, ajenos al bienestar de la colectividad.

En el artículo 13 sobre  la Honestidad, en sus doce incisos, se establecen conductas de forma específica y detallada que los servidores públicos deben cumplir en el desempeño de sus funciones, con el fin de evitar conflictos de intereses. Como de ejemplo citamos los incisos “c”
 y “d”
.

El artículo 22 sobre la Integridad, inciso “a”, establece que el servidor público debe mantener criterios objetivos e imparciales, desprovistos de interés personal.

c) Establecer restricciones adecuadas para quienes dejan de desempeñar un cargo público.  

MEDIDAS ADOPTADAS:

a) Expedición de Leyes: 

El Estado de Nicaragua ha consolidado un conjunto de Leyes y Normas de conductas y mecanismos que previenen conflictos de intereses en el ejercicio de la función pública, así como los  medios para hacer efectivo el cumplimiento de las mismas.

La  Constitución Política de la República de Nicaragua de 1987 y sus reformas  en su Arto. 131 reformado por la Ley No. 192 de 1995,  que dispone: “Los funcionarios de los cuatro poderes elegidos directa o indirectamente, responden ante el pueblo por el correcto desempeño de sus funciones y deben informarle de su trabajo y actividades oficiales. Deben atender y escuchar sus problemas y procurar resolverlos. La función pública se debe ejercer a favor de los intereses del pueblo. Todo funcionario tiene el deber de desempeñar eficaz y honestamente sus funciones y será responsable de sus actos y omisiones. Se establece la carrera administrativa que será regulada por la ley.”

La Ley No. 476, “Ley del Servicio Civil y de la Carrera Administrativa” aprobada el 19 de noviembre del 2003 en su Arto. 8 establece: “Ámbito de Aplicación del Servicio Civil. El régimen del Servicio Civil comprenderá a los funcionarios y empleados públicos al servicio del Poder Legislativo, Poder Ejecutivo Poder Judicial, Poder Electoral, Entes Autónomos y Gubernamentales, municipios y órganos de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica” en la que se deja establecido el ámbito de aplicación ordenado por la Constitución Política de la República de Nicaragua.

Esta misma Ley, en su Arto. 49 establece las regulaciones para evitar que los servidores públicos incurran en actos que causen conflictos al Estado de Nicaragua al definir: “Falta Disciplinaria. Es toda acción u omisión que contravenga las normas de carácter disciplinario definidas en la presente Ley.” Así también, recoge la manera general de cómo se debe de sancionar a los servidores públicos al incurrir en faltas por acción u omisión que contravengan las normas de carácter disciplinario dispuestas en el Arto. 52 de la esta Ley. 

De igual forma, se han establecido restricciones para quienes dejan un cargo público en materia de Contrataciones Administrativas, la Ley No. 737 “Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público”, establece prohibiciones para ser oferente. El Arto. 18  indica la Prohibición para ser Oferente, en el numeral 2) señala que no podrán ser oferentes ni celebrar contratos con la respectiva entidad ni con sus dependencias, dentro del año siguiente a su retiro, los funcionarios públicos que ejercen el cargo elegidos directa o indirectamente señalados en la Constitución Política y la Ley No. 476 Ley del Servicio Civil y Carrera Administrativa
Se concluye que el Estado de la República de Nicaragua, tiene vigente un conjunto de leyes, normas y mecanismos que regulan el actuar de los servidores públicos en el ejercicio de la Función Pública que previene incurrir en actos de corrupción y conflictos de intereses, así mismo se han establecido y fortalecidos los mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.  

d) Diseñar e implementar mecanismos para difundir  y capacitar a todos los servidores  públicos sobre las normas de conducta incluyendo las relativas a conflictos de intereses, y para absolver las conductas de los mismos respecto así proporcionar capacitación y actualización periódica con relación a dicha norma. 

MEDIDAS ADOPTADAS:

d). Realización de actividades de capacitación;

El Estado de Nicaragua ha desarrollado varias actividades para el cumplimiento de esta Medida, las cuales se detallan a continuación:

La Oficina de Ética Pública
, en su calidad de Entidad Rectora del Código de Conducta Ética desarrolló un mecanismo de promoción que contempla la divulgación y capacitación sobre el Código de Conducta Ética de los Servidores Públicos del Poder Ejecutivo, haciendo énfasis en las restricciones sobre conflictos de interés y su relación con otras leyes que contemplan restricciones más amplias aplicables a los servidores públicos que conllevan sanciones. 

Estas acciones se desarrollaron mediante coordinaciones y convenios interinstitucionales, logrando conformar la Red de Oficiales de Ética, Adjuntos y Promotores de Ética a nivel del Poder Ejecutivo.

La implementación de este mecanismo, permitió establecer un vínculo de colaboración interinstitucional para incrementar  eficiente y eficazmente los niveles de capacitación en los servidores públicos del Poder Ejecutivo. 

Durante el periodo 18 de diciembre del 2010  a diciembre 2012 se logró  llegar a  25,839 servidores   públicos del Poder Ejecutivo capacitados sobre el Código de Conducta Ética, con la participación de 15,090 mujeres y 10,749 hombres  de diferentes Instituciones Públicas
, logrando incidir en su conciencia para un cambio de actitud, generando la práctica de los principios y valores, a los que hace referencia el Decreto Ejecutivo 35-2009, que establece parámetros del conflicto de intereses que se abordaron adelante,  esta tarea de capacitación es constante, ya que año con año se capacita en el contenido del Código de Conducta Ética, a los nuevos servidores públicos de las instituciones del Poder Ejecutivo.

En cuanto a la labor de asesorías técnicas y legales dirigidas a las instituciones del Poder Ejecutivo, para la aplicación del Código de Conducta Ética de los Servidores Públicos y la adecuación de los reglamentos internos, manuales o códigos de ética institucionales, en el periodo del  18 de diciembre del 2010  a diciembre 2012, se  realizaron dos adecuaciones de reglamentos internos, uno en el Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (INAA) y el otro, en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP). También se dieron dos asesorías técnicas en la elaboración de códigos de ética interno de: Instituto Nicaragüense de Seguros y Reaseguros (INISER) y la Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (ENACAL), en las cuales se incluyeron aspectos contra el conflicto de intereses retomados del Decreto 35-2009
.

Por su parte la Contraloría General de la República, indica que tiene la función constitucional de “Establecer el sistema de control que de manera preventiva, asegure el uso debido de los fondos gubernamentales”, la que responde al propósito de “prevenir antes que sancionar”, en este sentido las acciones preventivas están concentradas en dos aspectos:
· Asesoramiento continúo en la aplicación de las Normas de Control Interno,  Fortalecimiento del Sistema de Control Interno en el Sector Público, a través de la asistencia y acompañamiento a las entidades públicas en la implementación de sus normativas de Control Interno y éstas reportan semestralmente el estado de cumplimiento de las mismas a la CGR. 

· Con el fin de reforzar los conocimientos sobre control interno en las entidades públicas, durante el 2012 se desarrollaron tres guías especializadas de control interno y se comenzó el proceso de inducción en las instituciones del Gobierno Central y Poderes del Estado. Esta labor se continuará por todo el 2013 y 2014, hasta completar el 100% de las entidades. Las guías especializadas son: Guía de Evaluación al Desempeño Institucional; Guía de Evaluación de Riesgos Institucionales y Guía de Evaluación a los sistemas de Información y Comunicación.

Cumpliendo con nuestra función de capacitación de los servidores públicos en materia de nuestra competencia, en el período de Diciembre 2010 a Febrero 2013 realizamos 217 eventos de capacitación.  Como  resultado 7,726 funcionarios de Instituciones Centrales, Alcaldías Municipales, Auditores Internos y Firmas Privadas de Contadores Públicos Independientes fueron capacitados en materia de nuestra competencia (control y Fiscalización): 

· Ley Orgánica de la CGR (Ley 681)
· Ley de Probidad de los Servidores Públicos (Ley 438)
· Ley de Contrataciones  Administrativas del Sector Público

· Ley 801 “Ley de Contrataciones Administrativa Municipal”

· Manual de Auditoría Gubernamental
· Normas de Control Interno (NTCI)
· Normas de Auditoría Gubernamental, (NAGUN)
· 3 Guías Especializadas de Control Interno (Ambiente de Control, específicamente en Evaluación al Desempeño; Evaluación de Riesgos e Información y Comunicación)
· Auditoría Financiera y 
· Auditoría de Gestión. 
· Papeles de Trabajo
El programa de formación pretende contribuir al Fortalecimiento del Control Interno en las Instituciones de la Administración Pública y dotar al servidor público de mecanismos  apropiados  para mejorar la calidad del Control Interno y la salvaguarda de los recursos públicos.

La facultad para capacitar a los funcionarios del Sector Público está establecida en el Art. 9 numeral 9, que dice: “Ofrecer y en su caso coordinar la capacitación de los servidores públicos, en las materias de su competencia, por intermedio de su Centro de Capacitación”

De igual manera la Policía Nacional ha desarrollado un proceso de formación continua en el marco del Modelo Educativo “Escuela Total” que facilita la capacitación en todos los sub sistemas  educativos (Formación, capacitación y Preparación Continua) en temáticas relativas a doctrina, Ética, delitos contra la Administración Pública, disponiendo de una red de Formador de Formadores, Monitores de preparación Continua, permitiendo de forma activa y dinámica interactuar entre la Academia de Policía Walter Mendoza Martínez (ACAPOL) y las Estructuras Policiales en todo el territorio nacional.

Desde el año 2010 se elaboró un diagnostico institucional que comprendió 10 años (2000 al 2010) permitiendo definir una línea base sobre la Corrupción.

Se inició en el 2012 el diseño de la Estrategia de Fortalecimiento de Transparencia y Probidad de la Policía Nacional para el Desarrollo de la Buena Gestión Publica en los servicios que se brindan a la población.  En el Transcurso del periodo  2013-2014 se  realizará el proceso de validación e implementación de la Estrategia.

En el año 2012 se inició en coordinación con el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH), el diseño del módulo de la Inspectoría General (Transparencia, Control e Inspección Policial y Derechos Humanos), esta actividad se continuara en el año 2013.

En el año 2012 fue aprobado el Nuevo Reglamento Disciplinario mediante el Decreto Ejecutivo 51/2012 del Presidente de la República, el que entrara en vigencia en el mes de Junio del año 2013, que contribuirá al fortalecimiento del régimen disciplinario Policial y los procesos de investigación administrativas. Entre los aspectos relevantes, destacan la creación de comisiones de Honor y Disciplina que funcionaran de forma colegiada y la observancia del debido proceso

Desde el año 2009 la Institución Policial diseño e Implemento el Plan de Acción Institucional de Cambio de Actitud y Fortalecimiento de Valores en el que se definen componentes específicos de prevención, educación y promoción de principios y valores Institucionales, establecidos en la Doctrina, reglamento de Ética y Reglamento Disciplinario de la Policía Nacional,  utilizando para ello mecanismos de  Comunicación interna entre otros: Periódicos Murales, Asambleas periódicas con el Personal e informativo en las Formaciones diarias. 
En el Reglamento de Ética de la Policía Nacional Acuerdo Ministerial No  069-2000, en el   Capítulo VII, regulaciones especiales que indican las actividades colaterales de los miembros de la Policía Nacional;  a fin de evitar el tráfico de influencias y el conflicto de intereses, están señaladas veinte regulaciones para todo el personal policial. Cualquier consulta al respecto se puede realizar en el link de la página web  www.policia.gob.ni/cedoc/sector/leyes/ReglamentodeEtica.PDF.

1.2 Normas de conducta y mecanismos para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos 


Recomendación: 1.2.1. Fortalecer el sistema de control de los recursos de la Administración pública


Medidas sugeridas por el comité:

a) Modernizar o introducir una reforma integra a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, que permita entre otros aspectos, contar con procedimientos agiles para imponer sanciones a los infractores de las aludidas normas de conducta y para obtener para el Estado la reparación de los daños patrimoniales  de los que resulten responsables. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes;

Como se explicó en la Tercera Ronda, se cuenta con una nueva Ley Orgánica
 (Ley No. 681), a partir de Junio del 2009. Esta ley le ha dado mayores facultades a la Contraloría General de la República y mejorado su accionar en la lucha contra la corrupción en el sector público:
· Una de las más importantes es la facultad de la CGR para nombrar y destituir a los auditores internos gubernamentales, para efecto de garantizar su independencia y objetividad en la elaboración de sus informes de auditoría. 

· Estableciendo el trámite directo para la solicitud del levantamiento del sigilo bancario  ante el Poder Judicial. Esta facultad supera la problemática que existía en el pasado de que el levantamiento del sigilo bancario era a través de la Procuraduría.

· La CGR supervisará el cumplimiento del funcionamiento de las oficinas de acceso a la información pública en todo el sector público. Al respecto la Ley en su Art. 9 numeral 34 expresa: “Supervisar que las entidades comprendidas en el ámbito de aplicación de la Ley No. 621 “Ley de Acceso a la Información pública”, tengan una oficina de acceso a la información pública, que tengan en línea la información básica que debe ser difundida de oficio por estas entidades; que den respuestas a las solicitudes de información pública que se le solicite en un  plazo no mayor de quince  días hábiles después de recibida aquella y promover modalidades de participación ciudadana en la fiscalización del patrimonio público, de conformidad con la ley de la materia”

· Se implementó la normativa de  procedimiento para el nombramiento y destitución de los auditores internos,

· Se implementó procedimiento para la determinación de responsabilidades administrativas.

· En los casos que la CGR determine presunción de responsabilidad penal, podrá mandar copia del expediente directamente a los juzgados, sin perjuicio de remitirlo también a la Fiscalía y a la Procuraduría General de la República.

· Los planes de trabajo del auditor interno la CGR los evalúa y los aprueba, sin necesidad de que vayan firmados  y autorizados por la Máxima Autoridad de la entidad pública.

b) Dar a publicidad, cuando sea apropiado, los informes realizados por la Contraloría General de la República, como órgano de control del cumplimiento de las aludidas normas de conducta. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
En la Constitución Política de la República de Nicaragua, establece en su Arto. 156 párrafo segundo que los resultados de las investigaciones serán públicos, basados en ello los Informes de la Contraloría General de la República  aparecen publicados en la en la página Web de la institución, siendo este: www.cgr.gob.ni
Así mismo la Contraloría General de la República  con apoyo de financiamiento externo ha venido publicando anualmente sobre los actos administrativos de la Contraloría General de la República, con relación a resoluciones del Consejo Superior sobre auditorías practicadas y consultas más frecuentes que los servidores públicos hacen para no caer en errores o ilegalidades. 

En el 2011 se realizaron  dos publicaciones: 1-)“Guía de  Aplicación de las Normas de Control y Fiscalización Municipal” 
 y   2-)  “Actos  Administrativos de  la Contraloría General de la República  en Instituciones del Sector Público (2010-2011)”
.
c) Diseñar e implementar mecanismos para difundir y capacitar a todos los servidores públicos sobre las aludidas normas de conducta, y para absolver las conductas de los mismos al respecto, así como proporcionar capacitación y actualización periódica con relación a dichas normas. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

d). Realización de actividades de capacitación
La  Ley  Orgánica
 en  su  artículo 9 inciso 9  dispone  que  la  Contraloría  General  del Estado, en  cumplimiento  de  las atribuciones y funciones establecidas en  la Constitución de la República, ofrezca y en su caso coordine la capacitación de los servidores públicos, en las materias de su competencia, por intermedio de su Centro de Capacitación.

El plan de capacitación se elabora y aprueba en el primer trimestre del año y contiene todos los eventos a desarrollar y los funcionarios proyectados a capacitarse. Para el 2013 se proyecta capacitar a 4,000 funcionarios públicos, abarcando a instituciones del Gobierno Central, Poderes del Estado, Municipales y Regionales. Dentro de este plan se contempla un plan especial para las nuevas autoridades municipales electas para comenzar sus funciones en Enero de 2013.

Este plan especial de Capacitación para el año 2013  beneficiará a los servidores públicos del sector municipal o gobiernos locales, en los contenidos de la materia relacionada con el control de los procesos adquisitivos en el municipio, el cumplimiento  de  objetivos y  la utilización  de  recursos públicos municipales, más los aspectos constitucionales y legales relacionados.

Con este plan especial, nos proponemos ejecutar 17 cursos que serán impartidos en cada una de las cabeceras departamentales del país, diseñados con un elevado contenido  ético, científico y  práctico,  para apoyar el cumplimiento de parte de las políticas, metas y objetivos del Plan Nacional de Desarrollo Humano (PNDH 2011-2013), específicamente los numerales 1.3 “Medidas para la buena gestión pública”, 10.3 “Transparencia y probidad” y el numeral 10.8 Descentralización y Fortalecimiento municipal.

Se capacitará a 459 servidores públicos municipales, siendo estos 153 alcaldes, 153 vicealcaldes y 153 secretarios de Concejos Municipales, en 17 eventos de capacitación, incluyendo las dos regiones autónomas,  en los que se invertirá un total de 136 horas/clase.

Durante el período 2011 a Febrero 2013 se capacitaron a un total de 7,726 funcionarios públicos:

	Año
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	
	
	

	2011
	106
	4,141

	2012
	99
	3,281

	Enero- Febrero 2013
	12
	304

	Total
	217
	7,726


DETALLE ESTADÍSTICO (2011-2012-Febrero 2013)

INSTITUCIONES CENTRALES

	Año 2011

	Nombre del Evento
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	Normas Técnicas de Control Interno
	24
	973

	Ley Orgánica de la CGR (Ley No. 681)
	29
	1,413

	Ley de Contrataciones Administrativas del Estado(Ley No. 737)
	1
	83

	Ley de Probidad de los Servidores Públicos(Ley No. 438)
	5
	282

	Capacitación a Capacitadores
	6
	213

	Normas de Auditoria Gubernamental
	4
	172

	Análisis de Riesgo
	1
	20

	Sub-Total 2011
	70
	3,156



	Año 2012

	Nombre del Evento
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	Guías Especializadas de Control Interno
	15
	782

	Ley Orgánica de la Contraloría General de la República  (Ley No. 681)
	24
	689

	Normas Técnicas de Control Interno
	14
	464

	Ley de Probidad de los Servidores Públicos(Ley No. 438)
	10
	356

	Normas de Auditoria Gubernamental
	8
	196

	Sub-Total 2012
	71
	2,487

	Enero- Febrero 2013

	Ley Orgánica de la Contraloría General de la República  (Ley No. 681)
	2
	32

	Normas Técnicas de Control Interno
	4
	129

	Ley de Probidad de los Servidores Públicos (Ley No. 438)
	2
	36

	Normas de Auditoria Gubernamental
	2
	64

	Sub-Total 2013
	10
	261

	
	
	


MUNICIPIOS O GOBIERNOS LOCALES 
	
Año 2011

	Nombre del Evento
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	Normas Técnicas de Control Interno (NTCI)
	26
	747

	Normas de Auditoria Gubernamental
	1
	23

	Control Interno y  Acceso a la Inf. Pública
	1
	32

	Manual de Auditoria Interna Municipal
	1
	23

	Auditoria de Gestión
	3
	75

	Guías de Control Interno Municipal
	4
	85

	Sub-Total 2011
	36
	985

	Año 2012

	Nombre del Evento
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	Normas Técnicas de Control Interno (NTCI)
	19
	460

	Sub-Total 2012
	19
	460


	Enero-Febrero 2013

	Nombre del Evento
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	Ley de Contrataciones Administrativas Municipales (Ley No. 801)
	2
	43

	Sub-Total 2013
	2
	43


Unidades de Auditoria Interna Instituciones Centrales, Municipales y Firmas de Contadores Públicos Independientes

	Año 2011

	Nombre del Evento
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	
	0
	0

	Año 2012

	Nombre del Evento
	No. Eventos Realizados
	No. De Funcionarios Capacitados

	Guías Especializadas de Control Interno
	6
	313

	Papeles de Trabajo
	1
	7

	Manual de Auditoria Gubernamental
	2
	14

	Sub-Total 2012
	9
	334


1.3 Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento 


Recomendación 1.3.1. Fortalecer los mecanismos con los que cuenta la República de Nicaragua para exigir a los funcionarios públicos, denunciar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.


Medidas sugeridas por el comité:

a) Aplicar efectivamente a los infractores de la aludida obligación, las sanciones contempladas en el régimen sancionatorio correspondiente. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes

La República de Nicaragua cuenta con la Ley No. 438 “Ley de Probidad de los Servidores Públicos” la que establece un mecanismo que permite el ejercicio adecuado y transparente de la función pública, así como prevenir y corregir actos u omisiones en el desempeño de las funciones.

Establece el marco general de actuación de los servidores públicos, la obligación de rendir cuentas y presentar sus declaraciones de probidad, todo en concordancia con el Arto. 130 de la Cn
.

La Contraloría General de la República  de acuerdo a su Ley 681
 (Art. 9 No. 14) puede establecer 3 tipos de responsabilidades: 

· Responsabilidad Administrativa

· Responsabilidad Civil 

· Presunción de Responsabilidad Penal 

Esta Ley establece que las Resoluciones de la Contraloría General de la República  que establecieren presunciones de Responsabilidad Penal no serán objeto de recurso en la vía administrativa, dejándose a salvo los derechos del afectado para hacer uso de la vía jurisdiccional mediante el recurso de amparo o el contencioso administrativo (arto 94); de igual forma en Arto. 100 indica que las contrataciones administrativas de bienes y servicios, los contratos administrativos y cualquier otra relación contractual para cuyo financiamiento se hayan comprometido recursos públicos podrán denunciarse de nulidad en los siguientes casos:

· Cuando no se ajusten a los requisitos, condiciones o procedimientos que establecen las Leyes y demás normas que regulan el Sistema de Administración de Contrataciones del Sector Público.

· Cuando se disponga de bienes del Estado sin sujetarse a los procedimientos que establece la Ley de la materia. 

· Cuando perjudiquen o puedan perjudicar al Estado y sus instituciones por ser contrarios al Interés Público.

Así mismo las NTCI
 establecen mecanismos claros para todos los procesos administrativos y entre ellos los aspectos financieros (Rendición de Cuentas), señalando que nadie en el Estado está exento de esta responsabilidad. 

Con relación a Denuncias Ciudadanas: la Contraloría General de la República  cuenta con la Dirección de Denuncias Ciudadanas, para recibir las denuncias sobre presuntos hechos que denoten uso indebido de los bienes y recursos del Estado, presuntas irregularidades contrarias a la legalidad en la administración y ejecución presupuestaria sujeta a control y fiscalización, así como presuntas irregularidades cometidas en el desempeño de la función de los servidores públicos.

El 7 de  Enero 2013 se publicó en la Gaceta, Diario Oficial No 1.   “Reforma al procedimiento de Tramitación de Denuncias Ciudadanas”, donde se expresa claramente sobre los requisitos para interponer una denuncia ante la Contraloría General de la República, la confidencialidad del denunciante y los procedimientos. Al hacer público este procedimiento, la ciudadanía tiene la posibilidad de conocer esta instancia y sus mecanismos.  

b) Capacitar a los funcionarios públicos en relación con la existencia y el propósito de la responsabilidad de denunciar ante las autoridades competentes los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

El país ha desarrollado varias acciones para cumplir con esta medida, en tal sentido existen avances por parte de la Procuraduría General de la República, Policía Nacional y  Contraloría General de la República, los que se exponen los siguientes:

a) Expedición de leyes
En relación a la medida indicada, la República de Nicaragua dispone de un cuerpo normativo de donde dimana imperativamente la obligación de todo funcionario público
 de denunciar  los hechos delictivos que tuviere conocimiento. En atención a ello, dentro de las previsiones legales de carácter punitivo destacan las fijadas en los arts. 433, 468, 470, 471 del Código Penal, en concordancia con lo indicado en el art. 223.1 del Código Procesal Penal de la República de Nicaragua. 

Aunado a lo anterior, conviene subrayar que conforme lo dispuesto en el art. 67 de la Ley   Nº 735 “Ley de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados”
, el Estado de Nicaragua garantiza la protección de los testigos, peritos y demás sujetos que intervienen en la investigación y en el proceso penal, así como sus familiares u otras personas que se encuentren en situación de riesgo o peligro por su intervención directa o indirecta en la investigación por hechos delictivos cometidos en contra de la Administración Pública, tipologías que a los efectos de la Ley Nº 735, son considerados dentro de la gama de delitos de Criminalidad Organizada. 

En lo tocante a la parte preventiva, las disposiciones legales contenidas en el art. 68 y 73 de la Ley Nº 681 “Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los bienes y recursos del Estado”
, establecen que si en el curso de la auditoría gubernamental se manifestaren hechos que presuntivamente son constitutivos de delitos, el Auditor Interno (independiente o gubernamental) “…informará de inmediato a la Contraloría General de la República acerca de la irregularidad observada, para que ésta analice el Informe de Auditoría y determine su pertinencia…” (Copiado es literal). 

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

Se realizó Reformas al Procedimiento de Tramitación de Denuncias Ciudadanas, aprobadas por el Consejo Superior de la CGR en Sesión Ordinaria Número Ochocientos Seis (806) de las nueve de la mañana, del día Ocho de Noviembre del año 2012 y publicada en La Gaceta, Diario Oficial No.1 del día Lunes Siete de Enero del año 2013. Adecuando dichas reformas a la Ley No.  681. “Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado”.

Recepción de Denuncias: se recibieron 142 Denuncias Ciudadanas durante el periodo 2010-2012. De las cuales se  trasladaron a la Dirección General de Auditorías  33 casos, de los cuales algunos se encuentran en proceso de revisión de los informes de auditoría, pendientes de emitir credencial para iniciar la auditoría especial o en proceso de revisión en la Dirección de Evaluación y Supervisión de las UAI´S y los casos de Denuncias que no resultaron en auditorías se debe al desvanecimiento de los hechos denunciados; los hechos estaban siendo dirimidos en el Poder Judicial o por no ser del ámbito de competencia de este Ente Fiscalizador.
d). Realización de actividades de capacitación: 
Por lo que hace a las capacitaciones y divulgación sobre las responsabilidades de los funcionarios públicos de denunciar algún hecho de corrupción que llega a su conocimiento, la PGR
 con el apoyo sostenido de un grupo de países donantes para la implementación del Programa “Fondo Conjunto de Donantes para Anticorrupción (FAC)”, llevo a cabo las siguientes actividades, a saber: 

· Durante el año 2010, en su calidad de Autoridad Central de la CICC, realizó 2 cursos de capacitación dirigido a 60 funcionarios públicos de la Policía Nacional, específicamente a los investigadores policiales de la Dirección Económica y Dirección de Auxilio Judicial encargados de realizar las investigaciones policiales previas por hechos de corrupción, sobre dos temas fundamentales “Delitos contra la Administración Pública conforme la Ley Nº 641, Código Penal de Nicaragua” y “Tratamiento procesal a los Delitos contra la Administración Pública”. 

· Para el año 2011 la Procuraduría General de la República, coordinó la ejecución del “Curso de Formación Básica para Procuradores” dirigido a 77 funcionarios públicos, de los cuales 30 se corresponden a los Investigadores Policiales de las Delegaciones Territoriales del Departamento del país adscritas a la Dirección Económica y Dirección de Auxilio Judicial,  38 Procuradores Penales entre los cuales 24 se corresponden a Procuradores Departamentales y Regionales del país, 14 Procuradores Penales de la sede central, 5 funcionarios del Banco Central de Nicaragua y 4 oficiales de la Policía Nacional a nivel central, a quienes se les instruyo -entre otros temas no menos relevantes- la “Tipología de los Delitos Contra la Administración Pública en el nuevo Código Penal”, “La acción civil resarcitoria en el nuevo Código Penal”, con énfasis en la obligación de los funcionarios públicos de informar sobre los delitos de corrupción que son de su conocimiento.

· En el año 2012 se capacitaron a un total 120 funcionarios públicos de los cuales son:

· 35 Investigadores Policiales de las Delegaciones Territoriales del Departamento y Regiones del país pertenecientes a la Dirección Económica y Dirección de Auxilio Judicial, en materia de “Ética del Funcionario Público”; 

· 66 Procuradores Penales que recibieron el “Diplomado de Técnicas Jurídicas para la Defensa del Estado”, que incluyo los módulos de “Delitos contra la Administración Pública” y “Convenciones Internacionales suscritos por Nicaragua en materia Anticorrupción”;

· 12 Oficiales Investigadores de la Policía Nacional y 7 servidores públicos del Ministerio de Educación sobre la “Aplicabilidad de la Ley Nº 735, Ley de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados”;

Asimismo durante todo el año 2012 el modulo impartido por la Procuraduría General de la República sobre “Delitos contra la Administración Pública”, se replicó a través de sus Delegaciones Departamentales en Rivas, Granada, Bluefields, Chontales, Chinandega y el Rama, dirigido a los Asesores Legales, Directores Administrativos y Oficiales Policiales Investigadores de las delegaciones estatales que en dicho territorio representan al Instituto Nicaragüense de Seguro, Dirección General de Ingresos y Ministerio de Educación.
Aunado a lo anterior, la Procuraduría General de la República en el año 2012 capacitó a 7 Procuradores Penales en el Seminario “Movimiento de Dinero al Exterior y Lavado de Dinero”, impartido en nuestro país por el  organismo internacional GAFIC
 y el Consejo Nacional Contra el Crimen Organizado.

A nivel internacional, se intervino en seminarios y talleres de relevancia entre los que destacan el “XI Encuentro de Ciencias Penales” llevado a cabo en la República de Cuba del 2 al 4 de octubre del 2012, con énfasis en el tema de la lucha contra la corrupción; igualmente se participó en el VII Curso Subsede coordinado por la Organización Latinoamericana de entidades Fiscalizadoras Superiores (OLACEFS) y la Contraloría General de la República de Cuba, sobre “Herramientas de Prevención y Control en el enfrentamiento a la corrupción administrativa. Experiencia cubana”,  celebrado  del 24 al 28 de septiembre del 2012 en la Habana, Cuba, eventos ambos que contaron con la participación de diversos delegados de los países de Centro América, el Caribe y América del Sur.

Recientemente, el 7 de febrero del 2013, la sede departamental de la Procuraduría General de la República en Madriz, impartió capacitación a 10 funcionarios del Consejo Supremo Electoral sobre el tema “Delitos contra la Administración Pública en el Código Penal”. 

De igual forma la Policía Nacional, mediante la Dirección de Investigaciones Económica realizaron un total de 397 visitas a las diferentes instituciones del Estado y gobiernos Municipales, con el objetivo de prevenir actos de malas prácticas de funcionarios públicos y sensibilizarlos para que denuncien estas conductas. Producto de estas acciones se investigaron un total de 120 casos por las modalidades de peculado, fraude, cohechos y malversaciones. Por parte de la Dirección de Auxilio Judicial
 se Investigaron un total 61 delitos contra la administración Pública, se remitieron 47 casos al Ministerio Publico para su judicialización y 14 se encuentran en proceso de Investigación, por medio de estas visitas se logro establecer canales para la realización de capacitaciones.   

Por tanto, fueron capacitados 265 funcionarios entre ellos: Miembros de los Consejo de dirección, Jefes de auxilio Judicial, Jefe de Municipios, investigaciones y detectives del país en materia de delitos contra la administración pública, de igual manera se presentó y capacito en temas contenido en la nueva versión del manual de procedimientos de investigaciones policiales en delitos y faltas penales (Actos Investigativos, Informe Policial, Técnicas de Entrevistas), de carácter ordinario haciéndose énfasis en la atención a los delitos de la administración pública y su debida tipicidad.

Resultado de estos esfuerzos de capacitación se destaca que a nivel interno de las fuerzas policiales en el  periodo comprendido del 2010 al 2012 se recibieron por la División de Asuntos Internos 739 denuncias por malas prácticas y falta de transparencia en el actuar policial, Investigaciones Administrativas Disciplinarias  a  1,406 Policías y se sancionaron 665 de ellos, emisión de 415 resoluciones de Inspectoria General, aumento en las denuncias ciudadanas y aumento de un 53% son denunciados por mandos policiales, lo que demuestra el impacto de la capacitación recibida, los niveles de compromiso y responsabilidad institucional en la prevención, investigación y corrección de los actos que afectan la imagen y la buena gestión policial.

La Contraloría General de la República ha  realizado varios  talleres, durante el año 2012 dentro del marco del proyecto: “Fortalecimiento del Control Fiscal a través de la mejora de la Participación Ciudadana y las Capacidades de las Entidades Fiscalizadoras Superiores  EFS”, al respecto se  realizaron talleres para fortalecer las estrategias de acercamiento entre la Ciudadanía y la Contraloría General de la República, en los que participaron universidades, medios de comunicación, la ciudadanía organizada, y representantes de Instituciones del Estado, lo que permitió entre otros puntos que los participantes conocieran más de las Denuncias sobre presuntos actos de corrupción y la manera responsable en que deben de interponerse.
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional: 

Sobre el particular, conviene destacar que el nuevo modelo del “Poder Ciudadano” del Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN), además de impulsar un proceso profundo de participación ciudadana, convirtiéndolo en protagonista de las gestiones, decisiones y fiscalización del uso eficaz y honrado del erario público de la Nación, paralelamente ha intensificado el proceso de modernización de las instituciones estatales, armonizando y complementado el trabajo conjunto entre  ellas a fin de poder responder adecuadamente a la multiplicidad de requerimientos sociales y jurídicos existentes en nuestra Nación. 

En este marco de “complementariedad” inter-institucional del modelo del Alianzas,  la Procuraduría General de la República, en su calidad de Autoridad Central de la CICC, con el propósito de consolidar las formas de trabajo que permitan dar una solución unificada a la labor persecutoria de los distintos órganos estatales en aquellos ilícitos cometidos contra la Administración Pública, de común acuerdo con las Máximas  Autoridades del Ministerio Público y Policía Nacional, en fecha 27 de marzo del 2009  suscribió “Acuerdo de Coordinación”, mediante el cual se ha logrado impulsar una comunicación dinámica y oportuna sobre las denuncias penales que indistintamente interponen los funcionarios públicos que han tenido conocimiento sobre un hecho delictivo en contra de la Administración Pública.

En esta línea, el “Acuerdo de Coordinación”  ha focalizado la persecución penal ante la denuncia hecha por los funcionarios públicos, mediante la integración de equipos de investigación inter-institucionales frente a hechos delictivos de alta complejidad contra la Administración Pública, evitando la duplicidad de acciones entre la Policía Nacional, el Ministerio Público y la Procuraduría General de la República. 

Con los mismos propósitos precedentes, el 29 de marzo del 2012 la Procuraduría General de la República, promovió la suscripción del “Convenio de Colaboración Interinstitucional”, con la Contraloría General de la República y el Ministerio Público, a fin de intercambiar la información sobre las denuncias que los ciudadanos y funcionarios públicos llegan a interponer anónima o públicamente en las Oficinas de Denuncia Ciudadana dispuestas en cada una de estas entidades estatales. 

La creación de estos mecanismos de colaboración inter-institucional además del fortalecimiento de la labor investigativa que la PGR realiza frente a las denuncias que los funcionarios públicos por actos delictivos contra la Administración Pública formulan, ha transmitido una señal de confianza y tranquilidad a los funcionarios públicos denunciantes. Los Convenios de Colaboración Inter-Institucionales antes relacionados se encuentran descritos en detalle en el sitio web de la PGR (www.pgr.gob.ni ). 

En este contexto, el V Ciclo de Medición de “Percepción de Corrupción en Servicios Públicos Locales” elaborado por el CIETinternational
, en relación al tema de la “denuncia” indica los siguientes datos de interés, a saber:  

· Razones de no denuncia con relación al total de personas que no denunciaron, en donde resalta la tendencia de disminución de los motivos del “miedo”, y las dificultades “no sé como”:
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g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas: 

Haciendo uso de los avances tecnológicos en la lucha contra la corrupción, en el año 2012 con el apoyo financiero de los países y organismos donantes del “Programa para Fortalecimiento a la Buena Gestión Pública 2012-2014”, se creó el “Sistema Web del Control y Seguimiento de Casos de Corrupción Interinstitucional de Nicaragua” conocido por sus siglas como SAI, concebido como una herramienta de apoyo entre las instituciones de la Policía Nacional, Ministerio Público y Procuraduría General de la República, a fin de poder intercambiar de manera fluida y segura la información sobre la diversas investigaciones que por casos de corrupción se estén desarrollando en cada una de estas entidades y compartir todos aquellos elementos que permiten un mayor seguimiento al proceso de investigación, juzgamiento y recuperación de activos en casos de corrupción. 

Con la puesta en marcha del SAI paulatinamente se han fortalecido los sistemas de información de los casos de corrupción, pues se ha venido trabajando en la actualización de una base bases de datos con la información generada en la tramitación y resolución de los casos penales de corrupción por la Policía Nacional, Ministerio Público y Procuraduría General de la República; lo anterior ha permitido  una mejorada y oportuna localización y consulta de los y datos estadísticos disponibles mediante el módulo de reportes, y de esta manera la toma de decisiones y acciones adecuadas en la tramitación de los casos penales de corrupción.
2. 
SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 2.1  Mejorar los sistemas para la verificación y utilización del contenido de las declaraciones patrimoniales.

Medidas sugeridas por el comité: 

a) Determinar el sistema que permitan efectuar oportunamente la verificación del contenido de las declaraciones patrimoniales, por parte de la autoridad competente para ello. 

MEDIDAS ADOPTADAS:

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
La Contraloría General de la República ha iniciado un proceso de adquisición de medios informáticos y audiovisuales, para apoyar el proceso de verificación de las Declaraciones Patrimoniales de los servidores públicos.

La verificación del contenido de las declaraciones patrimoniales, están establecidas en el Arto. 23 de la Ley de Probidad
 que dispone: El servidor público en su declaración patrimonial autorizará a la Contraloría General de la República para que ésta pueda solicitar ante las instancias correspondientes. Adicionalmente, el Consejo Superior en Sesión Ordinaria No. 524 autorizó el Manual de Procedimientos Administrativos, que comprende las pautas para la recepción, custodia, comprobación y revisión de la declaración de probidad de los servidores públicos. 

En el período de 2011-2012 se logró la verificación de 292 declaraciones patrimoniales y para el 2013 se tienen proyectadas un total de 165 verificaciones. 

Se ha establecido información en línea, para que los usuarios puedan accesar a los formatos de declaración de probidad sin necesidad de ir hasta las oficinas para obtenerlos.

La verificación del contenido de las declaraciones patrimoniales, están establecidas en el Arto. 23 de la Ley de Probidad
 que dispone: El servidor público en su declaración patrimonial autorizará a la Contraloría  General de la República para que ésta pueda solicitar ante las instancias correspondientes. Adicionalmente, el Consejo Superior en Sesión Ordinaria No. 524 autorizó el Manual de Procedimientos Administrativos, que comprende las pautas para la recepción, custodia, comprobación y revisión de la declaración de probidad.
“El arto. 22 de la Ley de Probidad, habilita las entidades que están plenamente facultados a solicitar la declaración de probidad de los servidores públicos, en este caso, nos referimos a la Procuraduría General de la República y la Fiscalía General de la República. Una vez presentada la solicitud se debe dar trámite a lo inmediato, es decir, no establece ningún procedimiento para ello. Lo que no procede contra cualquier persona natural o jurídica, que de previo requiere de la anuencia del servidor público”.

La Dirección de Probidad da trámite con carácter de urgencia cuando estas Instituciones solicitan Declaraciones Patrimoniales de los Servidores Públicos. Ver www.cgr.gob.ni  

La Dirección de Probidad Contraloría General de la República  cuenta con un Sistema  Base de Datos que permite observar y determinar el Balance de Inicio y Cese del Funcionario (con cuanto entró y con cuanto salió), con un Sistema de Digitalización de las Declaraciones Patrimoniales, y actualmente se trabaja con un Nuevo Sistema de Declaraciones Patrimoniales que facilitará el llenado vía web de los formularios de Inicio y Cese  los que contaran con claves de acceso.
b) Diseñar sistemas que faciliten el acceso a la información contenida en las declaraciones patrimoniales por parte de quienes están legalmente autorizados a hacerlo. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes
De acuerdo a lo que establece el Art. 22 de la Ley de Probidad de los Servidores Públicos; se  expresa claramente que tanto la Procuraduría General de la República y el Ministerio Público, pueden solicitar por escrito copia de cualquier declaración de probidad, en el marco de sus funciones.

De igual forma indica que toda persona natural o jurídica, con expresión detallada de los motivos que le asisten, podrá solicitar a la Contraloría General de la República la Declaración Patrimonial de cualquier Servidor Público, bajo su propia responsabilidad civil o penal. De tal solicitud se deberá poner en conocimiento al servidor público de quién se solicita la Declaración Patrimonial, para que argumente lo que tenga a bien, en un término de tres días. 

El Consejo Contralor, previa revisión de los motivos en que se funda la solicitud y lo argumentado por el servidor público en caso de haber hecho uso de su traslado, establecerá si presta mérito o no. Si presta mérito la declarará con lugar, señalando en la resolución para lo que puede ser utilizada la declaración y la información pertinente que esta deba contener, la que se extenderá en copia certificada al solicitante, y se comunicará de tal resolución al servidor público aludido. 

En caso de que sea el Ministerio Público o la Procuraduría General de la República, quienes en el marco de sus funciones, atribuciones y competencias, soliciten copia de la Declaración Patrimonial del servidor público, la misma procederá de manera inmediata. 

c) Optimizar los sistemas de análisis del contenido de las declaraciones juradas patrimoniales con el objeto de detectar y prevenir conflicto de intereses así como detectar posibles casos de enriquecimiento ilícito. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

El Consejo Superior aprobó el procedimiento administrativo para llevar a cabo el análisis y verificación de la declaración de probidad, tal procedimiento fue aprobado en la Sesión No. 524 del 2007 y no ha sufrido modificación alguna. En el año 2007 el Consejo Superior Contraloría General de la República  aprobó el Manual de Procedimientos para todas las áreas de la Dirección General Jurídica y entre estos procedimientos está el de las declaraciones de probidad.

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 y 11 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 3.1: Fortalecer a la Contraloría General de la República, como órgano de control superior que desarrolla funciones relativas al efectivo cumplimiento de las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4 y 11 de la Convención.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Dotar a la Contraloría General de la República con los instrumentos legales y los recursos necesarios para el cabal cumplimiento de las nuevas responsabilidades que en relación con el control del cumplimiento de las aludidas disposiciones de la Convención se le han venido asignando.   
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes

La “Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado” Ley No. 681, crea Marco Jurídico para el accionar de este Ente contralor y fiscalizador y fortalecer las facultades de la Contraloría General de la República  en la lucha contra la corrupción en el sector público.

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

Para regular el funcionamiento del Sistema de Control y Fiscalización, la Contraloría General de la República, ha expedido:

· Reformas e incorporaciones a las Normas Técnicas de Control Interno (NTCI), que constituyen el marco de referencia mínimo obligatorio en materia de Control Interno, para que la Administración Pública prepare los procedimientos y reglamentos específicos para el funcionamiento de sus Sistemas de Administración (SA) y las Unidades de Auditoría Interna (UAI). Sesión 795, 23 de agosto 2012. Publicada en la Gaceta, Diario Oficial No. 193 del 10 de Oct. 2012.

· Normativa para el Nombramiento, Destitución o Suspensión del Auditor Interno y Destitución y Suspensión del Personal Técnico de las Unidades de Auditoría Interna de las Entidades de la Administración Pública.  Sesión Ordinaria No. 644 del 06 de agosto de 2009. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 193 del 13 de octubre de 2009.

· Normas de Auditoría Gubernamental, que constituyen los principales criterios técnicos, para sistematizar la ejecución de las Auditorías en la Administración Pública y garantizar la calidad del servicio. Están dirigidas a la ejecución de las Auditorías identificadas en la presente Ley.

· Normas de Control y Fiscalización sobre la Administración Pública, adaptadas de Normas internacionales y de las emitidas por la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores.

· Políticas y Manual de Auditoría Gubernamental: son guía complementaria a las Normas de Auditoría Gubernamental de Nicaragua, para las actividades de Auditoría Interna y Auditoría Externa.

· Normativa para el Registro de Firmas de Contadores Públicos Independientes. Sesión Ordinaria No. 651 del 24 de septiembre de 2009. Publicadas en La Gaceta, Diario Oficial No. 219 del 18 de noviembre de 2009.

· Normativa y Procedimiento Administrativo para la Determinación de Responsabilidades. Sesión Ordinaria No. 686 del tres de junio del 2010. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 166 del 31 de agosto de 2010.

· Normativa Interna para la Graduación en la Imposición de Sanciones Administrativas. Sesión Ordinaria No. 652 del 01 de octubre de 2009. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 122 del 29 de junio de 2010

· Normativa para la Evaluación del Sistema de Contrataciones del Sector Público. Sesión Ordinaria No. 719 del 17 de febrero de 2011. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 106 del 09 de junio de 2011.

· Normativa de Plazos para la Ejecución de la Auditoria Gubernamental. Sesión Ordinaria No. 769 del 16 de febrero de 2012. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 74 del 24 de abril de 2012.

· Reformas al Procedimiento de Tramitación de Denuncias Ciudadanas. Sesión Ordinaria No. 806 del 08 de Noviembre de 2012. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 01 del 07 de enero de 2013.

· Políticas, normativas, procedimientos, reglamentos, regulaciones, manuales generales y especializados, guías metodológicas, instructivos y demás disposiciones necesarias para la aplicación del Sistema de Control y Fiscalización y la determinación de responsabilidades.  

Con relación a dotar a la Contraloría General de la República  de los recursos necesarios para su funcionamiento, la Ley No. 681 en su Art. No. 8: indica en su numeral 1: “Una cantidad suficiente de los ingresos tributarios del Presupuesto General de la República, que le permita cumplir a cabalidad todas sus atribuciones y funciones establecidas en la ley”. 
b) Garantizar la autonomía e independencia de las unidades de auditoría interna y reforzar el cumplimiento  de sus responsabilidades en la detección y prevención de ilícitos administrativos. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes 

Con la nueva Ley No. 681 Orgánica de la Contraloría General de la República, le faculta a la entidad fiscalizadora el nombramiento y destitución del Auditor Interno, mediante una convocatoria pública e inicio de un proceso de selección de conformidad con la Ley No 476 Ley del Servicio Civil y de la Carrera Administrativa.

 Así mismo la Ley garantiza la inamovilidad del Auditor Interno a fin de garantizar la independencia de la Unidad de Auditoría Interna y que se verifique el correcto ejercicio de las funciones de Control y fiscalización para tal fin el Consejo Superior de la Contraloría General de la República  elaboró y emitió una Normativa para el nombramiento y destitución del Auditor Interno,  en relación al personal técnico de la Unidad Interna están sujetas a lo establecido en el Capítulo III artículos 61, 62, 63, 64 y 65 de la Ley No. 681. Todas las Entidades de Auditoría Interna dependen técnica y funcionalmente de la Contraloría General de la República, sus planes de trabajo, sus informes de auditorías y papeles de trabajo son Evaluados y aprobados por el Consejo Superior de la CGR
 .

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
El Estado de Nicaragua ha dado avances firmes en esta medida y apoyando la ley antes mencionada mediante resolución del Consejo Superior Contraloría General de la República  que emitió Normativa para el Nombramiento, Destitución o Suspensión del Auditor Interno y Destitución y Suspensión del Personal Técnico de las Unidades de Auditoría Interna de las Entidades de la Administración Pública, mediante sesión Ordinaria No. 644 del 06 de agosto de 2009. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 193 del 13 de octubre de 2009. Con el fin de garantizar la autonomía de estas unidades de auditoria interna.

Las NAGUN
 mandan que los auditores internos se capaciten en al menos 60 horas anualmente en temas afines a sus funciones y parte de esa capacitación le corresponde a la Contraloría General de la República  planificar. 

Los auditores internos dependen de la Contraloría General de la República  funcional y técnicamente, por tanto, es ésta la que les indica sus procedimientos y formas de desarrollar sus trabajos de auditoria.

c) Procurar que la Contraloría General de la República cuente con un mayor apoyo político y social para el desempeño de sus funciones y establecer mecanismos que permitan la coordinación y una continua evaluación y seguimiento de sus acciones. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
Como resultado de los esfuerzos interinstitucionales e intersectoriales, la Contraloría General de la República  participa en la “Estrategia Nacional para el  Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública”, que unifica criterios y define prioridades del Estado y la sociedad Nicaragüense, encaminadas a lograr la efectiva actuación -con calidad y calidez- del servicio público; promoviendo la integración de la población en la construcción y  mantenimiento de una administración pública eficaz, eficiente y  transparente, contando con la representación de los cuatro Poderes del Estado  y otras instituciones públicas, las que se han comprometido en el fiel cumplimiento de los preceptos constitucionales, relativa a la probidad, honestidad, respeto, responsabilidad y calidad dentro de la gestión pública. 

Mecanismos de coordinación, evaluación y seguimiento:

· Se ha desarrollado un eficiente Sistema de planeación estratégica institucional establecida mediante un Plan Estratégico de Desarrollo Institucional (PEDI) orientado a encauzar la gestión al cumplimiento de la misión de la Contraloría General de la República, en término de objetivos a largo plazo (quinquenal 2011-2015),  con planes de acción y con unas metodología de Enfoque de Marco Lógico que permite el involucramiento coordinado y de participación activa, de los funcionarios miembros de esta organización.; todo en correspondencia con su mandato jurídico que le otorga la Ley Orgánica, Ley 681.

· Existe una cultura organizacional de control hacia la gestión institucional, mediante la formulación de planes operativos anuales (POA) que proyectan las actividades encaminadas al cumplimiento de los indicadores propuestos y sujetos al seguimiento, control y evaluación. 

· Con apoyo del BID
 se está diseñando (fase final) el Sistema de Planificación automatizada para un mejor, control, seguimiento y evaluación de las actividades e indicadores de cumplimiento a corto plazo planteados a desarrollar anualmente a través de los POA‘s y a largo plazo con el control, seguimiento y evaluación al PEDI 2011-2015. 

· El desarrollo de la Gestión por Resultados en el sector público está siendo impulsada por el organismo rector de seguimiento a la ejecución del presupuesto (MHCP) enfocada en resultados físicos y financieros para una mejor gestión en todas las instituciones del Estado incluye a la Contraloría General de la República .
· Se han establecido mecanismos de coordinación entre la Procuraduría y Ministerio Público, para fortalecer el trabajo de la Contraloría General de la República, en cuanto a hacer efectivas las sanciones emitidas por este Órgano de Control.

·  Con Asociación de Municipios de Nicaragua (AMUNIC) y sus asociados en el fortalecimiento de las municipalidades, se ha logrado coordinar actuaciones en el Programa para la Implementación del Plan de Acción a Mediano Plazo para la Efectividad en el Desarrollo País (PRODEV) con el objetivo de coadyuvar a mejorar las capacidades institucionales y seguidamente la implantación del sistema de seguimiento y evaluación que es transversal en la Gestión por Resultados de Desarrollo (GPRD), con el que se medirá la eficiencia, eficacia e impacto de la gestión gubernamental e institucional mediante la evaluación a los indicadores de desempeño que forman parte de los programas incluidos en los presupuestos nacionales e institucionales, y contemplados en los objetivos de los planes estratégicos y planes operativos. 

· La Contraloría General de la República  anualmente rinde informe sobre su gestión a la Asamblea Nacional y comparte la información con los Organismos Internacionales acreditados en nuestro país, con otras instituciones del Estado y con Entidades Fiscalizadoras Superiores en el ámbito de la OLACEFS
 Y OCCEFS.

4. 
MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 11 DE LA CONVENCIÓN)

4.1
Mecanismos de participación en general

Recomendación 4.1.1 Instituir normas jurídicas que apoyen el acceso a la información pública.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Desarrollar y reglamentar procesos para la recepción de solicitudes, para responder a éstas oportunamente, y para la apelación en casos en que dichas solicitudes se denieguen, y que establezcan sanciones en casos de incumplimiento de la obligación de proveer información.   
MEDIDAS ADOPTADAS:

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
El país cuenta con la Ley No. 621 Ley de Acceso a la Información Pública y su Reglamento Decreto No. 81-2007, los que constituyen una herramienta fundamental en el fortalecimiento de la transparencia y bienandanza de la administración pública, en la misma se establece: Capítulo VI de la denegatoria al acceso a la información Pública, establece en sus artículos 35 al 39
 los procedimientos a seguir en los casos en que se deniegue  la información a la ciudadanía  para interponer el recurso de apelación. 
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

En relación a esta medida las instituciones de Estado han desarrollado avances entre las que se destacan la Contraloría General de la República, el Ministerio Público y la Policía Nacional, a continuación se detallan aspectos relevantes en la misma:
El Consejo Superior de la Contraloría General de la República aprobó por unanimidad lo siguiente:
· En Sesión ordinaria 592 del treinta y uno de julio del 2008: “Crear la Unidad con el nombre que señala la Ley (Ley de Acceso a la Información Pública).  Esta unidad dependerá del Consejo Superior de la Contraloría General de la República, sus funciones, objetivos y ejecución, serán los que estipula la Ley. 
· En Sesión ordinaria  No. 780 del 10 de mayo del 2012: “El establecimiento de la Oficina de Acceso a la Información Pública (OAIP), así como del Comité de Clasificación de la Información que refiere la Normativa de Funcionamiento de la OAIP”,  del cual se adjunta.
El Marco Legal que  rige la Normativa de Funcionamiento son:

· La Constitución Política de Nicaragua, Arto. 66.

· Ley No. 475, Ley de Participación Ciudadana, Arto.8

· Ley No. 621, Ley de Acceso a la Información Pública, aprobada por la    Asamblea Nacional en mayo de 2007 y Publicada en la Gaceta, Diario Oficial No. 118 del 22 de junio del mismo año.

· Reglamento de la Ley No. 621, publicado conforme DECRETO No. 81–2007 en la Gaceta Diario Oficial, No. 6 del 9 de Enero de 2008.

Dando de esta forma cumplimiento a lo que mandata la  Ley No. 621 “Ley de Acceso a la Información Pública” Reglamento  Decreto No. 81-2007 y Ley No. 681  “Ley Orgánica de la Contraloría General de la República  y del Sistema de Control de la Administración Pública y Fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado”. 

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
Como se mencionó anteriormente la Contraloría General estableció la Oficina de Acceso a la Información Pública (OAIP), en junio del 2012 como instancia de promoción de modalidad de participación ciudadana en la fiscalización del patrimonio público, la que cuenta con su respectiva  normativa y manuales de funcionamiento de organización y puestos de trabajo, los que fueron aprobados por el Consejo Superior para su implementación.
Actualmente  tiene su link en la página web de la Contraloría General de la República, donde se puede ingresar la información relativa al marco legal y normativo, resultados de las auditorías realizadas de conformidad  con la Normas de auditoria Gubernamental de Nicaragua y Ley No. 681 de esta Contraloría, informes de probidad,  informes de gestión y de contrataciones simplificadas y  brinda servicios de información a usuarios internos y ciudadanía en general tanto en sala como vía correo electrónico, lo que facilita a sus usuarios servicio de internet  y de fotocopia, además se esta rediseñado la página web, para contar con la digitalización de información para que pueda ser entregada por vía electrónica,  lo que será sumamente beneficioso al poder tener réplicas digitales de los documentos más importantes y de frecuente consulta.  
La OAIP
 en la Contraloría General de la República fue beneficiada por la Cooperación de la Agencia de Cooperación Alemana (GIZ), donándole mobiliario, equipos informáticos y recursos para capacitación de su personal que la conforma,  creando mejores condiciones para la atención de los usuarios. 

Por su parte el Ministerio Público  como parte de su desarrollo institucional cuenta con  oficina de recepción de denuncias y durante el año dos mil doce, dentro de las metas u objetivos del Programa Interinstitucional para el Fortalecimiento a la Buena Gestión Pública se propuso y se logró  ampliar la red de cobertura  de la oficina de recepción de denuncias para delitos contra la administración pública en las dieciocho sedes departamentales del Ministerio Público, logrando con ello una cobertura nacional. Uno de los principales objetivos estratégicos de la oficina de denuncia ciudadana es el brindar seguridad  y privacidad a los ciudadanos que denuncias actos de corrupción o que exponen a las autoridades del Ministerio Público situaciones que pueden o estén provocando perjuicios patrimoniales o perjuicios funcionales a las administración pública en cualquiera de sus niveles orgánicos. 

Siempre dentro del marco de fortalecimiento institucional bajo el objetivo de garantizar el acceso ciudadano a información relacionada al quehacer del Ministerio Público, especialmente en casos de denuncias ciudadanas  de actos de corrupción, el Ministerio Público creo la oficina de acceso a la información pública, la cual norma, garantiza y promueve el ejercicio del derecho ciudadano de acceso a la información pública.  

Finalmente para esta medida la Policía Nacional tiene definida una Política Informativa, normado, rectorado por la Jefatura Nacional y desarrollado por la División de Relaciones Publicas en coordinación con las delegaciones departamentales y Estructuras Policiales que permite divulgar, monitorear y brindar seguimiento a informaciones o noticias sobre el actuar policial a nivel nacional. Se han creado espacios que le permiten a la ciudadanía, medios de comunicación social y población en general el acceso a la información sobre el comportamiento de la criminalidad y violencia, tales como Pagina web (www.policia.gob.ni), programa de radio y Televisión (Visión Policial), redes sociales (Facebook, Youtube), notas de prensa, comunicados,  Informe de gestión de la Jefatura Nacional, etc. Todo conforme lo establecido en la ley de Acceso a la Información Pública  (Ley Nº 621), Ley de la Policía Nacional y su Reglamento (Ley Nº 228).
4.2
Mecanismos para el acceso a la información


Recomendación: 4.2.1. Establecer procedimientos que permitan la oportunidad de realizar consultas con anterioridad al diseño de políticas públicas y a la aprobación de normas legales.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Publicar y difundir los proyectos de las disposiciones legales, y celebrar procesos transparentes para permitir la consulta de sectores interesados en relación con la elaboración de proyectos de leyes, decretos o resoluciones en el ámbito del Poder Ejecutivo.  
MEDIDAS ADOPTADAS:

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas

La Asamblea Nacional en su página web
 cuenta con una sección especial para promover la participación ciudadana,  en el link Mecanismos para participación ciudadana, en el cual se da a conocer los requisitos para presentar una iniciativa de ley
, entre los cuales se indican:

· La Iniciativa de Ley se presentará en Secretaría de la Asamblea Nacional, en original y tres copias y en soporte electrónico.
· La Iniciativa Ciudadana de Ley debe estar acompañada por un mínimo de 5 mil firmas con sus respectivos números de cédula de identidad. Debe constituirse un Comité Promotor, integrado por un mínimo de 15 personas, a través de escritura pública.
· Escrito de solicitud de Iniciativa de Ley, exposición de motivos y articulado, entre otros aspectos.
Además detallan las iniciativas de ley que han sido oficializadas:
	NO.
	FECHA DE PRESENTACIÓN EN PRIMER SECRETARÍA
	FECHA DE APROBACIÓN
	LEY NO. 
	TÍTULO
	ESTADO

	1
	11/6/2003
	15/5/2007
	620
	Ley General de Aguas Nacionales.
	Publicada en La Gaceta No. 169 del 4/9/2007.

	2
	5/12/2003
	24/9/2009
	702
	Ley Creadora del Colegio Profesional de Medicina y Cirugía de Nicaragua.
	Publicada en La Gaceta No. 216 del 13/11/2009.

	3
	25/3/2009
	13/4/2011
	763
	Ley de los Derechos de las Personas con Discapacidad.
	Publicada en La Gaceta No. 142 y 143, del 1 y 2/8/2011.


b) Desarrollar mecanismos idóneos que permitan consultas públicas en otras áreas adicionales a las que ya estén contempladas. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
La Asamblea Nacional cuenta con el canal Parlamentario en el cual se divulgan los avances alcanzados y se da la oportunidad que la población conozca más afondo las  actividades que este Poder del Estado realiza, esto permite un acercamiento a la labor legislativa y profundizar en los mecanismos de promulgaciones de leyes. De igual forma se cuentan con participación de entrevistas con invitados especiales, que aportan mayor información técnica o especializada en materia de leyes que se han discutido en plenario. 

4.3
Mecanismos de consulta


Recomendación 4.3.1. Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a la participación en la gestión pública

Medidas sugeridas por el comité:

a) Establecer mecanismos para fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales en los esfuerzos para prevenir la corrupción y desarrollar la conciencia pública sobre el problema; promover conocimiento de los mecanismos de participación establecidos y su utilización. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

d). Realización de actividades de capacitación
La República de Nicaragua mediante los esfuerzos realizados por la Oficina de Ética Pública, ha tenido progresos en esta medida, en el período de Diciembre 2010 al 31 de diciembre 2012, ha realizado eventos de capacitación realizando 9 talleres sobre Ética Empresarial, Ética y Medio Ambiente, dirigidos a estudiantes  universitarios, logrando incidir en 274 estudiantes, de los cuales 191 eran mujeres y 83 hombres.

Dentro de la temática abordada se desarrollan aspectos de ética profesional, ética en la administración pública y ética en el medio ambiente aspectos que son trascendentales en la lucha contra los actos de corrupción, ya que se forman a los futuros profesionales con conciencia social y fundamentado en las ciencias deontológicas que lleven a un desarrollo profesional ético y transparente. 
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
La Oficina de Ética Pública ha desarrollado el mecanismo de comunicación con la ciudadanía, de forma directa por medio de la instalación de Buzones de Quejas y Sugerencias, que han promovido una participación activa y una mejor interacción con la población en relación a los servicios que se les brinda, así previniendo actos de corrupción que les puedan afectar. 
Buzones de Quejas y Sugerencias

La OEP
 a partir de marzo del 2011, promovió la instalación de “Buzones de Quejas y Sugerencias” en las instituciones del Poder Ejecutivo. Este mecanismo que se sustenta en el Decreto Ejecutivo No.35-2009
, Arto. 16 inciso b
, acción que  permite contar con la opinión de la población en los servicios que se les brindan, se ejecuta mediante lo establecido en el Manual de Aplicación para los Buzones de Quejas y Sugerencias para la Buena Gestión Pública
, en el que se establecen los procedimientos para la administración de los mismos.

Al cierre del 2012, desde la Oficina de Ética Pública se administra un total de 230 buzones, ubicados en 41 instituciones del Poder Ejecutivo, siendo éstas las siguientes: Secretaría Administrativa de la Presidencia, Ministerio de Transporte e Infraestructura, Ministerio del Trabajo, Ministerio de Educación, Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales, Ministerio de Energía y Minas, Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Salud, Ministerio de Gobernación, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Policía Nacional, Procuraduría General de la República, Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales, Instituto Nicaragüense de la Juventud, Instituto de Fomento Cooperativo, Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados, Instituto Nacional Tecnológico, Instituto Nacional de Información y Desarrollo, Instituto Nicaragüense de Deportes, Instituto Nicaragüense de Pesca y Acuicultura, Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal, Instituto Nacional Forestal, Instituto Nicaragüense de Cultura, Instituto Nicaragüense de Turismo, Instituto Nicaragüense de Seguros y Reaseguros, Dirección General de Servicios Aduaneros, Dirección General de Ingresos, Nuevo Fise, Petróleos de Nicaragua, Correos de Nicaragua, Telecomunicaciones y Correos, Empresa Nicaragüense de Alimentos Básicos, Empresa Nicaragüense de Electricidad, Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados, Empresa Nacional de Transmisión Eléctrica, Empresa Portuaria Nacional, Intendencia de la Propiedad, Lotería Nacional, Teatro Nacional Rubén Darío, Corporación de Zonas Francas.

Durante el año 2011 y 2012 se practicó el seguimiento y monitoreo a 104 buzones, de los cuales 21 están ubicados en el nivel central del mismo número de instituciones; y 83 ubicados en las delegaciones municipales de 6 instituciones, elaborándose informes de levantamiento de los 104 buzones a los que se les dio seguimiento y monitoreo.

A través de este mecanismo de participación social se dio respuesta a las recomendaciones brindadas por los usuarios de servicios públicos. Dentro de las medidas tomadas se encuentran el mejoramiento de infraestructura, agilización de trámites, llamados de atención, y capacitaciones de relaciones humanas a los servidores públicos, así mismo se establecieron mecanismos de comunicación para prevenir actos de corrupción.  

a) Diseñar y poner en funcionamiento programas para difundir los mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública y, cuando sea apropiado, capacitar y facilitar las herramientas necesarias a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales para utilizar tales mecanismos. 

d). Realización de actividades de capacitación
La República de Nicaragua mediante los esfuerzos realizados por la Oficina de Ética Pública, ha tenido progresos en este medida, en el período de Diciembre 2010 al 31 de diciembre 2012, ha realizado eventos de capacitación dirigidos a la población organizada, donde se promueve el ejercicio del Control Social a la gestión pública, sensibilizando a la población sobre la importancia de ejercer este derecho y coadyuvando a su reivindicación, con fundamento en la Constitución Política, Ley 475, Ley de Participación Ciudadana
 y Ley 621, Ley de Acceso a la Información Pública
. Estos temas se han facilitado a través de charlas, talleres y foros.

Durante el mismo periodo se realizaron 96 charlas sobre la importancia del Control Social en la Gestión pública  dirigidos a estudiantes de secundaria y población organizada del distrito II de Managua. Estas charlas se realizaron en coordinación con el Ministerio de Educación en los siguientes colegios de secundaria: Ramírez Goyena, Benjamín Zeledón, Rigoberto López Pérez, Gaspar García Laviana, Alfonso Cortés, Experimental México, Salvador Mendieta, Miguel de Cervantes, Maestro Gabriel y en diferentes barrios de Managua, logrando incidir en un  total 3,734  estudiantes de secundaria y pobladores, de los cuales eran 1,942 mujeres y 1,792 hombres. 

En este mismo sentido la Policía Nacional ha desarrollado Jornadas de Reflexión Ciudadana desarrollada en los 153 Municipios del País y  20 Foros Departamentales con la participación Ciudadana para evaluar la calidad, calidez y eficiencia de atención en los servicios policiales y el comportamiento ético del personal policial.

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional

La Oficina de Ética Pública ha desarrollado estrategias de control social contempla la colocación de buzones de quejas y sugerencias en instituciones del Poder Ejecutivo  administrando un total de 230 buzones, ubicados en 41 instituciones del Poder Ejecutivo, que promueven la lucha contra la corrupción, pero también son herramientas que apoyan la participación de la población en la gestión Pública y la realización de auditorías sociales a programas o servicios ejecutados por diferentes instituciones del Estado.  Esta actividad se realizó con el apoyo de universidades públicas y privadas.

Auditoría Social

En el año 2011 y 2012 se realizaron los procesos de  cinco Auditorías Sociales, en las siguientes instituciones:

· Ministerio  de la Familia, Adolescencia y Niñez. Se hizo una auditoría para medir la calidad de los servicios brindados en las Casas Club del Adulto Mayor “Ariel Darce”, “Ciudad Sandino” y “Ciudad Jardín”. Además se realizó auditoría social para medir la calidad del servicio  brindado por el Programa “Amor para los más chiquitos”, que ésta institución ha venido desarrollando con fondos provenientes de las utilidades de Lotería Nacional en los Centro de Desarrollo Infantil “Mildred Abaunza”, “Claudia Chamorro”, “Sol de Libertad”, “Monseñor Lezcano”, “Oscar Javier Dávila” y “Colombia”.

· En el Instituto Nicaragüense de Seguridad Social (INSS) se realizó una auditoría para medir la percepción de los usuarios, sobre la calidad de los servicios prestados por la Delegación “Oscar Turcios” del INSS. 

· En el Ministerio de Relaciones Exteriores (MINREX) se realizó una auditoría para medir la percepción de los usuarios sobre los servicios prestados por la Dirección de Asuntos Consulares.

· En la Lotería Nacional se realizó una auditoría realizada a esta institución fue dirigida a determinar la transparencia de los Sorteos. 

Todos estos ejercicios permitieron que las instituciones conocieran la valoración que sus respectivos usuarios sobre los programas o servicios brindados, realizándose las mejoras necesarias en los aspectos encontrados y señalados en los Informes de Auditoria, los cuales fueron validados y aceptados por las máximas autoridades de estas instituciones, con lo que se fortalece la democracia participativa. 
Durante el periodo Diciembre 2010 a Diciembre 2012 se facilitaron talleres sobre “Organización y Metodología para la Auditoría Social a la Gestión Pública” a distintos grupos de estudiantes de las Universidades ULAM, UCN y UCC que realizaron las auditorías, con el objetivo de afianzar conocimientos técnicos para sustentar la implementación de la estrategia de promoción del Control Social a la Gestión Pública. En el mismo periodo se realizaron 130 eventos de control social dirigidos a servidores públicos y estudiantes de secundaria, estudiantes universitarios y líderes comunales del distrito VII.

En el año 2012 se apoyó técnicamente a la Policía Nacional para la realización de Auditorías Sociales, en dos delegaciones policiales de los Distritos V y VI del municipio de Managua.

Durante el primer trimestre 2013 se planificó la realización de diez auditorías sociales, de las cuales 7 se realizarán en instituciones del Poder Ejecutivo y 3 en alcaldías municipales. 

De igual forma la Policía Nacional ha implementado el Modelo Policial Preventivo, Proactivo Comunitario define dentro de sus subsistemas la planificación policial con la participación activa de los diferentes sectores de la Sociedad Civil y la Comunidad Organizada, permitiendo identificar y dar respuesta a los principales problemas de seguridad ciudadana tomando como referencia el principio de responsabilidad compartida. Siendo un proceso sistemático que se retroalimenta y permite la participación ciudadana en el control social y la buena gestión policial. Dentro de estos mecanismos tenemos:

1.-Más de 150 mil personas organizadas en: 

· Comisiones de Seguridad y Convivencia Ciudadana 

· Comité de Prevención social del delito.

· Promotores contra de la violencia intrafamiliar y sexual, 

· Promotores juventud, 

· Brigadas Estudiantiles de Transito.

· Víctimas de Accidentes de Transito

· Policías Voluntarios.

2.- La Policía Nacional ha sido objeto de dos auditorías sociales, para medir la percepción de corrupción en los servicios públicos 2009-2012 CIET. Además se ha medido la percepción de confianza y seguridad a través de diversos sondeos de opinión y encuestas realizadas por organismos independientes y de firmas encuestadoras como MR Consultores, Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas Públicas (IEEPP), CID GALLUP entre otros.

3.- En Cumplimiento de la Estrategia Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública: 

· Se instalaron 39 buzones de Quejas y Sugerencias en las delegaciones Departamentales, Distritos y Sub delegaciones de Managua. 

· Se realizaron 3 auditorías Sociales, en las estructuras de los servicios policiales Administrativos del Distrito V, VI y SERVIGOB. Se tiene planificado realizar para el año 2013, Tres auditorias Sociales en las estructuras de Seguridad de Transito Nacional.

4.4
Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública


Recomendación: 4.4.1. Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en el seguimiento de la gestión pública.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Promover formas adicionales, cuando sea apropiado, para permitir, facilitar y asistir a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales en el desarrollo de actividades para el seguimiento de la gestión pública. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

d). Realización de actividades de capacitación
La Oficina de Ética Pública, ha coordinado acciones con instituciones del Poder Ejecutivo, municipalidades y la sociedad civil, que le permitan dar a conocer leyes y decretos para conocimiento, manejo y participación de los servidores públicos del Poder Ejecutivo y la población organizada en el seguimiento de la gestión pública. Las Leyes dadas a conocer son: La Constitución Política de Nicaragua, Ley N°.641, Código Penal de la República de Nicaragua, Decreto N°.35-2009 Código de Conducta Ética para los Servidores Públicos del Poder Ejecutivo, Ley N°.476, Ley del Servicio Civil y de la Carrera Administrativa, Ley N°621, Ley de Acceso a la Información Pública, Ley N°.438, Ley de Probidad de los Servidores Públicos.

Capacitando sobre los siguientes temas: Ética y Valores en la Administración Pública, Control Interno en la Administración Pública, Evaluación de Riesgo en la Administración Pública, Fundamentos Jurídicos del quehacer del Servidor Público, Ética y Derechos Humanos en la Administración Pública, Código de Conducta Ética del Servidor Público, Decreto 35-2009, Ética y valores del Empresario Privado frente a la Sociedad, Control Social a la Gestión Pública, Organización y Metodología de la Promoción en Valores y Ética Pública, Organización y Metodología para la Auditoría Social a la Gestión Pública, temática que va vinculada con leyes que norman la conducta y el actuar de los servidores públicos y que promueve la participación de la población organizada en el seguimiento de la gestión pública a través de capacitaciones.   

Durante el periodo diciembre 2010 a diciembre 2012, se realizaron 8 Conferencias sobre Ética Empresarial, Ética Medio Ambiente, Buena Gestión Pública y Control Social a la Gestión Pública, dirigidas a estudiantes universitarios, 9 talleres con las municipalidades, un Foro sobre la Estrategia Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública y acompañamiento y apoyo logístico al organismo CIET INTERNACIONAL en 5 eventos regionales  de divulgación de  los resultados del V Ciclo de Auditoría Social sobre la Percepción Ciudadana sobre la Corrupción en la Administración Pública y 130 talleres de sensibilización y de Control Social a la Gestión Pública dirigidos a estudiantes de secundaria, universitarios, población organizada.

b) Diseñar y poner en funcionamiento programas para difundir los mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública y, cuando sea apropiado, capacitar y facilitar las herramientas necesarias a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales para utilizar tales mecanismos.  

MEDIDAS ADOPTADAS:

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
La Oficina de Ética Pública, cuenta con dos importantes mecanismo de control social, a través de: 1) la administración, seguimiento y monitoreo de buzones de quejas y sugerencias, instalados en diferentes instituciones del Poder Ejecutivo; 2) promoción de las Auditorías Sociales realizadas por la población organizada, dirigidas a los servicios que brindan las instituciones del Poder Ejecutivo.  Estos mecanismos de participación ciudadana para el seguimiento a la gestión pública son ejercidos por la población y se dan a conocer a través de capacitaciones, viñetas radiales, Brochures, banners, murales, correos electrónicos y cartas.

Además se plantea como meta a partir del mes de mayo del año 2013, la instalación de cien (100) unidades de buzones de quejas y sugerencias, los que se distribuirán en las siguientes instancias: 30 en gobiernos municipales, 50 en las sedes departamentales y municipales de instituciones del Poder Ejecutivo y  20 en las sedes centrales de instituciones del Poder Ejecutivo.
5. 
ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV DE LA CONVENCIÓN)


Recomendación: 5.1.1 Determinar y priorizar áreas específicas en las cuales la República de Nicaragua considere que necesita la cooperación técnica de otros Estados parte para fortalecer sus capacidades de prevenir, detectar, investigar y sancionar actos de corrupción. Así también, la República de Nicaragua, debe determinar y priorizar las solicitudes de asistencia recíproca para la investigación o juzgamiento de casos de corrupción. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

E y f).  Realización de actividades de cooperación internacional y fortalecimiento institucional:
En concordancia con esta recomendación, desde el año 2002 hasta mediados del 2012, con el apoyo financiero de un grupo de países donantes se implementó el  Programa “Fondo Conjunto de Donantes para Anticorrupción” (FAC), mediante el cual se fortalecieron las capacidades institucionales de aquellas entidades claves para el combate a la corrupción como lo son, el Ministerio Público, Oficina de Ética Pública, Consejo Nacional de Lucha contra la Drogas (actual Consejo Nacional contra el Crimen Organizado), Policía Nacional y Procuraduría General de la República. 

Al término del Programa FAC en junio del 2012, los funcionarios públicos encargados de la prevención y persecución de los actos de corrupción cuentan hoy en día con mejoradas competencias necesarias para el abordaje de los casos de corrupción. Dentro de este contexto, la Procuraduría General de la República, logró ampliar la cobertura de los Procuradores Penales que atienden casos de corrupción a nivel nacional, equipando además en dichas dependencias espacios de denuncia ciudadana por hechos delictivos de corrupción. 

Es importante destacar que a partir del año 2010, la República de Nicaragua a través del GRUN  elaboró la “Estrategia Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública”
, a través de la cual se instituyó y se encuentra funcionando la Comisión Nacional constituida por los más diversos sectores gubernamentales, sociedad civil organizada y empresa privada, encargada de la  implementación el Plan de Acción de la Estrategia Nacional. En este marco, el GRUN a través de la Procuraduría General de la República, diseñó el “Programa para el Fortalecimiento a la Buena Gestión Pública”, con el fin de ejecutar las medidas necesarias y pertinentes para continuar perfeccionando la labor de  prevención y persecución de los actos ilícitos que atentan contra la Administración Pública. Para ello, se dispuso la ampliación de cobertura del Programa a 10 instituciones estatales relevantes en la lucha anti-corrupción. 

En este orden de ideas, los Gobiernos de los hermanos países donantes de Suiza, Noruega y el Programa de la Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), dispusieron su contribución financiera a dicho Programa durante los períodos 2012-2014, el cual está siendo ejecutado por las siguientes instituciones del Estado de Nicaragua: Procuraduría General de la República de Nicaragua, Oficina de Ética Pública, Policía Nacional, Ministerio de Educación, Contraloría General de la República, Poder Judicial, Comisión Nacional de Coordinación Interinstitucional del Sistema de Justicia Penal, Unidad de Análisis Financiero. 

El Programa para al Fortalecimiento a la Buena Gestión Pública 2012-2014, se basa en tres componentes para alcanzar sus objetivos, a saber: 1) la promoción integral de acciones que conllevan a una buena gestión pública; 2) la aplicación de políticas públicas y legislación para la buena gestión pública, y 3) la integración y coordinación interinstitucional para una gestión eficiente del Sistema de Justicia Penal en relación a los delitos contra la Administración Pública. 

En lo relativo a la priorización de las solicitudes de asistencia recíproca para la investigación o juzgamiento de casos de corrupción, la Procuraduría General de la República, en su calidad de Autoridad Central de la CICC, ha materializado la importancia de este mecanismo de Cooperación Internacional de la siguiente manera: 

1) La creación en el año 2009 de la Unidad Internacional Especializada en Asuntos Penales Internacionales, dentro de la Procuraduría Nacional Penal, la que subsiguientemente para el año 2010 se fortaleció con la integración de nuevos miembros. Sobre las funciones que desarrolla esta Unidad, destacan las siguientes: 
i. Centralización, impulso y seguimiento permanente de la tramitación de las Asistencias Legales Internacionales, tanto pasivas como activas, fundadas en la CICC y demás  instrumentos internacionales en los cuales la Procuraduría General de la República es la Autoridad Central; 

ii. Coadyuvar en conjunto con la Unidad Anticorrupción de la Procuraduría Penal Nacional, al cumplimiento de los compromisos internacionales en la labor de enfrentamiento al flagelo de la corrupción, de manera específica, la tramitación de las solicitudes internacionales que derivan de actos de corrupción.
2) El establecimiento de contactos directos y operativos con Unidades Internacionales de las Autoridades Centrales de los países requirentes o requeridos, como por ejemplo México, Guatemala, El Salvador, Costa Rica, Honduras, Panamá, etc., facilitando de esta manera una  tramitación más ágil  y expedita de las solicitudes de Asistencias Legales Mutuas activas y pasivas, sin obviar los requisitos formales dispuestos en los diversos instrumentos de Cooperación Internacional. 
3) Fortalecimiento de la Coordinación Interinstitucional en el plano nacional entre la Procuraduría General de la República, en su calidad de Autoridad Central de la CICC, y las autoridades nacionales encargadas de la investigación, persecución y juzgamiento de los actos de corrupción, para la realización de las distintas diligencias y actos requeridos en las Asistencias Legales. 
4) La implementación  de mecanismos internos de seguimiento y agilización de las distintas diligencias requeridas, lo que ha permitido disminuir los períodos de tiempo para brindar la cooperación solicitada a través de la Asistencia Legal. 
En cuanto a la tramitación de nuevas solicitudes de Asistencia Legal Mutua derivadas de actos de corrupción  en el período al que se refiere el presente informe,  a continuación detallamos la siguiente  información de interés al seguimiento de la recomendación: 

SOLICITUDES DE ASISTENCIAS LEGALES MUTUAS ACTIVAS Y PASIVAS  POR AÑOS

	ALM
	18 dic 2010
	2011
	2012
	17 mar 2013
	Totales

	Pasivas
	0
	3
	2
	0
	5

	Activas
	0
	0
	0
	0
	0

	Totales
	0
	3
	2
	0
	5


ASISTENCIAS LEGALES MUTUAS POR PAIS, EVACUADAS Y EN TRÁMITE

	SITUACIÓN
	País requirente

	
	Costa Rica
	El Salvador
	Honduras
	TOTAL

	Evacuada
	2
	0
	0
	2

	Trámite
	0
	2
	1
	3

	TOTAL
	2
	2
	1
	5


DETALLE DE ASISTENCIAS EVACUADAS

	AÑO DE EVACUACIÒN
	PAÍS REQUIRENTE
	INSTRUMENTO INVOCADO
	DELITO

	Marzo 2012
	Costa Rica

	Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá
	Conducta indebida derivada de actos de corrupción

	Mayo 2012
	Costa Rica
	Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá
	Cohecho propio, Penalidad del Corruptor y falsificación de Documento público y auténtico y otro


ASISTENCIAS LEGALES INTERNACIONALES POR CONVENIOS Y TRATADOS INTERNACIONALES INVOCADOS




ASISTENCIAS LEGALES MUTUAS POR TIPO PENAL

	Peculado y negociaciones Ilícitas  (2)

	Conducta Indebida derivada de actos de corrupción (1)

	Cohecho propio, Penalidad del corruptor y otros (falsificación)  (1)

	Abuso de Autoridad  (1)


POR TIPO DE DILIGENCIAS REQUERIDAS

	· Información Registral de propiedades y de Sociedades y/o Empresas 

· Levantamientos del Sigilo Bancario 

· Estatus migratorio en el país 

· Movimientos migratorios 

· Antecedentes penales (Judiciales y policiales) 

· Notificaciones 

· Información Tributaria 

· Entrevistas o Interrogatorios 

· Certificación de expedientes de procesos y/o documentos públicos
· Investigación sobre Empresas


Recomendación: 5.1.2 Continuar los esfuerzos de intercambiar cooperación técnica con otros Estados Partes, sobre las formas y medios más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción, aprovechando la experiencia que la República de Nicaragua ha tenido al respecto. 

MEDIDAS ADOPTADAS:
e). Realización de actividades de cooperación internacional
El país ha realizado colaboración y cooperación den la Contraloría General de la República con algunas EFS
 en el marco de la OLACEFS
 o con otros Organismos Internacionales hemos obtenido recursos financieros y de Cooperación técnica que nos han permitido avanzar en nuestros propósitos institucionales, de prevención y control. 
De igual forma ha participado una delegación técnica de la república de Nicaragua a un seminario realizado por la Contraloría de Cuba  sobre Auditoria de Gestión, al igual que la Contraloría del Estado de Ecuador, a través de convenios bilaterales de colaboración, logrando la colaboración a la Contraloría General de la República de Nicaragua en la elaboración de guías especializadas de control interno.

Al igual se han efectuado coordinaciones con la Contraloría de Guatemala en procura de mejorar nuestros sistemas de auditoría por medios informáticos.

Por su parte la Policía Nacional desarrolla acciones dirigida a fortalecer las capacidades de inteligencia e investigación de actividades vinculadas al crimen organizado que puedan originar tipos penales contemplados en la Convención Interamericana Contra la Corrupción, en el marco de la Estrategia de Seguridad Regional  (ESCA) adoptada al seno del Sistema Integración Centro Americana (SICA) por los Jefes de Estados de la región, en la Conferencia Internacional de Seguridad Centroamericana, efectuada en  la Ciudad de Guatemala 22 y 23 de junio del año 2011.  En tal sentido existen avances en la ejecución de 8 proyectos que son parte de los 22 proyectos identificados
 y que se han concretado en posteriores eventos sostenidos por las autoridades de los países involucrados y la Comunidad de países cooperantes.

En este contexto además se desarrollan acciones de cooperación Internacional, mediante la Comunidad de Policías de América (AMERIPOL) y la Comisión de Jefes/as y Directores/as de Centro América México y el Caribe (CJPCAMCC) en la articulación de la estrategia de seguridad regional, intercambio de información de inteligencia, utilización de plataformas informáticas, capacitación, formación y especialización de operaciones conjuntas contra el crimen organizado e intercambio de buenas prácticas sobre el enfrentamiento a delitos contra la administración publica.

La Policía Nacional de Nicaragua con el apoyo decidido del Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN) ha participado activamente en el desarrollo de iniciativas, dinamizando el funcionamiento de las instancias Regionales en la lucha contra el Crimen Organizado Trasnacional y las manifestaciones de corrupción en la Administración Pública. 

Durante el año 2012 se logró un mejor funcionamiento de las sub comisiones técnicas especializadas de la (Comisión de Jefes y Directores de Centro América, México y el Caribe) quienes elaboraron planes en cada una de ellas, para el periodo 2012-2013. Entre otros fines impulsados por la Presidenta de la Comisión Primer Comisionada Aminta Elena Granera Sacasa, es la búsqueda de financiamiento y recursos de cooperación de países y organismos cooperantes para un mejor funcionamiento de la Comisión y la ejecución de planes específicos.


Recomendación 5.1.3: Diseñar e implementar un programa integral de difusión y capacitación dirigido específicamente a las autoridades competentes (en especial, a los jueces, magistrados, fiscales y otras autoridades con funciones de investigación judicial), con el fin de asegurar que ellas conozcan, y puedan aplicarlas en aquellos casos concretos de que tengan conocimiento, las disposiciones en materia de asistencia jurídica recíproca previstas en la Convención Interamericana contra la Corrupción y en otros tratados suscritos por Nicaragua relacionados con las materias a que ellas se refiere.
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
 El Estado de Nicaragua cuenta con la Comisión Nacional de Coordinación Interinstitucional del Sistema de Justicia Penal de la República
,  la que promueve una capacitación integral y tiene en los  Planes Operativos del  Instituto de Altos Estudios Judiciales de la Corte Suprema de Justicia
, un Programa de capacitación especializado en diferentes temáticas del Derecho penal, dirigido a la Formación Continua y especializada de los Funcionarios de Carrera Judicial, incluyendo  a los  Operadores del Sistema de Justicia Penal
.
Ésta Comisión Nacional es integrada por: el Presidente de la Corte Suprema de Justicia y el de su Sala Penal, el Fiscal General de la República, el Presidente de la Comisión de Justicia de la Asamblea Nacional, el Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, el Director de la Defensoría Pública, el Director Nacional de la Policía Nacional, el Director de la Auditoría Militar, el Director del Instituto de Medicina Legal y el Director del Sistema Penitenciario Nacional y el Procurador General de la República; tiene entre sus atribuciones garantizar la efectiva capacitación de los operadores del sistema y facilitar los medios para el desempeño de sus respectivas funciones y las instituciones e instancias involucradas directamente son las siguientes:

· Miembros de la Comisión Nacional Interinstitucional del Sistema de Justicia Penal

· Comisión Ejecutiva Interinstitucional para la Capacitación a través de los Representantes de las áreas de capacitación de cada institución.

· Comisiones Departamentales Interinstitucionales de cada departamento del país y zonas especiales.

· Presidentes de Tribunales y Magistrados de las Salas Penales de las 9 circunscripciones del país del Poder Judicial.

· Coordinadores y Equipos docentes de cada uno de los departamentos del país.

· Delegados Administrativos del Poder Judicial en cada departamento y zonas especiales.

· Estructura y personal profesional y técnico del Instituto de Altos Estudio Judiciales

· Diferentes universidades que han firmado convenios de colaboración con la Escuela Judicial.

Para esta labor la Comisión Nacional ha realizado varios Convenios de colaboración del Instituto de Altos Estudios Judiciales con Universidades
 E Instancias Estatales
, con lo que se eleva el nivel académico de las labores de formación y capacitación de dicho Instituto, ejecutándose las siguientes actividades:

Veinticinco réplicas (25), a nivel nacional del Postgrado sobre el Nuevo Código Penal, en el programa de este postgrado se abordó el tema de los tipos penales  contra la administración pública, capacitándose  a ochocientos noventa y seis personas (896), docentes universitarias, profesionales del derecho y funcionarios del sistema de justicia penal.

Cuatro réplicas (4) a nivel nacional del Postgrado en Técnicas de Litigación Oral para el Proceso Penal Nicaragüense, capacitándose un total aproximado de ciento sesenta personas (160). Entre funcionarios judiciales y miembros de las diferentes instituciones del Sistema de Justicia Penal

Acuerdos suscritos por el Instituto de Altos Estudios Judiciales con las Universidades Nacionales e Instituciones estatales, como se puntualiza a continuación:
· Año 2010: Universidad American College, Universidad Martín Lútero, Universidad Autónoma de León, Bluefields Indian And Caribbean Univesity (BICU) y Universidad Nicaragüense de Estudios Humanísticos
· Año 2011: Comisión Nacional Académica de Derecho (CONADER), Universidad Evangélica Nicaragüense “Martín Luther King JR”, Universidad del Valle, Universidad Metropolitana, Universidad Repmtoris Mater (UNICA), Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua (UNAN), Universidad Austral Departamento de Derecho Buenos Aires
· Año 2012: El Ministerio de la Familia. Adolescencia y Niñez y Universidad Politécnica de Nicaragua (UPOLI).

· Año 2013: Unidad de Análisis Financiero: El pasado 14 de febrero del 2013 se firmó un Acuerdo de Colaboración Académico con la UAF creada por la Ley 793 Ley Creadora de la Unidad de Análisis Financiero con el objetivo de Establecer los mecanismos de coordinación, facilitación  y cooperación entre La Corte Suprema de Justicia, a través del Instituto de Altos Estudios Judiciales y la Unidad de Análisis Financiero, para el desarrollo de un proceso sostenido y continuo de acciones de sensibilización, educación y  capacitación dirigida a funcionarios/as Judiciales  y  otras personas operadoras del Sistema de Justicia que intervienen en la administración de la justicia  a nivel local y departamental, en función de promover y difundir la aplicación efectiva de la Legislación Nacional e internacional. 

La información se encuentra en la página WEB del Instituto de Altos Estudios Judiciales
.
d). Realización de actividades de capacitación
La Comisión Nacional
 ha desarrollado el Programa  Interinstitucional en Materia Penal, que incluye los siguientes temas de capacitación:     
1.-Litigación Oral para el Proceso Penal Nicaragüense: La Comisión Interinstitucional del Sistema de Justicia Penal, a través de la Comisión Ejecutiva para la Capacitación, firmó un Convenio de colaboración con el Centro de Estudios Judiciales para las Américas, CEJA, con sede en Chile, para la formación de las y los operadores del sistema de Justicia Penal, en Técnicas de Litigación oral en el Proceso Penal Nicaragüense.
2.-Juicio Simulado sobre Lavado de Activos y Crimen Organizado: esta actividad conto con el apoyo de varios organismos internacionales
, a fin de ofrecer soluciones prácticas a problemas concretos en base a la realidad  nacional en esta temática, en la implementación de la Ley 735, Ley de prevención, investigación y persecución del Crimen organizado y de la Administración de los bienes incautados, decomisados y abandonados, ya que los delitos contra la Administración Publica forman parte de las conductas punibles de Criminalidad Organizada.
3.-Profundización en las leyes: Ley 735 "Ley de prevención y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes incautados, Decomisados y Abandonados"; Ley 745 "Ley de Ejecución, Beneficios y control Jurisdiccional de la sanción Penal;  Ley 779, “Ley Integral contra la violencia hacia las mujeres” y de reforma a la “Ley 641 Código Penal de Nicaragua”.

4.-Postgrado Sensibilización y Especialización en Violencia de Género: Intrafamiliar, Sexual y Trata de Personas
.  
8. Proceso de validación del  en el Código de Ética de los servidores del Poder Judicial,  por acuerdo No. 193 del 12 de septiembre del 2011, el cual entró en vigencia el 16 de noviembre del 2012 (primer fase) y divulgación y sensibilización del personal a nivel nacional, por departamentos, siendo la población meta de 5,572 funcionarios y empleados;  de los cuales asistieron  5,064 representando el 91%. De éstos asistentes, 2,263 (45%) corresponde al género masculino y 2,801 (55%) al género femenino.
9. Taller sobre la Ley de Probidad  y sobre código de Ética, el Poder Judicial forma parte de  la Comisión Nacional para la Implementación del Plan de acción de la Estrategia Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública. En el marco del Programa Fortalecimiento de la Buena Gestión Pública en el periodo   octubre – noviembre de 2012, se  ejecutaron 6 eventos: 2 Seminario- Taller sobre la Ley de Probidad y 4  sobre el Código de Ética, capacitando a un total de 176 participantes  con un 73%. Este programa tiene como objetivo general contribuir a la gestión eficiente, transparente y oportuna de la Administración Pública para la entrega de servicio con calidad y calidez que resguarden y respondan a los intereses y derechos de la población nicaragüense.  

10.- Actualmente se cuenta con un Diagnóstico de necesidades de capacitación elaborado con instituciones del Sector Justicia como insumo para la preparación de un Postgrado sobre Delitos contra la Administración Pública. Se proyecta ejecutar 30 réplicas y beneficiar a 1,200 funcionarios del sector Justicia en este postgrado.

11.-Postgrado de sensibilización y Especialización en Violencia de género, intrafamiliar, sexual y trata de personas, en el año 2012 se capacitó a los profesores que impartirían las réplicas  dirigidas a los funcionarios judiciales y operadores del Sistema de Justicia  en el año 2013, con los objetivos de este posgrado es  lograr la interpretación jurídica, con argumentaciones y afirmaciones que analicen el fenómeno de la violencia desde una perspectiva que brinde protección a las mujeres, niñas, niños y adolescentes y evitar procesos judiciales re-victimizantes; actualmente se están impartiendo 43 réplicas de este Postgrado con una participación de 1,562 participantes a nivel nacional.  
12.- Motivación al Cambio: En ocasión de la Inauguración del nuevo Complejo Judicial Central Managua y la designación de Instituto de Altos Estudios Judiciales a la Escuela Judicial y con el objetivo de incentivar en los funcionarios y servidores del Poder Judicial, el compromiso de prestar un excelente servicio a la ciudadanía, mediante el apropiamiento y motivación al cambio y cumplimiento de las normas institucionales. Se realizaron 5 cursos para un total de 199 participantes.
Además se han participado en cursos que han apoyado las gestiones de formación de esta instancia, en  el 2011  formo parte  del Concurso Internacional de Trabajo Monográfico en torno al Código Iberoamericano de Ética Judicial, bajo el tema: Conocimiento y Capacitación, todo ello con el objeto de fomentar la investigación y reflexionar en torno a los principios contenidos en el Código Iberoamericano de Ética Judicial, siendo de gran relevancia el tema para los funcionarios judiciales, considerando que  la  aplicación de dichos principio son la  base fundamental en el desarrollo de la función jurisdiccional. Nicaragua obtuvo  el quinto lugar  destacándose entre los demás países  concursantes.
En el 2012 participó  en el  Concurso Internacional del trabajo Monográfico en torno al Código Iberoamericano de Ética Judicial con el tema Justicia y Equidad, y actualmente en este año 2013  se encuentra avocada a la participación de los funcionarios del poder Judicial  en el concurso internacional sobre el tema Responsabilidad Institucional.  

Cantidad de cursos y participantes:

	DATOS ESTADISTICOS

	AÑOS
	CANTIDAD DE CURSOS
	 No Part. 

	2010
	65 Grupos Postgrado Técnicas de Litigación para el Nuevo Proceso Penal Nicaragüense
	2,023 

	
	1 Curso de Violencia Sexual e Intrafamiliar con Enfoque de Género
	133.


	
	1 cursos de Manejo del Delito de Trata de Personas
	156.

	2011
	1 Seminario Taller sobre el Delito de Trata de Personas con énfasis en Redacción de Sentencias
	43 

	
	1 Foro-Taller "Estudio de Casos de Trata de Personas presentados sobre causas de Desestimación de Procesos
	81 

	
	1 Seminario sobre Ley 735 "Ley de prevención y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes incautados, Decomisados y Abandonados" Ley 745 "Ley de Ejecución, Beneficios y control Jurisdiccional de la sanción Penal
	47  

	
	2 Cursos de Postgrado de Sensibilización y Especialización en Violencia de Género: Intrafamiliar, Sexual y Trata de Personas, dirigido a los equipos docentes formadores
	92

	2012

	47 Seminario´- Taller sobre El Delito de Trata de Personas con énfasis en Redacción y fundamentación de Sentencias,
	527 

	
	13 Seminarios - Talleres sobre la Ley 779
	352 

	
	2 cursos de formación de formadores, del Curso de Especialización y Sensibilización en Violencia de Género: Intrafamiliar, Sexual y Trata de Personas.
	94 

	
	131  Cursos  sobre el Código de Ética dirigido a los funcionarios y servidores del poder judicial.
	5064

	
	 2 Talleres sobre la Ley de Probidad  y 4 sobre código de Ética
	176

	2013
	43 Postgrado de sensibilización y Especialización en Violencia de género, Intra- familiar,  sexual y trata de personas
	1,562

	
	Total de participantes.
	10,350


De igual forma se han realizado esfuerzos individuales en esta medida por parte de la Procuraduría General de la República, el Ministerio Público y la Policía Nacional, particularmente de la siguiente manera:
La Procuraduría General de la República de Nicaragua, dentro de los Programas Anuales de Capacitación integral para Procuradores Penales, con el objetivo de difundir –dada su relevancia e importancia- el tema de la Asistencia Internacional que a través de los diversos instrumentos se le ha designado como Autoridad Central, entre ellos el CICC y la CNUCC, durante el período 2010-2012  ha desarrollado 2 seminarios y 1 coloquio en donde además de contar con la presencia de los Procuradores Penales a nivel nacional, se incluyeron a otros actores claves en el proceso de Asistencia Jurídica de la CICC, tales como funcionarios del Ministerio Público y Policía Nacional.  Estas actividades son financiadas con recursos propios de la institución y con fondos del Programa “Fondo Conjunto de Donantes para Anticorrupción” (FAC), hoy “Programa para el Fortalecimiento a la Buena Gestión Pública”.

Al respecto, entre los 2 seminarios y el coloquio desarrollados en los años 2011 y 2012 se contó con la participación de 110 funcionarios, entre Policía Nacional, Asesores Legales de las instituciones gubernamentales y Procuradores Penales con representación nacional. 

El objetivo de incluir en estos seminarios los temas de Asistencia Jurídica Internacional de la CICC, CNUCC y demás instrumentos internacionales, es en línea de principio, el reconocimiento de que los ilícitos de corrupción transcienden las fronteras nacionales y por ello los  mecanismos de colaboración internacional son necesarios en el enfrentamiento de tales ilícitos, de ahí la necesidad de su promoción y la concreción de su utilidad y puesta en práctica en los procesos de investigación y persecución en el ámbito nacional. 

Aunado a lo anterior, la aplicabilidad de la Asistencia Internacional a través de la CICC, ha sido ampliamente difundida  a través del Programa Radial “La PGR al día”,  -que se transmite en horario de 8:00-9:00 am., los días miércoles de la semana-, a través del cual se han desarrollado durante el período al que se refiere el presente informe, dos (2) programas que de manera específica han difundido el tema de la Colaboración Internacional en Materia Penal (CICC) y su importancia en la lucha contra la corrupción, entre otros temas vinculados. 

El Ministerio Público, en el año dos mil nueve  impartió el seminario  “Alcance de los instrumentos internacionales en la lucha contra la corrupción, su aplicabilidad en el derecho interno”, en el cual precisamente se capacito sobre los alcances legales y recomendaciones en la lucha contra la corrupción que plantea la Convención Interamericana contra la Corrupción. 

6. 
AUTORIDADES CENTRALES (ARTÍCULO XVIII DE LA CONVENCIÓN)


Recomendación 6.1. Comunicar a la Secretaría General de la OEA la designación de la citada autoridad central, de acuerdo con las formalidades previstas para ello. 

Esta recomendación ha sido cumplida por el Estado de Nicaragua mediante Actas y Acuerdos Nº 007 del Ministerio de Relaciones Exteriores del 13 de junio del 2007, se notificó al Secretario General de la OEA, que el GRUN decidió cambiar la Autoridad Central, notificándole que lo será la PGR. 


Recomendación 6.2. Dotar a dicha autoridad central con los recursos necesarios para el cabal cumplimiento de sus funciones. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
En lo que respecta al apoyo y fortalecimiento de la Autoridad Central de la CICC, el GRUN
 a través de los presupuestos de renta durante los años 2011-2013 otorgados a la Procuraduría General de la República,  ha venido incrementando los recursos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, de acuerdo a la realidad económica de nuestro país. A continuación, los siguientes datos:

	AÑO
	PRESUPUESTO

(moneda nacional/córdoba)
	INCREMENTO PRESUPUESTARIO

(moneda nacional/córdoba)

	2011
	C$74,553.000.00 
	-

	2012
	C$85,957.000.00
	C$11.404.000.00

	2013
	C$99.403.000.00
	C$13.446.000.00


En este contexto, dentro del Programa de la Buena Gestión Pública -que inició en el segundo semestre del año 2012 y concluye en junio del 2014-, se acordó que los fondos de contrapartida que el Estado de Nicaragua asume, están circunscritos a cubrir el pago de los salarios del nuevo personal contratado y los gastos de funcionamiento de todos los componentes ejecutantes del Programa, dentro de ellos la Procuraduría General de la República. 
7. 
RECOMENDACIONES GENERALES

Recomendación 7.1.1. Diseñar e implementar programas de capacitación de los servidores públicos responsables por la aplicación de los sistemas, normas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación. 

MEDIDAS ADOPTADAS:

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

La Estrategia Nacional para el Desarrollo Integral de la Buena Gestión Pública, oficializada el 9 de julio del 2012, contienen el Sistema Nacional de Promoción y Educación de Valores en la Administración Pública y en la población, encaminado a la promoción de principios y valores éticos, satisfacción y empoderamiento de la población en general, que incluye a las organizaciones gremiales, académicas, estudiantiles y entidades que representen al sector privado empresarial y productivo del país.

Promoviendo equilibrio con la formación que se debe desarrollar en todos los servidores públicos del Estado de Nicaragua sin importar el cargo que desempeñen ya que cada uno constituye un eslabón importante en la entrega de servicios eficientes y de calidad.  Por tal razón y partiendo de la importancia que cada uno posee,  se deben de integrar los principios y valores éticos como fundamentos en la buena gestión pública los cuales se expresan cotidianamente en la conducta ética de los servidores públicos. En correspondencia a ello, se impulsará  el ejercicio de los derechos de la población en cuanto a la participación en el control social a la gestión pública.

Este sistema trabajará de manera integral con todas las instancias formadoras del Estado, por lo que se elevarán los niveles de formación en todas las instancias del Estado, entre ellas tenemos: Academia de la Policía Nacional “Walter Mendoza”, Academia del Ejército, Escuela Diplomática “José de Marcoletta”,  Escuela Judicial, Ministerio de Educación, Instituto Nacional Tecnológico, CNU, Universidades públicas y privadas entre otros,  partiendo de las capacidades instaladas que cada una de estas instituciones posee, para una efectiva multiplicación e integración en el Sistema Nacional de Promoción y Educación en Valores, siendo el órgano rector del Sistema la Oficina de Ética Pública.

La que también ha elaborado el Programa de capacitación especializado en Ética Pública, del periodo del 2012-2015, el cual es actualizado anualmente y tiene  el objetivo de “Incidir en las conductas éticas de las y los servidores públicos para lograr una administración pública más ágil, eficiente, con calidad y accesibilidad en su función primordial de servir al pueblo nicaragüense , para garantizar la restitución de sus derechos al desarrollo humano, social y económico”  que incluye  diferentes temáticas: Ética y Valores con Enfoque en la Calidad de Atención en el Servicio Público, Fundamentos Jurídicos que Rigen la Actuación del Servidor Público, Delitos Contra la Administración Pública, Organización y Metodología de la Promoción en Valores y Ética Pública, Organización y Metodología para la Auditoría Social a la Gestión Pública, Convención Interamericanita Contra la Corrupción, Ética Empresarial, Ética y Medio Ambiente, Control Social a la Gestión Pública, en las modalidades de: talleres, conferencias, charlas y seminarios, dirigidos a los servidores públicos de instituciones del Poder Ejecutivo y Alcaldías.  Así como a estudiantes universitarios y población organizada.

d). Realización de actividades de capacitación
El Estado ha desarrollado Programas de capacitación dirigidos a los servidores públicos en los que se han desarrollados adelantos en esta recomendación por parte de la Procuraduría General de la República, Contraloría General de la República, Dirección General de Función Pública,  Policía Nacional y el Ministerio Público, describiéndose de la siguiente forma: 

Sobre el particular, tal y como se dejó indicado en líneas anteriores, en el período a que se refiere el presente informe (18 diciembre 2010-17 marzo 2013)  la Procuraduría General de la República, en su calidad de Autoridad Central de la CICC, capacitó a un total de 267 funcionarios públicos de diversos órganos involucrados en la prevención y juzgamiento de los ilícitos de corrupción, tales como Investigadores Policiales, Procuradores Penales, Asesores Legales de las instituciones estatales  y Fiscales del Ministerio Público, entre otros. Se realizaron un total de 11 eventos entre cursos de capacitación, seminarios, talleres, conferencias, coloquios y un diplomado. 

Entre los tópicos impartidos, destacan los siguientes temas: Delitos contra la Administración Pública conforme la Ley Nº 641, Código Penal de Nicaragua;  Tratamiento procesal a los Delitos contra la Administración Pública; Curso de Formación Básica para Procuradores; La acción civil resarcitoria en el nuevo Código Penal; Ética del Funcionario Público;  Técnicas Jurídicas para la Defensa del Estado;  Convenciones Internacionales suscritas por Nicaragua en materia Anticorrupción; Cooperación y Asistencia Legal Mutua entre los países;  Aplicabilidad de la Ley Nº 735, Ley de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados;  Movimiento de Dinero al Exterior y Lavado de Dinero impartido en nuestro país por el  organismo internacionales GAFIC
. 

Uno de los aspectos a destacar respecto a los diversos eventos de capacitación impartidos por la Procuraduría General de la República, radican en la formación de una instancia de Planificación y Coordinación, que se encargue  a nivel interno de la institución de registrar,  monitorear y supervisar la labor de capacitación,  necesidades, compatibilidades y secuencialidad con que se aborda el tema de las buenas prácticas en la Gestión Pública y el efecto punitivo sancionador en que puede incurrir el servidor público, se ha realizado el Programa de Capacitación de Formación Integral de los Procuradores que en diversas materias y disciplinas ejercen la representación del Estado denominado el que actualmente se encuentra en desarrollo “Diplomado de Técnicas Jurídicas para la Defensa del Estado”. 

Adicionalmente, en el plano internacional, se participó en dos seminarios internacionales de relevancia como son el “XI Encuentro de Ciencias Penales”, y el VII Curso Subsede coordinado por la Organización Latinoamericana de entidades Fiscalizadoras Superiores (OLACEFS
) y la Contraloría General de la República de Cuba, sobre “Herramientas de Prevención y Control en el enfrentamiento a la corrupción administrativa. Experiencia cubana”, ambos celebrados en el año 2012 en la Habana, Cuba.

De igual forma la Contraloría General de la República, se ha establecido un Plan Especial de Capacitación a las 459 nuevas autoridades de los 153 Municipios (Alcaldes, Vicealcaldes y Secretarios de Consejos), de esta manera estaremos contribuyendo al fortalecimiento de las capacidades administrativas en materia de contrataciones municipales. Nos proponemos ejecutar 17  cursos que serán impartidos en cada una de las cabeceras departamentales del país, diseñados con un  elevado  contenido  ético, científico y  práctico,  para apoyar el cumplimiento de parte de las políticas, metas y objetivos del PNDH (2011-2013), referidas específicamente a las “Medidas para la buena gestión pública”, “Transparencia y probidad” y  el tema de Descentralización y Fortalecimiento municipal.

A partir del 2012 se comenzó el proceso de capacitación a 1,500 funcionarios públicos en guías especializadas de control interno, labor que continuará en el 2013 y culminando en el año 2014, que se tiene proyectado la implementación de estas guías.

A la par, el plan de capacitación se desarrolla en otras materias de interés de la CGR: Ley No. 681, Ley No. 438, Ley No. 818, Normas Técnicas de CI, Normas de Auditoría, Redacción de Informes de Auditoría y Elaboración de Papeles de Trabajo. 

El programa de formación pretende contribuir al Fortalecimiento del  Control Interno en las Instituciones de la Administración Pública  y dotar al servidor público de mecanismos  apropiados  para mejorar la calidad del Control Interno y la salvaguarda de los recursos público.

Por su parte la Dirección General de Función Pública del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en el período 2010 a marzo 2013 ha ejecutado un  programa de 180 acciones de capacitación. Dentro de este programa se realizaron 135  acciones sobre el Sistema de Clasificación y el Sistema Gestión de los Recursos Humanos del Estado,  25 acciones sobre el Procedimiento Disciplinario de Primera y Segunda Instancia  y del Manual de piezas procesales, 2 postgrados, uno en Gerencia Pública y otro en Derecho Laboral y 18 acciones de capacitación  dirigidas a las servidoras y servidores públicos de la DIGEFUP, en coordinación con la Oficina de Ética Pública, sobre el Código de Conducta Ética, Delitos contra la Administración Pública, Ética y valores en la Administración Pública, Control Interno, entre otros. Todas estas acciones están dirigidas a fortalecer la aplicación  del marco jurídico que rige el Servicio Civil en la República de Nicaragua, establecido en la Ley No. 476, “Ley del Servicio y de la Carrera Administrativa”. 

La Policía Nacional, ha realizado mejoras para aplicar esta recomendación iniciando con el fortalecimiento de las capacidades científicas y técnicas en el enfrentamiento del delito en contra de la administración Pública y las capacidades preventivas a lo interno, ha elaborado y Diseñado el módulo sobre Ética y Doctrina para la formación y capacitación del personal Policial dentro del Modelo de Escuela Total como parte Integral de la Curricula Académica. Se tiene previsto para el periodo 2013-2014 diseñar modulo especializado para los subsistemas Educativos y ampliar la capacidad  investigativa a los delitos y las  Malas prácticas, mediante la capacitación especializada de funcionarios policiales de todo el país

Capacitación Especializada:
	Año
	Cantidad de Eventos
	CANTIDAD EVENTOS
	Participantes

	
	POSTGRADO
	CURSO
	TALLERES
	
	

	2010
	2
	4
	
	6
	83

	2011
	2
	4
	2
	8
	178

	2012
	1
	2
	
	3
	84

	TOTAL
	5
	10
	2
	17
	345


	Contenido de la Capacitación Especializada Desarrollada para Personal Policial (Inteligencia, Económica, Auxilio Judicial, Asuntos Internos, Contrainteligencia Policial): Corrupción, Lavado de Dinero, C. Organizado, Técnicas de Investigación en casos de corrupción, Certificación BATCO en el uso del programa de representación gráfica (Analyst Notebook), Representación gráfica de casos y seguimiento de casos, Redes Informática, Auditoría Financiera, Técnicas de Investigación Administrativas, Técnicas de Investigación en casos de corrupción, Representación gráfica de casos y seguimiento de casos, Redes Informática, Contrainteligencia Policial y Técnicas de Juicio Oral público en la vía Administrativa


Capacitación en Código de Conducta Ética para los servidores públicos del Poder Ejecutivo Decreto 35/2009 y Temas de Ética y Doctrina Policial:  
	Año
	CANTIDAD EVENTOS
	Participantes

	2010
	103
	3247

	2011
	86
	2804

	2012
	75
	2907

	TOTAL
	264
	8958


Así mismo el Ministerio Público a implemento un programa  especializado para capacitación de los fiscales de la Unidad especializada Anticorrupción y Contra el Crimen Organizada, con lo cual se ha logrado a la fecha la capacitación  de fiscales a nivel nacional  en los siguientes temas (ver cuadro adjunto).  Igualmente dentro del proceso de fortalecimiento a las capacidades técnicas de los Fiscales que trabajan en la investigación y persecución penal de delitos contra la administración pública  y como una estrategia integral dentro de la Política de Persecución penal del Fiscal General en  este tipo de delitos en el año dos mil nueve se elaboró y valido el Protocolo de Actuaciones  en Delitos Contra la Administración Pública, el cual fue actualizado  y validado en Noviembre del año dos mil doce. 

	Año
	Seminario
	Instituciones
	No Part.

	2010
	Seminario  “Aplicación práctica de la normativa de contrataciones del Estado”, con el objetivo de: Que los participantes se apropien de los conceptos y principios de la Ley 323 y sus reformas y su reglamento el Decreto 21-2000 y su reforma, conozcan los diferentes procedimientos administrativos ordinarios y extraordinarios. 
	Fiscales UEACO, Fiscales enlaces, DIE y DAJ de la Policía Nacional, Ejército de Nicaragua


	40

	
	Seminario “Auditoría entes públicos: aplicación práctica”, con el objetivo de: Obtener dominio de los participantes de los procesos de investigación administrativos realizados por los entes fiscalizadores del Estado, de acuerdo a sus reglas particulares y que puedan resultar en investigaciones en sede penal por actos de corrupción. Que los participantes se apropien de la metodología en la realización de auditorías especiales o forenses que conlleven responsabilidades penales, civiles o administrativas.
	Fiscales Departamentales, Fiscales UEACO, DIE y DAJ de la Policía Nacional, Ejército Nacional


	40

	2011


	Seminario “Investigación del testaferrato y las sociedades mercantiles como instrumentos o métodos para el lavado de dinero y el crimen organizado”, con el objetivo de: Fortalecer las capacidades técnico-jurídicas del personal sustantivo del Ministerio Público de Nicaragua, específicamente de los enlaces a nivel nacional de la Unidad de Anticorrupción y Contra el Crimen Organizado, en el conocimiento y dominio de las leyes y temas especializados relacionados al delito de lavado de dinero y el crimen organizado.  Aprovechando que la legislación de nuestros países no difiere de manera significativa en lo referente a la investigación de estos delitos, y sabiendo que el Ministerio Público de Panamá ha cosechado buena experiencia en la investigación de estos casos, es de interés nuestro conocer las buenas prácticas que en la región se han implementado para fortalecer la lucha contra el crimen organizado
	Fiscales UEACO, Fiscales enlaces de los Departamentos y Regiones, Delegados de la DID, DIE de la Policía Nacional, Ejército de Nicaragua, DGI, DGA, 


	45

	
	Taller “Valoración de los elementos de convicción contenidos en el Informe Policial en casos de corrupción y crimen organizado”, con el objetivo de: Fortalecer las capacidades técnico-jurídicas del personal sustantivo del Ministerio Público de Nicaragua, específicamente de los Fiscales Departamentales y Regionales a nivel nacional, en el conocimiento y dominio de las leyes y temas especializados relacionados a  delitos de corrupción y crimen organizado.  
	Fiscales Departamentales y Regionales y de la UEACO del Ministerio Público


	38

	
	Seminario “Normativa para la gestión de riesgos del lavado de dinero, bienes o activos y del financiamiento al terrorismo aprobada por el Consejo Directivo de la SIBOIF”, con el objetivo de: Fortalecer las capacidades técnico-jurídicas del personal sustantivo del Ministerio Público de Nicaragua, específicamente de los Fiscales de UEACO y enlaces a nivel nacional, en el conocimiento y dominio de las leyes y temas especializados relacionados a  delitos de corrupción y crimen organizado”.  
	Fiscales UEACO, Fiscales enlaces de los Departamentos y Regiones, Delegados de la Policía Nacional, Ejército de Nicaragua


	41

	2012


	Seminario Taller “Implementación de la ley de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Unidad Administradora de Bienes Incautados, Decomisados y Abandonados”, con el objetivo de: Fortalecer las capacidades técnico-jurídicas del personal sustantivo del Ministerio Público de Nicaragua, específicamente de los Fiscales Departamentales y Regionales y Fiscales Auxiliares a nivel nacional, en el conocimiento y dominio de las leyes y temas especializados relacionados a  delitos de corrupción y crimen organizado”.  
	Fiscales Departamentales, Regionales y Auxiliares enlaces a nivel nacional
	39

	
	Seminario Taller “Ley No. 737 Ley de contrataciones administrativas del sector público y su Reglamento General Decreto 75-2010”, con el objetivo de: Dar a conocer a los participantes al Seminario Taller, los fundamentos y marco jurídico administrativo vigente en las contrataciones públicas.
	Fiscales Auxiliares de UEACO y enlaces a nivel nacional, Directores de Unidades Especializadas  y personal designado de la Dirección General Administrativa Financiera 
	39


Recomendación 7.2. Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado, que permitan verificar el seguimiento de las recomendaciones establecidas en el presente informe y comunicar al Comité, a través de la Secretaría Técnica, sobre el particular. A los efectos señalados, la Secretaría Técnica del Comité publicará en la página en “internet” de La OEA un listado de indicadores más generalizados aplicables en el sistema interamericano que pueden estar disponibles para la selección indicada por parte del Estado analizado. 
MEDIDAS ADOPTADAS:
g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
Sobre este tema, el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional, ha dado avances significativos, ya que  cuenta con un Sistema de Información de la Gestión Gubernamental  (SIGRUN), que consiste en un sistema de seguimiento de planificación estratégica integral, administrado y coordinado por la Secretaría Técnica de la Presidencia de la República, se introduce y procesa la información correspondiente a las actividades establecidas en los planes institucionales.

Este sistema, es una plataforma informática en la que están automatizados los 52 planes institucionales operativos, con un sistema de seguimiento que permite generar alertas tempranas utiliza la metodología Cuadro de Mando Integral (Balance Score Card), garantizando el monitoreo y seguimiento interno de los Planes Operativos Anuales, facilitando la toma oportuna de decisiones. Mediante este sistema se consolida un informe mensual del cumplimiento de los planes operativos institucionales, de donde se seleccionan las metas con brechas de cumplimiento, las que son retomadas en planes de medidas que se revisan semanalmente. 

En este sentido las instituciones del Estado nicaragüense han alcanzado avances significativos en el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por el Comité de Expertos, sobre la implementación de la Convención Interamericana Contra la Corrupción (CICC).  Toda la información pertinente a esta tarea, se encuentra en los Informes presentados por el Estado de Nicaragua.  

Aunado a esto en el Programa para el Fortalecimiento de la Buena Gestión Pública, se ha planteado la actualización del Plan de Acción de las Recomendación  del MESICICC del Nicaragua, elaborado en el año 2006 con el fin de poner al día promover el cumplimiento de Convención Interamericana Contra la Corrupción, modernizar este instrumento partiendo de las nuevas políticas estatales y bajo el nuevo modelo de buen gobierno y dotar a las instituciones del Estado de un documento dinámico, ágil y de uso cotidiano en la implementación de las recomendaciones y determinando de manera clara responsabilidad institucional acorde a funciones y competencias en las recomendaciones de la I, II y III Ronda de Análisis  realizadas al Estado de Nicaragua.

De igual forma se ha establecido como resultado final del Programa el Establecimiento del Sistema Nacional de Indicadores de Transparencia y Buena Gestión Pública, el cual tienen como objetivo establecer una herramienta práctica (mecanismo nacional) para la medición de los alcances realizados en materia de buena gestión pública, calidad, buen gobierno, control social y cumplimiento de recomendaciones internacionales, por medio de una evaluación crítica y objetiva del Gobierno, para medir de la contribución del programa a la mejora de gestión pública.
B. SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:
1. SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)

1.1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

Recomendación 1.1.1 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos

Medidas sugeridas por el comité:

a) Considerar la adopción del instrumento de la declaración de antecedentes e intereses para los optantes a cargos en el Servicio Civil, así como la conveniencia de utilizar el Sistema de Información de Servicio Civil (SISEC), establecido en el artículo 32 de la Ley No 476 del 2003, o algún otro sistema similar que facilite la consulta a quienes manejan los procesos de selección. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
Se mantiene vigente las disposiciones establecidas en la Ley No. 476. “Ley del Servicio Civil y de la Carrera Administrativa” y normas establecidas sobre los procesos selectivos para el ingreso al servicio civil. Sobre esta base, para realizar el proceso de provisión las Instancias de Recursos Humanos de las Instituciones, establecen en la Convocatoria los documentos soportes que deben presentar los aspirantes al puesto, entre ellos, formación académica, las constancias laborales, récord de policía (antecedentes de los ciudadanos y ciudadanas) extendidos por la Dirección General de la Policía Nacional, que es la autoridad competente, certificado de salud, entre otros.

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en el año 2008, a fin de  modernizar la administración de las finanzas públicas, delineó el “Plan de Modernización del Sistema de Administración Financiera” (PMSAF), promoviendo acciones que fortalezcan los Subsistemas y Sistemas Conexos que conforman el Sistema de Administración Financiera, a través de la optimización de procesos críticos y en apego tanto a la Ley No. 550 “Ley de Administración Financiera y del Régimen Presupuestario”, y demás leyes especiales que regulan cada subsistema; así como el principio de desconcentración operativa. 

Dentro de este plan se elaboró el nuevo modelo conceptual del Sistema Integrado de Gestión Administrativa Financiera (SIGAF), basado en la gestión por procesos.  Dentro de los objetivos del SIGAF está gestionar y controlar los recursos humanos y de las compras y contrataciones públicas; así como, facilitar el inventario y control de los bienes del Estado, todos ellos vinculados estrechamente con la gestión financiera. 

Durante este período se estaba iniciando la implantación del Sistema de Información del Servicio Civil (SISEC) en 4 instituciones con los módulos básicos del sistema (Clasificación de puestos, Estructuras Orgánicas, Registros de Personal) los cuales tuvieron en constante actualización durante un período de 2 años. Sin embargo, de forma paralela se estaban realizando acciones para la definición del nuevo modelo de recursos humanos en el SIGAF ya que existían diferencias en el modelo de recursos humanos del sistema SISEC que implicaban cambios conceptuales significativos, los cuales infirieron para realizar un análisis sobre el tema de la continuidad de la implantación del sistema.

El modelo SIGAF conllevó a que sistemas que fueron diseñados para trabajar de forma independiente se ajustaran a este enfoque de colaboración e integración de los sistemas. Se contempla que el sistema de recursos humanos, debería ser un sistema que se integrara de forma originaria con los componentes de la administración financiera y que implementara totalmente la gestión por procesos en todo el sistema, por lo que el SISEC  será cambiado por el SIGAF.
Siendo así, en la primea etapa del SIGAF, está contemplado el subsistema de Nóminas que tiene el objetivo de gestionar las estructuras organizacionales de las unidades ejecutoras, la gestión y clasificación de puestos y salarios, el cálculo y emisión de nómina hasta el pago a su beneficiario final; así como su registro contable, presupuestario y financiero. Finalmente se contempla la preparación del presupuesto de cargos anuales y la administración del expediente laboral de los servidores públicos, 
b) Establecer la obligación de dejar constancia de los criterios de evaluación utilizados y de los fundamentos de la decisión adoptada, en la selección final de los que ingresarán a la Carrera Administrativa al término del proceso de oposición de puestos. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).
MEDIDAS ADOPTADAS:
a) Expedición de Leyes; 

Se ha fortalecido la disposición de la Ley No. 476, “Ley de Servicio Civil y de la Carrera Administrativa”, en cuanto a que los procesos selectivos se apeguen a lo establecido por la Ley para el ingreso al Servicio Civil, en este sentido, las Instancias de Recursos Humanos, como uno de los órganos del Servicio Civil, son las responsables de los procesos de provisión de puestos y por ende asegurar que los postulantes a optar a un puesto cumplan los requisitos para el mismo. 

La Dirección General de Función Pública, como ente rector del Servicio Civil, ha establecido disposiciones orientadas a hacer más transparente el proceso de provisión de puestos en los Ministerios e Instituciones del Gobierno Central, Entes Descentralizados y Entes Autónomos, a través de Circular MHCP-DM-E- 2466-10-10, con fecha 15 de octubre de 2010, firmada por el Ministro de Hacienda y Crédito Público (MHCP), que en el numeral 2, mandata que para las solicitudes de nuevos ingresos deberán presentar toda la documentación soporte que evidencie el cumplimiento del proceso de provisión y  la Circular MHCP-DM-E-1217-08-12, con fecha 22 de agosto del 2012, firmada por el Ministro de Hacienda y Crédito Público (MHCP), que establece disposiciones para la contratación de personal por las distintas fuentes de financiamiento.

Adicionalmente, la DIGEFUP ha continuado con la supervisión técnica del proceso de provisión de un  total de 21 instituciones descentralizadas, cuya incorporación ha sido de manera progresiva.  En este mismo periodo, el ingreso de servidores públicos a la Carrera Administrativa se contabiliza en 3,888, considerando personal de nuevo ingreso, en servicio activo.

c) Establecer un plazo mínimo razonable de antelación para la publicación de las convocatorias con relación al inicio del proceso de oposición de puestos. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

En el marco del fortalecimiento del Sistema de Servicio Civil,  la Dirección General de Función Pública en su rol de órgano rector, ha desarrollado diferentes acciones de capacitación, asistencia técnica, transferencia metodológica y supervisión técnica, que están  orientadas al desarrollo de capacidades de las Instancias de Recursos Humanos de las instituciones que están bajo la cobertura de la Ley Nº 476.  

 

Como resultado de estas acciones se identificaron fortalezas y debilidades en la implantación de los diferentes sistemas de gestión y en particular del Sistema de Provisión de Puestos, donde se han focalizando esfuerzos para que las Instancias de Recursos Humanos, continúen observando las actividades contenidas en el proceso de provisión, como es el plazo de ocho días mínimos para la publicación de la convocatoria, el cumplimiento del perfil de requerimientos del puesto, la adopción de los medios disponibles para la publicación de puestos vacantes, como la intranet de Gobierno, murales de la institución y medios de prensa escritos.

 

Todo este proceso se ha retomado para la actualización y validación de la Normativa Técnica de Provisión, con los diferentes actores (Recursos Humanos, asesores legales, personal directivo y dirigencia sindical). Esta nueva versión, actualmente se encuentra en proceso de aprobación por la autoridad competente.

d) Adoptar un marco normativo de aplicación a los que laboran en las empresas públicas estatales, universidades y centros de educación técnica superior, que regule los sistemas para el ingreso a la carrera basado en los principios de mérito, equidad e igualdad; implementándose disposiciones sobre el establecimiento de mecanismos de control y autoridades rectoras o administradoras; los sistemas de impugnación, por vía administrativa o judicial, que busquen aclarar, modificar o revocar actos substanciales de los procesos de selección de personal; así como desarrollar mecanismos para la divulgación de oportunidades de vinculación con suficiente antelación, tomando en cuenta la utilización de medios masivos de información. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

Con respecto, a la adopción de un marco normativo para los que laboran en las empresas públicas estatales, tal como se expresa en el Informe anterior, la DIGEFUP no tiene incidencia en estos sectores ya que están fuera del ámbito de aplicación de la Ley No. 476, “Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa”, sin embargo  dichas entidades cuentan con sus propias regulaciones y leyes creadoras.

e) Dar continuidad a las actividades de capacitación desarrolladas sobre el marco jurídico de la Ley del Servicio Civil y de Carrera Administrativa, ampliando el número de participantes de modo a cubrir las diversas entidades responsables por el Sistema. (Ver sección 1.1.3. del Capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

d). Realización de actividades de capacitación
Durante el periodo 2010 a marzo 2013, se ha continuado impulsando un programa de capacitación sobre el Marco de Jurídico de Servicio Civil de Nicaragua,  con un total de 180 capacitaciones, beneficiando a 4,215 servidores públicos procedentes de 68 instituciones
 de la Administración Pública. El referente de los Programas de formación y capacitación especializada que la DIGEFUP ha desarrollado a los distintos niveles de servidores públicos, se ha orientado a promover y/o fortalecer las capacidades técnicas, gerenciales y metodológicas que permitan el desarrollo de habilidades para la observancia de las leyes que interactúan en el quehacer institucional. 

Sobre aspectos conceptuales y jurídicos de la Ley Nº 476, “Ley de Servicio Civil y de la Carrera Administrativa”, se realizaron 25 acciones de capacitación que corresponden a temas sobre el Procedimiento Disciplinario de Primera y Segunda Instancia  y del Manual de piezas procesales. 

El conocimiento de los aspectos jurídicos (términos, conceptos, plazos, derechos, deberes, sanciones y procedimientos) es el primer tema obligatorio de capacitación que debe conocer cada funcionario y servidor público y sobre todo las Instancias de Recursos Humanos como uno de los órganos del Servicio Civil para aplicar la Ley Nº 476, lo cual las convierte en asesores transversales de toda las áreas en sus instituciones. 

Adicionalmente, se llevó a cabo 135 acciones de capacitación  sobre la implantación del Sistema de Servicio Civil  en las instituciones y poderes del Estado
, se ha puntualizado en el Sistema de Clasificación y el  Sistema de Gestión de Recursos Humanos desarrollando seminarios en: Sistema de Provisión de Puestos, Sistema de Gestión del Desempeño, Modelo conceptual de Acreditación de Servidores Públicos  a la Carrera Administrativa, mediante las que se facilita la transferencia metodológica a las Instancias de Recursos Humanos Institucional. 

A través de la Cooperación de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), se ejecutaron 2 postgrados: Uno en Gerencia Pública y otro en Derecho Laboral, impartido y certificado por universidades.

Las acciones de capacitación  fueron dirigidas a personal de las Instancias de Recursos Humanos; Asesores legales, Directivos intermedios, Planificadores, dirigentes sindicales,  personal técnico y operativo (secretarias, conductores, conserjes y agentes de seguridad).   

Además, en coordinación con la Oficina de Ética Pública se efectuaron 18 acciones de capacitación para el fortalecimiento de los Principios y Valores de los servidores públicos de la DIGEFUP,  en temas del Código de Conducta Ética, Delitos contra la Administración Pública,  Ética y valores en la Administración Pública, Control Interno, entre otros. Esto está dentro de la interacción interinstitucional que existe entre la Oficina de Ética Pública a quien le corresponde promover los principios y valores que deben observar los servidores públicos y la Dirección General de Función Pública, que debe asegurar que la metodología de la evaluación del desempeño de los servidores públicos, incluya  los principios, valores y normas, según lo establece el Arto. 27 el referido Código

f) Seguir avanzando en el desarrollo y la implementación del sistema clasificación de puestos en las instituciones del Estado, a manera de garantizar lo dispuesto en el artículo 22 y siguientes de la Ley No. 476 de 2003. (Ver sección 1.1.3. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional

En lo que respecta al tema de implementación del Sistema de Clasificación de Puestos, en el periodo 2010 al 2013, se ha continuado con el desarrollo progresivo de este sistema; elaborándose 9 manuales de puestos
 para un total de 58 instituciones bajo el ámbito de la Ley No. 476, Ley del Servicio Civil y de  la  Carrera Administrativa. 

g) Conformar,  según corresponda, las instancias que deben aplicar la Ley No. 476 de 2003. (Ver sección 1.1.3. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional

Por otra parte, se han consolidado los órganos del  Servicio Civil que estaban funcionando en el 2009 (Dirección General de Función Pública,  Instancias de Recursos Humanos Institucionales y Comisión de Apelación del Servicio Civil) y se ha concluido el proceso de ratificación de los miembros de la Comisión Nacional de Servicio Civil,  que está pendiente de ser instaurada en este año.

La Comisión de Apelación del Servicio Civil, durante el periodo comprendido del año dos mil siete (2007) al año dos mil doce (2012), ha conocido de los recursos de apelación y recursos de apelación por la vía de hecho, que los servidores públicos y las instituciones del Estado han presentado cuando no están de acuerdo con las resoluciones dictadas por las comisiones tripartitas, comité de selección y los comité de evaluación al desempeño, o cuando éstas han guardado silencio administrativo.    

Las resoluciones de la Comisión de Apelación del Servicio Civil han estado sometidas a la valoración de la Corte Suprema de Justicia, pues los servidores públicos y las instituciones de Estado que han hecho uso de los procedimientos regulados por la Ley 476 y que no están de acuerdo con los criterios y valoraciones legales dictadas por ésta instancia han recurrido de amparo o a  la vía jurisdiccional.

La Comisión de Apelación del Servicio Civil, ha conocido alrededor de quinientos ochenta y tres casos (583) casos,  entre los que ha confirmado cancelaciones de contrato de trabajo, suspensión temporal; ha conocido recursos de apelación ordinarios, recursos de apelación por la vía de hecho; ha decretado recursos de apelación por inadmisibles, casos desiertos, casos por improcedentes, casos por extemporáneo y nulidades procesales.

Los datos expuestos muestran que la Ley No. 476 “Ley de Servicio Civil y de la Carrera Administrativa le ha dado mayor transparencia  a la gestión del sector público. 

Recomendación: 1.1.2 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en las entidades administrativas municipales.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Reglamentar el artículo 139 de la Ley No. 502 de 2004, de tal manera que se establezca que la única posibilidad para que el servidor público ingrese a la carrera administrativa municipal sea la posibilidad de optar a un puesto para el cual sí reúna los requisitos exigidos y siempre mediante la participación en los procesos de provisión de plazas vacantes. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

La República de Nicaragua ha oficializado el Reglamento de la Carrera Administrativa Municipal mediante Decreto No 51-2005, aprobado el 11 de agosto del año 2005, el cual regula la provisión de puestos de trabajo, la promoción interna y a todos aquellos funcionarios públicos que estén bajo las normas de la Ley de Carrera administrativa Municipal. 
En relación a la medida sugerida se aclara que el arto 139, encuentra en el Titulo VI “Disposiciones Transitorias y finales, los cuales tienen el fin de normativizar aspectos al ser aplicada la ley por primer vez deben de quedar establecidos, por lo que el artículo en referencia está dirigido al personal que en la entrada en vigencia de la Ley se encontraba trabajando en una Municipalidad, por lo que no se abre proceso de provisión de cargo. 

b) Reglamentar la Ley No. 502 de 2004, con la finalidad de garantizar la efectiva aplicación de la misma. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
La República de Nicaragua ha oficializado el Reglamento de la Carrera Administrativa Municipal mediante Decreto No 51-2005, aprobado el 11 de agosto del año 2005, el cual regula la provisión de puestos de trabajo, la promoción interna y a todos aquellos funcionarios públicos que estén bajo las normas de la Ley de Carrera administrativa Municipal
c) Conformar, según corresponda, las instancias que deben aplicar la ley No. 502 de 2004. (Ver sección 1.1.3. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
La Ley de Carrera Municipal, establece en el Arto. 6 son órganos de aplicación de la Ley:  a. La Comisión Nacional de Carrera Administrativa Municipal, b. Las Comisiones Regionales y Departamentales de Carrera Administrativa Municipal, c. Las Comisiones Municipales de Carrera Administrativa Municipal,  d. La Dirección General de Carrera Administrativa Municipal.

En el Artículo 15 del Reglamento de la Ley de Carrera Administrativa Municipal se indica la Políticas de Capacitación y Formación: La Dirección General de la Carrera elaborará las propuestas de políticas de capacitación y formación del Sistema Nacional de Capacitación Municipal que deben de ser sometidas a la aprobación de la Comisión Nacional, la cual se ha dado inicio al desarrollado en conjunto con otras instituciones del Estado.

Recomendación 1.1.3 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Judicial.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Modificar el artículo 84 de la Ley No. 501 de 2005, de tal manera que se excluya la posibilidad de ingreso a la Carrera Judicial por otros sistemas que no sea el sistema de mérito. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 

MEDIDAS ADOPTADAS:
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

Con relación a la medida prevista en la recomendación del literal a), en el año 2012  la Corte Suprema de Justicia creó la Dirección General de Carrera Judicial, la cual tiene como parte de sus funciones gerenciar los Concursos de Oposición para la Provisión de vacantes en cargos Judiciales. 

La Dirección General de Carrera Judicial creó un procedimiento que determina las bases del concurso para el ingreso a la Carrera judicial. En la valoración de méritos se les pide a los aspirantes que presenten su título de Abogado según lo establece el Art 137 incisos 4 y 5 de La ley 260 (Ley Orgánica del Poder Judicial), esto se corresponde con el compromiso de implementar la ley de la carrera judicial, en la cual se establece las mismas condiciones legales exigibles para optar a cargos de carrera judicial.    

Además los Concursos de Oposición en el cual participan los Secretarios Judiciales  se han realizado tal como lo manda la Ley de Carrera Judicial, evaluando en un 40% los méritos, en base al Arto. 18 y 60% el examen de oposición, en base al Arto. 19. Además se realiza un Curso Teórico Práctico, tal como lo manda la Ley en su Arto. 20.

Durante el  año 2012 se realizaron los siguientes Concursos de Oposición:  Selección de Magistrados de Apelaciones Especializados en Violencia y Justicia Penal de Adolescentes del Tribunal de Apelaciones de Managua y Jueces de Distrito Especializados en Violencia de Managua, Masaya, León y Matagalpa; Selección de Juez Cuarto y Juez Quinto de Distrito de Juicio de Managua; Juez Segundo de Distrito de Juicio de Matagalpa; Juez Primero Local Penal de Granada y Juez Primero de Distrito Penal de Adolescentes; Selección de Juez Local Civil de Tipitapa
; Selección de Juez de Distrito Especializado en Violencia de Bilwi, RAAN; Selección de Juez  de Distrito Laboral concurso 2013 actualmente en progreso.

A la fecha, se han nombrado diecinueve (19) Jueces en Materia Penal, Penal de Adolescente, Violencia, Civil y Laboral de todo el país, seleccionados a través de concursos de oposición.

b) Adoptar, por parte del Consejo Nacional de la Carrera Judicial, un Manual de Requisitos relativo a los empleos que conforman la Carrera Judicial y de la puntuación correspondiente a cada uno de los renglones, de tal manera que dicha valoración de requisitos no se determine cuando se requiera proveer una vacante y para cada proceso de selección en particular, sino que ya se encuentre preestablecida mediante un acto de carácter general de público conocimiento. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 

MEDIDAS ADOPTADAS:
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional

La División de Clasificación y Gestión de Carrera Judicial cuenta con un Manual de cargos y funciones, de los funcionarios de carrera Judicial el cual se actualiza permanentemente los  cargos y definen el perfil del cargo y requisitos de ingreso. En el año 2012 se realizaron las Descripciones de Puesto de Trabajo de las dependencias de la Defensoría Pública, las Oficinas de Apoyo Judicial y Apoyo Procesal de Managua, y a su vez se actualizó la plantilla del personal de Carrera Judicial a nivel nacional en coordinación con las delegaciones de los departamentos. Continuamos con la laboriosa tarea en este año 2013 de terminar de actualizar las Descripciones de Puesto de Trabajo de al menos el 50% del personal de Carrera Judicial que labora en el Poder Judicial. 

Se tiene como meta en el año 2013 realizar la actualización de las estructuras organizacional de todo el personal que está dentro de la Carrera Judicial a través de las Descripciones de Puestos de Trabajo y de la Plantilla. 

Actualmente  se  ha iniciado  la aplicación de la Evaluación al Desempeño,  en el período del 23 al 30 de noviembre del 2012, se ha realizado la evaluación de 208 funcionarios de Carrera Judicial de los siguientes cargos: Secretarios Judiciales; Secretarios Receptores Judiciales; Oficiales Notificadores; Jefes Secretarios Judiciales; Jefe y Sub Jefe secretario Receptor Judicial; y Jefe y Sub Jefe Oficial Notificador Judicial.  

c) Considerar incluir el “Internet” como medio de publicación de las convocatorias a concurso. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
Es importante señalar que las convocatorias y resultados de cada uno de los concursos de oposición, han sido publicados en la página oficial del Poder Judicial, cuya dirección es www.poderjudicial.gob.ni. 

El sitio Web: www.poderjudical.gob.ni fue fundado en el año 2006 desde su creación nos da a conocer el quehacer, así como las diferentes actividades que se ejecutan en el poder judicial representadas en las diferentes dependencias como son: Instituto de Altos Estudios Judiciales, Instituto de medicina legal, Defensoría Pública, Registro Público, Complejo Judicial Central Managua, Tribunal Laboral, etc.

Nuestro sitio web recibe aproximadamente 2930 visitas y en el año 2012 registramos 1,072,606 visitas; proporcionando todo tipo de información como son las notas de prensas, consultas en línea, comisión técnica, centros virtuales, así como el acceso a dos sistemas automatizados que son utilizados en el área administrativa como es el SIGA (Sistema integrado de gestión administrativa) y SAPE (Sistema Automatizado de planificación y estadística).    

Es muy importante mencionar que en nuestra página web ha sido premiada con el premio OX Calidad Web por dos años consecutivos. 2011-2012.

La Dirección General de Carrera Judicial, utiliza la página Web en los cuatro (4) concursos que se ha ofrecido, la Dirección se encarga de realizar todo lo referente a la selección del mejor aspirante.  

En el sitio web podemos encontrar el acuerdo a la convocatoria, la base de la convocatoria, el formato de solicitud del aspirante, la escala de evaluación para valoración de mérito, así como el temario para el examen de oposición una vez iniciado el concurso nuestra página web nos proporciona la información día a día de todo lo referente a como se va desarrollando el concurso hasta llegar a la etapa final de la selección donde se nos brinda quien ha sido la persona seleccionada. 

d) Aprobar el reglamento para la aplicación de la Ley No. 501 de 2005. (Ver sección 1.1.3. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS:

b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

Por lo que hace al Reglamento de la Ley No 501, Ley de Carrera Judicial del 2005,  este fue creado mediante Acuerdo No. 51 “Normativa de la carrera Judicial”, publicado el 12 de junio del 2008, en el que se establece que en uso de sus facultades que le concede el arto. 164 inciso 1 de la Constitución Política de la Republica de Nicaragua se acuerda aprobar  dicha normativa por  la  Corte Suprema de Justicia  Plena y se está aplicando esta normativa  en los diferentes concursos.
En la página www.poderjudicial.gob.ni/ se encuentran las bases de los concursos de oposición  para las diferentes vacantes que se presentan. 

Recomendación 1.1.4 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Ministerio Público
 Medidas sugeridas por el comité:

a) Adoptar un marco normativo de aplicación al Ministerio Público, que regule los sistemas para el  ingreso a la carrera basado en los principios de mérito, equidad e igualdad; implementándose disposiciones sobre el establecimiento de mecanismos de control y autoridades rectoras o administradoras; los sistemas de impugnación, por vía administrativa o judicial, que busquen aclarar, modificar o revocar actos substanciales de los procesos de selección de personal; así como desarrollar mecanismos para la divulgación de oportunidades de vinculación con suficiente antelación, tomando en cuenta la utilización de medios masivos de información. (Ver secciones 1.1.2. y 1.1.3. del capítulo II de este informe). 

MEDIDAS ADOPTADAS:

a) Expedición de Leyes; 

La Ley No. 346 Ley Orgánica del Ministerio  Público, estableció en su  artículo 9    el régimen de Carrera del Ministerio Público, determinando en el artículo 37 el  proceso de selección e ingreso del personal Fiscal.

Estos procesos  se vinieron a consolidar, con la entrada en vigencia de La Ley  No. 586,  “Ley de Carrera del Ministerio Público, Aprobada el 20 de Junio  del  2006  y  Publicada  en La Gaceta No. 192 del 04 de Octubre de 2006, que  tiene por objeto  regular, fortalecer y desarrollar  el referido  régimen de Carrera del Ministerio Público,  para  garantizar  así  la  autonomía  orgánica, funcional y administrativa, y asegurar la eficiencia e idoneidad de sus funcionarios, normando los requisitos y procedimientos para el  ingreso, estabilidad, capacitación, promoción, traslado y retiro de los Fiscales y Servidores del Ministerio Público. 
Estas disposiciones son aplicables a todo los funcionarios de carrera de esta institución, entendiéndose por tal aquella relación de empleo cumpliendo los requisitos de idoneidad que, para un puesto  ubicado en las áreas sustantivas o en sus órganos de apoyo y superan los procesos de concurso y periodo de prueba.

Principios de la Carrera del Ministerio Público

1. Igualdad: Todos los ciudadanos tendrán igual derecho de optar al régimen de Carrera del Ministerio Público, siempre que refinan los requisitos establecidos en la Ley Orgánica del Ministerio Público y su reglamento, la Ley, el Manual de Puestos, Funciones y Requisitos y las directrices, que al efecto dictare el Fiscal General de la República. 

2. Mérito: El ingreso, permanencia o promoción en la Carrera del Ministerio Público estará determinado por el resultado de las evaluaciones de las pruebas de ingreso y de desempeño de las funciones en el cargo señaladas en esta Ley.

3. Capacidad: Todos los Fiscales y Servidores del Ministerio Público deberán reunir la exigencia académica y profesional que el puesto requiera.

4. Estabilidad: Se garantiza la estabilidad en el cargo de los funcionarios y empleados de las áreas sustantiva y administrativa del Ministerio Público con el objeto de satisfacer las demandas del buen servicio, sin perjuicio de lo establecido en esta ley en cuanto al régimen disciplinario.

5. Eficiencia: Los Fiscales y Servidores del Ministerio Público tendrán la obligación primordial de ejercer el cargo que desempeñan con eficiencia, en cumplimiento de las funciones que le son propias, para lo cual permanecerán en constante capacitación y entrenamiento en búsqueda de la especialización y calidad del servicio.

6. Especialidad: El Ministerio Público de Nicaragua se organiza en unidades especializadas de carácter permanente o temporal, según la naturaleza, connotación y complejidad social de los delitos y el efectivo ejercicio de la acción penal, para garantizar a la sociedad un servicio de calidad y eficiencia.

7. Responsabilidad: Los Fiscales y Servidores del Ministerio Público deberán ejercer sus funciones de conformidad con lo establecido en la Constitución Política, la Ley Orgánica del Ministerio Público y su Reglamento, el Código Procesal Penal, las directrices emitidas por el Fiscal General de la República y por la presente Ley; responderán personalmente por sus acciones u omisiones, negligentes o dolosas, que afecten los derechos de las víctimas y a la sociedad, las cuales generan responsabilidad administrativa, civil y penal.

Integración de la carrera: 

La carrera del  Ministerio Público, conforme el artículo 4 de la ley está integrada por diversas  categorías en las áreas sustantiva y en el área administrativa que se dividen en orden descendente, tomando en cuenta las necesidades de Servicio. 

La ley de carrera establece requisitos para optar a cualquiera de las categorías:  

En el  área sustantiva,  el interesado debe cumplir con los siguientes requisitos: 1. Ser nacional de Nicaragua, 2.Poseer título de Abogado, 3.Ser mayor de veintiún años edad al momento de la contratación, 4.Reunir los requisitos particulares y técnicos establecidos para cada puesto en la Ley Orgánica del Ministerio Público, su Reglamento, el Manual de Puestos, Funciones y Requisitos, y, las disposiciones que al efecto hubiere emitido el Fiscal General la República, 5. Estar en disposición de ser trasladado, residir y laborar en el lugar donde fuere designado, según las necesidades del servicio público, 6.Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, 7.Poseer aptitud física y mental para desempeñar el cargo, 8. No incurrir en ninguno de los impedimentos señalados en Ley Orgánica del Ministerio Público, ni en la presente Ley.

En el área administrativa, el interesado debe cumplir con los siguientes requisitos:1.Ser nacional de Nicaragua, 2.Ser mayor de veintiún años al momento de la contratación, 3.Reunir los requisitos particulares y técnicos establecidos para cada puesto en la Ley Orgánica del Ministerio Público, su Reglamento, el Manual de Puestos, Funciones y Requisitos, y, las disposiciones que al efecto hubiere emitido el Fiscal General de la República, 4.Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, 5.Poseer aptitud física y mental para desempeñar el cargo, 6.No incurrir en ninguno de los impedimentos señalados en Ley Orgánica del Ministerio Público, ni en la presente Ley.

Órganos rectores de la carrera; Para efecto de la Selección e ingreso la ley de Carrera estableció, los órganos rectores del sistema de Carrera del Ministerio Público, el que está regido por, el Fiscal General  de La República, y el Comité de Carrera del Ministerio Público. El Fiscal General de la República  el   máximo   órgano   de   dirección,  administración, ejecución y decisión de la Carrera del Ministerio Público y el Comité el órgano ejecutor de los programas para el ingreso, selección, ascenso y desarrollo de la carrera,  que por acuerdo,  resolución o a través de directrices, que apruebe el Fiscal General de la República. 
Comité de Carrera, el Comité está conformado por el Fiscal General Adjunto quien lo coordinará, el Inspector General, el  Secretario Ejecutivo, un Fiscal de  mayor antigüedad designado por el Fiscal General y el Director General Administrativo Financiero. En caso de ausencia temporal o definitiva del Fiscal General Adjunto, el Comité de Carrera será coordinado por el Inspector General o el Secretario Ejecutivo, según disponga el Fiscal General de la República.

Dentro de las atribuciones que la ley No. 586 le otorga al Comité de Carrera se encuentra en el Artículo 15 numeral 3. Organizar, implementar, supervisar los concursos y pruebas relativos a la selección, ingreso, ascenso y permanencia de los servidores aprobado por el Fiscal General de la República.

Ingreso y selección:

El ingreso al área sustantiva, según el Arto. 12, de la Ley No. 586,   se  realiza mediante un Concurso por Oposición y para el ingreso al área administrativa se realizará a través de  la   revisión  del currículo  de  candidatos,   enviada  al efecto por el Director General Administrativo Financiero. La decisión  definitiva sobre el nombramiento en el área sustantiva o administrativa, corresponde al Fiscal General de la República. En ambos casos los candidatos deberán reunir los requisitos señalados en la Ley Orgánica del Ministerio Público y su Reglamento, en la Ley No. 586, en el manual de puestos, funciones y requisitos y en la normativa que al efecto hubiere emitido el Fiscal General de la República para el cargo que corresponda.

El artículo 77 de la Ley No. 586, establece que dicha ley no requerirá ser reglamentada mediante Decreto Ejecutivo, sin perjuicio de que el Fiscal General de la República en el ámbito de su competencia dicte las normativas pertinentes y las regulaciones administrativas necesarias garantizando los fines establecidos en la Ley de Carrera del Ministerio Público. 

En este contexto el Fiscal General ha dictado las siguientes  Normativas: 

· Normativa FGR-LCMP-NUMERO 01-2008 del concurso por Oposición para el ingreso de fiscales al Ministerio Público de Nicaragua, de fecha  trece de marzo del año dos mil ocho. 

· Normativa FGR-LCMP-NUMERO 02-2008 del concurso por Oposición de la tercera fase del- Evaluación de actitudes laborales, aprobación del curso de practica penal, de fecha  siete de julio  del año dos mil ocho.

· Normativa FGR-LCMP-NUMERO 03-2008 de reformas y adiciones a la normativa FGR-LCMP-NUMERO 02-2008 del concurso por oposición de la tercera fase del- evaluación de actitudes laborales, aprobación del curso de práctica penal, de fecha once de Agosto de dos mil ocho. 

Concurso por oposición:

El Concurso  por  Oposición,   está  conformado  por cuatro fases con carácter de eliminatoria cada una. Para formar  parte   de   la   lista   de  elegibles, se requiere la aprobación de todas ellas. 

Estas fases son: 

1. Estudio de currículo  vitae:   su  presentación  y   evaluación. (El estudio del currículo vitae conlleva los siguientes criterios de evaluación: Experiencia en el campo penal; Actividades de Capacitación y grado académico;  Maestrías, postgrado, especialidades o Diplomados; La universidad en la que el participante  curso sus estudios; presentación de los documentos originales y copia que acrediten lo anterior).  

2. Examen académico: Prueba de conocimientos teóricos y prácticos. (Los aspectos teóricos a desarrollarse debe ir ligados a los aspectos prácticos que son: Actos de Investigación y Actos Conclusivos, Los Medios de Prueba, Formulación y Control de Acusaciones, Medidas Cautelares, Audiencias previas al Juicio, Juicio Oral y Público).

3. Evaluación de actitudes laborales: Aprobación del curso de práctica penal. (El que estará conformado por dos etapas, una teórica y otra práctica Penal, con una duración de cuarenta (40) horas; de las cuales ocho (8) horas serán teóricas y treinta y dos (32) horas prácticas).

4. Entrevista: (La que es realizada por los miembros del Comité de Carrera).

Puntaje, el Artículo 17 de la Ley No. 586 refiere que el Puntaje que tendrá el concurso será de un valor de 100 puntos, siendo el puntaje mínimo requerido para aprobarlo 70, que se obtendrá de la suma de los puntajes mínimos requeridos para aprobar cada fase, con carácter eliminatorio y tendrán un puntaje mínimo para optar a la siguiente fase, puntaje que será regulado en las disposiciones que al efecto dicte el Fiscal General de la República.

El puntaje de 100 puntos  se desglosa  así: 

Currículo Vitae                                                          25 puntos

Examen de Conocimientos Teóricos                          30 puntos

Curso de Practica Penal                                             35 puntos

Entrevista                                                                  10 puntos 

                                                                    100 puntos 

Convocatoria, según el arto.18 de la Ley de Carrera,  cuando  las   necesidades   del   servicio  en el área sustantiva lo exijan, el Fiscal General de la República hará la convocatoria  pública para el ingreso de Fiscales, bien sacando a concurso de oposición todas las plazas vacantes que existan o  bien,  para  incrementar  la  lista de elegibles de la base de datos. 

La convocatoria será  publicada en un medio escrito de circulación nacional durante tres días consecutivos.

Resultado del Concurso, según el arto. 19 de la Ley No.586, los  resultados del Concurso de cada fase deberán publicarse en un medio escrito   de circulación nacional a  través del Órgano de Comunicación oficial del Ministerio Publico. Los concursantes  que   no  estén   de   acuerdo con los resultados del concurso podrán recurrir ante el Fiscal General, siguiendo el recurso de apelación establecido en la presente Ley. 

Recurso de Apelación, para efecto del Recurso de Apelación  la Normativa FGR-LCMP- NUMERO 01-2008, emitida por el Fiscal General de  la  República  de Nicaragua, dictada el trece de marzo del año dos mil ocho,  estableció que  los Concursantes que no estén de acuerdo con los resultados del Concurso por Oposición, podrán recurrir dentro de los tres después de  publicado  los  resultado, de Apelación ante el Fiscal General de la República, quien resolverá en instancia definitiva, en un término no mayor de 5 días..

Objeción, en   materia   de objeción el arto. 20.  establece que  cualquier ciudadano puede objetar la idoneidad o méritos de alguno de   los concursantes  finalistas, la cual se presentará ante el Comité de Carrera dentro del término de tres días posteriores a la publicación, acompañando las pruebas pertinentes del caso. De la objeción, se mandará a oír dentro de setenta y dos horas al afectado y seguidamente el Comité resolverá sin mayor trámite de acuerdo al artículo 20 de la Ley No. 586.

Candidatos elegibles, el Artículo 21 de la Ley No. 586 Ley de Carrera del Ministerio Público también establece que los Candidatos elegibles serán las personas que aprueben el concurso adquirirán la denominación de candidatos elegibles del Ministerio Público hasta por un período de tres años, y pueden ser nombrados para cualquiera de los cargos solicitados en el concurso, en cualquier región, departamento o municipio del país, de acuerdo a las necesidades del servicio.

El Ministerio Público  de Nicaragua a lo largo de sus doce años de constitución ha  realizado  seis   Concursos por Oposición:

Tres Concursos Internos: 
· A inicios del año 2002 con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica del Ministerio Público y su Reglamento se realizó el Primer Concurso por Oposición interno con funcionarios que eran de la Procuraduría Penal de la entonces Procuraduría General de Justicia. 
· Se realizó el Concurso por Oposición interno realizado a funcionarios ubicados en los órganos de la Dirección Superior y sus dependencias. 
· En el periodo comprendido entre Marzo y Noviembre del año 2008 se llevó a cabo el tercer Concurso por Oposición interno para el ingreso de nuevos fiscales del Ministerio Público.
Tres Concursos Públicos:
· En el periodo comprendido de Junio a Noviembre del año 2002 se llevó a cabo el primer Concurso por Oposición para el ingreso de nuevos fiscales del Ministerio Público.

· En el periodo comprendido entre Marzo y Septiembre del año 2003 se llevó a cabo el segundo Concurso por Oposición para el ingreso de nuevos fiscales del Ministerio Público.

· En el periodo comprendido entre Marzo y Septiembre del año 2005 se llevó a cabo el tercer Concurso por Oposición para el ingreso de nuevos fiscales del Ministerio Público.
Promoción por mérito, en  lo  que   respecta   a   la   promoción por mérito, el arto. 25 establece que cuando hubiere cargos vacantes dentro de la carrera de los servidores ubicados en las categorías señaladas en el artículo 4 de la Ley No. 586, ascenderán a la categoría  inmediata  superior,  según  los   méritos   acumulados,   el   tiempo  de   servicio en la Institución y la respectiva   evaluación   realizada   por  el   Comité.   Ascensos   que serán aprobados por el Fiscal General de la República, previo informe escrito del Comité.

El Ministerio Público cuenta con 314 fiscales a nivel nacional que han ingresado a través del Concurso por Oposición. 
1.2  Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado

Recomendación 1.2.1 Fortalecer los procedimientos contratación por vía de la licitación pública y por concurso de ofertas.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Desarrollar los supuestos previstos en los incisos j) y k), del artículo 3º de la Ley No. 323 de 2000 (reformada), estableciéndose las premisas y los límites sobre los cuales debe manejarse las exclusiones allí contenidas. (Ver secciones 1.2.2. y 1.2.3. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a) Expedición de Leyes; 

Al respecto la Ley No. 323, fue derogada  por la Ley No. 737 “Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Publico”.  Es importante destacar que la nueva ley de contrataciones aborda con precisión temas relativos a la emergencia, urgencia, interés público o seguridad y precisa tales situaciones, estableciendo definiciones con el objeto de limitar el accionar de las entidades contratantes en el marco de la ley, tales supuestos se encuentran  ahora regulados en el Arto. 58, dentro de la modalidad ordinaria de Contratación Simplificada, derogándose el supuesto que estaba en el inciso K) de la Ley No. 323, quedando la disposición que estaba como literal j) que comprende las situaciones de emergencia o calamidad pública dentro del Arto. 58, numeral 39 de la Contratación Simplificada de la Ley No. 737.

La Ley No. 737, se encuentra disponible en el Portal único de Contratación, www.nicaraguacompra.gob.ni, en la sección Base Jurídica Normativa.

b) Modificar el último párrafo del artículo 42 de la Ley No. 323 de 2000 (reformada) a manera de exigir, cuando la licitación se declare desierta o infructuosa, el inicio de nuevo concurso en el caso de que se decida proceder con la contratación, modificándose el pliego de bases y condiciones, si es necesario. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a) Expedición de Leyes; 

Al ser modificada la Ley No.323, con la Ley No. 737 “Ley  de Contrataciones Administrativas del Sector Público”, en su artículo 50 referido a la Declaración de Licitación Desierta, se establece la realización de nuevo proceso y la revisión del Pliego de Bases y Condiciones. Se deja opcional la realización de un nuevo proceso de licitación, considerando que dado el quehacer de la entidad pública, podría enfrentar una situación de ejecución impostergable o de urgencia, lo que es posible para toda administración, por lo tanto, se permite volver a realizar otro proceso de contratación, con reducción de plazos hasta en un 50%. 

c) Tomar las medidas necesarias para garantizar que la Ley que se adopte sobre el tema de contrataciones municipales contenga previsiones relativas a publicidad, equidad y eficiencia; sistemas de contratación con licitación pública y sin licitación pública; autoridades rectoras o administradoras de los sistemas y mecanismos de control; registro de contratistas; medios electrónicos y sistemas de información para la contratación pública; contratos para obras públicas; identificación de los criterios para la selección de contratistas; y recursos de impugnación; así como permita el desarrollo de un sistema de contrataciones electrónicas. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a) Expedición de Leyes; 

Al respecto la Ley No. 801 “Ley de Contrataciones Administrativas Municipales”, recoge los Principios Generales de la Contratación Pública (Arto. 5), tales como la Integridad, Eficiencia y Celeridad, Publicidad  y Transparencia, Igualdad.  Así mismo dicha ley, en el Arto 24, establece la posibilidad de realizar procedimientos de contratación por medio de licitación pública, licitación por registro, concurso, contratación simplificada, compra por cotización y otros procedimientos complementarios. 

En lo que refiere al Registro de Información y Registro de Proveedores la Ley No. 801, establece que cada Alcaldía administrará su propio Registro de Información y que dentro de este registro creara su propio Registro de Proveedores  para bienes, servicios, consultorías y construcción de obras (Arto. 18 y 19 ).

Ya se establece un Sistema de Contrataciones Electrónicas, de uso obligatorio el que podrá irse implementando de manera gradual debido a la falta de conectividad y recursos, por lo que se prevé el financiamiento para fortalecer dicho sistema. Se deja establecido que el Órgano Rector del Sistema de Administración de las Contrataciones Municipales es la Dirección General de Contrataciones del Estado, lo que ha significado un gran avance para el sistema en consideración de su armonización. Entre los mecanismos de control establecidos de la ley se encuentran: El Sistema de Contratación Administrativo Electrónico (SISCAE) como un medio para la publicación de las etapas del procedimiento de contratación; el Registro de Información, el que deberá contener información sobre los procesos de contratación y el Régimen de Prohibiciones como un instrumento de control, ya que permite conocer que funcionaros públicos de cualquier Poder del Estado o municipios, señalados en la Constitución Política y la Ley No. 476, no podrán actuar en calidad de oferentes, así como también un Registro de Proveedores Sancionados por el incumplimiento contractual u otras infracciones a la ley.

Efectivamente la Ley de Contrataciones Administrativas Municipales contempla los recursos administrativos para que todos los oferentes que participen en los procesos de contratación puedan interponer sus recursos, a través de los medios de Impugnación establecidos tales como: a) Objeción al Pliego de Bases y Condiciones b) Impugnación, c)  Nulidad contra el acto de adjudicación

Recomendación 1.2.2 : Continuar fortaleciendo los órganos rectores del sistema de adquisiciones del Sector Público, especialmente de la Dirección General del Contrataciones del Estado, así como a las Unidades de Adquisiciones, en lo concerniente a las funciones que desarrollan en relación con la administración y control del sistema, dotándolas con recursos necesarios para el adecuado cumplimiento de sus funciones; y estableciendo mecanismos que permitan la coordinación institucional de sus acciones y una continua evaluación y seguimiento de las mismas. (Ver sección 1.2.3. del capítulo II de este informe)
MEDIDAS ADOPTADAS:

a) Expedición de Leyes; 

La Dirección General de Contrataciones del Estado del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con las nuevas leyes, Ley No. 737 “ Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público”, Arto  8 y 9, y Ley No. 801 “Ley de Contrataciones Administrativas Municipales”, Arto. 12 y 13, funge como el Órgano Rector del Sistema de Administración del Sector Público y Municipales, todo lo cual responde a la estrategia del Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional en aras de establecer un sistema armónico de Compras y Contrataciones. En ambos instrumentos jurídicos se le da un nuevo enfoque a las Áreas de Adquisiciones transformando el ejercicio de sus funciones de un rol operativo a una gerencia de adquisiciones. 

Bajo ese lineamiento desde el año 2011 con el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), se viene trabajando en un Plan Estratégico para la Acreditación por Competencias a los Compradores Públicos  estableciéndose como meta, el acreditar en su fase preliminar a un sector de entidades de gobierno central e ir de manera gradual implementando la acreditación hasta cubrir a todos los funcionarios de adquisiciones del Sector Público y Alcaldías, esta estrategia vendrá a fortalecer el Sistema, en lo que se refiere a las competencias y asimismo la DGCE mantiene de forma sistémica un programa de Capacitación permanente dirigida a todos los operadores del sistema incluyendo a los proveedores y a las MIPYMES.

Por otra parte, también con el apoyo del BID/Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN) en Agosto del año dos mil once, se aprobó un proyecto de fortalecimiento municipal dirigido a las Alcaldías y a las Micro Pequeñas y Medianas Empresas (MIPYMES) Municipales, se realizó un levantamiento de diagnóstico- evaluación, con un muestreo de 122 Alcaldías, utilizando la metodología de la Organización para Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) y actualmente el informe de los resultados se encuentra en su fase conclusiva. 

En ese sentido, cada uno de los pasos que viene efectuando el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN) en materia de contrataciones públicas, va apuntando hacia el avance en la modernización del Sistema Nacional de Compras Públicas, cuyo objetivo fundamental es fortalecer el conjunto de instituciones, leyes, lineamientos estratégicos, orientaciones y directrices políticas considerando las acciones y programas del Gobierno, todos encaminados a dar un salto cualitativo hacia la Gerencia de las Adquisiciones, la profesionalización de los funcionarios de compras, la competencia entre proveedores, utilizando la tecnología de la información con normas y procesos claros, transparentes, legales, competitivos, modernos y eficientes.

Recomendación 1.2.3: Ampliar la utilización de medios electrónicos para la publicidad de contrataciones públicas. 

Medidas sugeridas por el comité:

a) Fortalecer y ampliar el alcance del uso de medios electrónicos como el Internet para la divulgación de las principales actuaciones adelantadas en los procesos de contratación de cierta magnitud e importancia, relativa a las etapas de preparación, selección de contratistas, adjudicación del contrato, y ejecución o desarrollo del mismo. (Ver secciones 1.2.2. y 1.2.3. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional; 

En relación a este aspecto, tanto la Ley No. 737 como la Ley No. 801, establecen que el Sistema de Contrataciones Administrativas Electrónicas, (SISCAE), es un Sistema Electrónico que permite la gestión y difusión de las adquisiciones y contrataciones que realice el Estado, así como la realización de transacciones electrónicas. 

Continuamente la DGCE, realiza capacitaciones dirigidas a funcionarios involucrados en los procesos de contratación de las distintas entidades del Sector Público, Alcaldías, y proveedores del Estado. En el periodo comprendido de Diciembre de 2010 a Marzo 2013, se han realizado 40 eventos de capacitación en lo que refiere al tema del SISCAE, para un total de 638 funcionarios del Sector Público capacitados, 203 funcionarios de las Alcaldías y 15 asociaciones del Sector municipal. Los temas impartidos corresponden al: 

a) Uso del SISCAE y sus Generalidades

b) Nuevas Funcionalidades y Ajustes del SISCAE en el Marco de la Ley 737

c) Publicación de procesos en las diferentes etapas claves

d) Proyección del Plan Anual de Contrataciones

e) Publicación de la Orden de Compra y su Integración al SIGFA

f) Plan General de Adquisiciones para el caso de las Alcaldías y Sector Municipal, uso de formatos 2013.

g) Régimen de Prohibiciones
Dentro de los avances significativos a mencionar del SISCAE, tenemos: 

· Se está trabajando en la vinculación con el Sistema Financiero, a través de la implementación de un administrador de contenido que permite una navegación más dinámica y sencilla para los usuarios, un mejor diseño y mejoras de usabilidad.

· Se cuenta con un registro en línea para la inscripción, emisión del certificado y renovación del mismo, el cual no tiene ningún costo.

· El Sistema genera datos estadísticos disponibles al público.

· Actualmente se está trabajando en la implementación de una herramienta de capacitación en línea como es MOODLE.

· Se está trabajando en la implementación de un catálogo electrónico para el desarrollo de la modalidad  de Acuerdo Marco.

· Y en lo que respecta a los Municipios, se desarrolló una herramienta para el Registro de Proveedores Municipales (RPM) versión  2, la que permite la inscripción, sanción y baja de proveedores municipales.

· En el año dos mil once se inició un proyecto financiado por el BID, el cual tiene como objetivo fundamental fortalecer el sistema de Contrataciones Administrativas Electrónicas mediante el desarrollo de nuevas funcionalidades que permitan contar con un portal más eficiente, informativo y de fácil uso para los usuarios del sistema nacional de compras públicas. 

b) Considerar la posibilidad de utilizar medios electrónicos para llevar a cabo la actividad contractual del Estado, de tal manera que permitan el desarrollo de procesos de adquisición de bienes y servicios a través de dichos medios mismo. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
e). Realización de actividades de cooperación internacional
En el contexto de las leyes de compras públicas que recientemente han sido publicadas, estas contienen disposiciones legales de utilizar obligatoriamente el Sistema de Contrataciones Administrativas Electrónicas (SISCAE), como el medio oficial para la gestión y difusión de las adquisiciones y contrataciones del Estado. Como se ha reportado en otros informes, el Proyecto de Modernización del Sistema de Administración Financiera (PMSAF) está desarrollando los sistemas de información que deben contener las áreas de contabilidad gubernamental, crédito público, tesorería, etc., Correspondiéndole a la Dirección General de Contrataciones del Estado dentro de este PMSAF, la vinculación de la contratación pública a la parte contable del sistema financiero, siento estos el  pre-compromiso y compromiso, devengado y pagado así como la difusión de los procedimientos de compra.

En el año 2012, el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional a través del MHCP/DGCE viene conversando con el Instituto Nacional de Contratación Pública (INCOP) de la República del Ecuador, con la finalidad de lograr un convenio de cooperación para el suministro y asistencia técnica del Módulo funcional de Acuerdo Marco y su Catalogo Electrónico, esto permitirá desarrollar tal modalidad contractual como nueva figura de contratación establecida en ambas leyes de contratación y a la vez desarrollar procesos de compras de bienes y servicios estandarizados de uso común, que a futuro alcanzará obtener una economía de escala y reducción del número de procesos en las entidades, de manera que las Oficinas de Adquisiciones podrán atender procesos de licitación más complejos.

Recomendación 1.2.4: Fortalecer los procedimientos para la presentación de recursos de impugnación:

Medidas sugeridas por el comité:

a) Adoptar e implementar normas y mecanismos que permitan la utilización de la instancia judicial como mecanismo para resolver los recursos presentados por el oferente sobre las decisiones relacionadas al proceso de licitaciones y su adjudicación. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:
Sobre este aspecto, Nicaragua cuenta con leyes que permiten adoptar e implementar normas y mecanismos para  la utilización de la instancia judicial, en el caso específico de las leyes de adquisiciones, el artículo 71 de la Ley No. 737 “Ley de Contrataciones Administrativas del Sector” dispone del principio del debido proceso y del respeto del derecho del contratista, de recurrir contra la decisión ante la autoridad competente tanto en el ámbito administrativo como jurisdiccional, también en el Arto. 72 de la misma ley, se encuentran los derechos del contratista, en casos de que la entidad incurriera en mora en el pago del contratista, y si hubiera daños o perjuicios, podrá ejercer su derecho en la vía judicial.   Esto mismo se repite en los Artos. 90 y 91 de la Ley No.801 “Ley de Contrataciones Administrativas Municipales”,  dando cauce legal a los proveedores para aplicar recursos por la vía administrativa y luego la jurisdiccional cuando se encuentren lesionados sus derechos.

Por otra parte, estas leyes refieren que para la aplicación de las sanciones administrativas o disciplinarias previstas, no excluye la aplicación de las eventuales sanciones civiles y penales, por las autoridades judiciales competentes por conductas en que hayan incurrido tantos los funcionarios como los contratistas particulares. 

Ambas Leyes establecen la posibilidad de que los organismos y entidades puedan someter a mediación o arbitraje las disputas emergentes de los contratos administrativos regidos por la presente Ley. El sometimiento a Mediación o Arbitraje podrá resultar de cláusulas compromisorias contenidas en el contrato mismo de conformidad con la ley de la materia.

Y finalmente se ofrece otro mecanismo contemplado en la ley, como es la aplicación de la Ley No. 350 “Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo” como instancia a utilizar luego del agotamiento de la instancia administrativa.

Recomendación 1.2.5  Complementar el régimen de contratación de obras públicas contenido en la Ley No. 323 de 2000(reformada) y en su Reglamento

Medidas sugeridas por el comité:

a) Contemplar la implementación de sistemas de control propios de cada contrato de obra pública en particular que, teniendo en cuenta su magnitud, prevean el ejercicio de labores de interventoría o supervisión directa de la ejecución del contrato por parte de la entidad contratante o de quien esta designe; permitan adelantar veedurías cívicas o actividades de control ciudadano; impongan el deber de rendir periódicamente cuentas sobre el desarrollo del contrato. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe). 

MEDIDAS ADOPTADAS:
a). Expedición de Leyes
Las leyes de compras cuentan con sistemas de control que permiten la supervisión y buena ejecución de los contratos cualquiera sea el objeto de la contratación, a través de la creación de equipos colegiados administradores de contrato cuya misión es velar por la vigencia de las garantías, la calidad de la ejecución de la obra o la prestación del servicio. La Ley No. 737, prevé este mecanismo estableciendo de manera puntual en el Arto. 71, la potestad de dirigir, controlar y supervisar el Contrato, responsabilidad que estará  a cargo del Equipo colegiado a cargo de la dirección, seguimiento y supervisión de los contratos; integrado al menos por un representante de la administración Financiera, de proyectos, de la asesoría legal o cualquier otro cargo bajo la responsabilidad del titular de la Entidad, como una medida de control y supervisión. Para tal efecto la Dirección General de Contrataciones del Estado, ha puesto a disposición de las entidades a través del Portal www.nicaraguacompra.gob.ni un Manual de Administración de Contratos para que las entidades y Organismos del sector público lo adopten. De igual manera dentro de los temas de capacitación que desarrolla la DGCE se encuentra la Administración de Contratos. 

En lo que corresponde al Gobierno Central, la Presidencia de la República en conjunto con el Ministerio de Hacienda, coordinan el Consejo Nacional de Planificación, Inversiones, Presupuesto y Cooperación quien a  través de la Unidad Conjunta de Planificación y Seguimiento ejecuta el plan de acción para que las entidades cumplan con sus planes anuales de compras y especialmente ejecuten los proyectos que son relevantes y de inversión, en dicha Unidad la DGCE forma parte siendo su rol orientar medidas para el eficiente desarrollo de los procedimientos de contratación o la ejecución contractual. 

Así mismo  la norma jurídica que regula la contratación municipal en artículo 6 del Reglamento de la Ley No.801, se encuentra las obligaciones y responsabilidades contractuales que incluye lo relativo a la ejecución y administración de los contratos, deja establecido la creación de un equipo colegiado de administración de contrato o de un funcionario a cargo
b) Contemplar previsiones necesarias sobre circunstancias supervenientes que justificarían modificaciones al contrato de obra pública, incluyendo los casos en los que habría lugar a indemnizaciones a favor del Estado o del contratista. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe). 

MEDIDAS ADOPTADAS:
a). Expedición de Leyes
Ambas leyes ya establecen la potestad de modificar unilateralmente el contrato hasta por un 20% del monto del contrato original, solamente cuando obedezcan a situaciones de naturaleza imprevisible y que esta sea la única forma de satisfacer el interés público, sin perjuicio que se efectúen las modificaciones necesarias para preservar  la ecuación financiera o equilibrio original del contrato, estableciéndose en ambas leyes los derechos del contratista los casos a los que habría lugar a la indemnización, el reconocimiento del deslizamiento de la moneda y reajuste de precio, dicha potestad se encuentra explícitamente establecida en la Ley No. 737 en su arto. 71 y en lo que respecta  la Ley No. 801 en su arto. 90.

Recomendación 1.2.6 Realizar evaluaciones integrales periódicas que permitan valorar la utilización y efectividad del sistema de adquisiciones del Sector Público y, con base en sus resultados, definir y considerar la adopción de medidas específicas que permitan asegurar la transparencia, publicidad, equidad y eficiencia del mismo. (Ver sección 1.2.3 del capítulo II de este informe).  
MEDIDAS ADOPTADAS:
a). Expedición de Leyes
Ambas leyes ya establecen la potestad de modificar unilateralmente el contrato hasta por un 20% del monto del contrato original, solamente cuando obedezcan a situaciones de naturaleza imprevisible y que esta sea la única forma de satisfacer el interés público, sin perjuicio que se efectúen las modificaciones necesarias para preservar  la ecuación financiera o equilibrio original del contrato, estableciéndose en ambas leyes los derechos del contratista los casos a los que habría lugar a la indemnización, el reconocimiento del deslizamiento de la moneda y reajuste de precio, dicha potestad se encuentra explícitamente establecida en la Ley No. 737 en su arto. 71 y en lo que respecta  la Ley No. 801 en su arto. 90.

2. SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 2.1.1 Crear un sistema para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción.

Medidas sugeridas por el comité:

a) Adoptar, a través de los procedimientos legales y administrativos que correspondan, un instrumento jurídico que establezca los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno (ver sección 2.2 del capítulo II de este informe), lo cual podría incluir, entre otros, los siguientes aspectos:


Posibles acciones a realizar:

· Mecanismos de denuncia, como la denuncia anónima y la denuncia con protección de identidad, que garanticen la seguridad personal y la confidencialidad de identidad de los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción. (Ver sección 2.2 del capítulo II de este informe). Aplica a MP.

· Medidas de protección, orientadas no solamente hacia la protección de la integridad física del denunciante y su familia, sino también hacia la protección de su situación laboral, especialmente cuando se trate de un funcionario público y cuando los actos de corrupción puedan involucrar a su superior jerárquico o a sus compañeros de trabajo. (Ver sección 2.2 del Capítulo II de este informe) Aplica a MP.

· Mecanismos para denunciar las amenazas o represalias de las que pueda ser objeto el denunciante, señalando las autoridades competentes para tramitar las solicitudes de protección y las instancias responsables de brindarla. (Ver sección 2.2 del capítulo II de este informe). Aplica a MP.

· Mecanismos para la protección de testigos, que otorguen a éstos las mismas garantías del funcionario público y el particular. (Ver sección 2.2 del capítulo II de este informe). Aplica a MP.

· Mecanismos que faciliten la cooperación internacional en las materias anteriores, cuando sea pertinente. (Ver sección 2.2 del capítulo II de este informe). Aplica a MP.

MEDIDAS ADOPTADAS:
a). Expedición de Leyes
El Código Procesal Penal de Nicaragua, establece disposiciones relacionadas con el ejercicio ciudadano de denunciar hechos delictivos en general (artículos 222 y 223)  y por ende hechos delictivos en delitos contra la administración pública, por ser considerados éstos como delitos de acción pública. 

En relación a funcionarios públicos por disposición del artículo 223 del  Código Procesal Penal, se establece la obligación que éstos tienen de denunciar actos corruptos que llegasen a conocer  en el ejercicio de sus funciones. Igualmente están obligados a prestar denuncia aquellas personas o autoridades que por disposiciones legales tuvieron a su cargo el manejo, la administración o el control de bienes públicos. 

Dentro de las disposiciones contenidas en los artículos 222, 223 y 224 del Código Procesal Penal se establecen las disposiciones procedimentales  a seguir por la Policía Nacional y el Ministerio Público en la tramitación, investigación, recolección de pruebas y resolución de denuncias presentadas ante dichas instituciones. 

El Estado de Nicaragua por medio de sus instituciones ha establecido en  la Procuraduría General de la República y sus sedes o delegaciones departamentales y regionales, mecanismos de denuncia anónima. 

La ley de prevención, investigación, y persecución del crimen organizado y de la administración de los bienes incautados, decomisados y abandonados, número 735,  del 09 de Noviembre del año 2010, plantea que en la investigación y procesamiento penal de delitos graves contra la administración pública  también le son aplicables  las medidas precautelares, cautelares y procedimentales especiales  contenidos en dicha normativa dentro de la cual se encuentra el Programa de Protección de Victimas, testigos y demás sujetos que intervienen en el proceso penal, el cual faculta al Ministerio Público que en coordinación con la Policía Nacional se implemente medidas de protección tales como seguridad física,  mecanismos de resguardo de identidad de las personas, domicilios especiales, reubicaciones  y alejamientos de lugares de riesgo, etc.
3. ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO VI DE LA CONVENCIÓN)

3.1. Tipificación de actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención

Recomendación 3.1.1  Tipificar el aprovechamiento doloso de conformidad con el párrafo d. del artículo VI.1. (Ver sección 3.2 del capítulo II de este informe). 

MEDIDAS ADOPTADAS:
a). Expedición de Leyes
Nicaragua cuenta con Legislación Penal y Procesal Penal moderna, que incluye en el Código Penal de Nicaragua
, vigente a partir del año 2008, en el que se incorpora todos los Tipos Penales que establecen  las distintas convenciones e instrumentos internacionales en esta materia y  el Código Procesal Penal  vigente a partir de Diciembre 2002 que  tiene  carácter acusatorio, oral, público  que garantiza la transparencia en los procesos penales refiriéndose a este recomendación el Estado ha tipificado en el artículo 445 “Cohecho cometido por autoridad, funcionario o empleado público” que indica la que toda conducta cometida por empleado o funcionario público que requiera  o acepte por sí o a través  de terceros, una dadiva, dinero, favores, promesas o ventajas, o cualquier objeto de valor pecuniario para sí mismo o para otra persona o entidad, a cambio de la realización, retardación u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas. 

Igualmente en el artículo 446, tipifica  o sanciona penalmente  toda conducta cometida por  algún sujeto  que por sí o por terceros ofrezca u otorgue a una autoridad, funcionarios o empleado público, una dadiva, dinero, favores, promesas, ventajas o cualquier objeto de valor pecuniario, para esa autoridad, funcionario o empleado  público  o para otras personas o entidad, a cambio de la retardación, agilización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones.

Contamos además con la política de Estado,  de Cero Tolerancia a la Corrupción en todos los delitos que la pena se clasifique como grave por su naturaleza, se tramitarán en prisión preventiva mientras dure el proceso y los juicios se realizan con Juez Técnico. (Artículo 44 Ley 745) y  la Ley de Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal. Ley Nº 745, que define claramente el rol del Juez de Ejecución y en qué casos se pueden  aplicar derechos y beneficios.

La  Ley  de Prevención, Investigación y Persecución del Crimen Organizado y de la Administración de los bienes incautados, decomisados y abandonados, ley No. 735, Aprobada el 9 de Septiembre del 2010, tiene como objetivos regular las funciones del Estado para prevenir, detectar, investigar, perseguir y procesar los delitos relacionados con el crimen organizado y la administración y disposición de los bienes, objetos, productos, equipos u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comisión de los delitos comprendidos en esta Ley.

De igual forma esta ley coordina las políticas, planes y acciones de lucha en contra de estas actividades ilícitas por medio de los órganos competentes del Estado, encargados de preservar el orden interno, la seguridad ciudadana y la soberanía nacional
3.2. Aplicación de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en la misma, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2
MEDIDAS ADOPTADAS:
a). Expedición de Leyes
El  Estado de Nicaragua aprobó  el 9 de  Septiembre del 2010  la ley  No. 735, con ello el Estado de Nicaragua, considera que los delitos contra la administración pública (la corrupción) son manifestaciones del Crimen Organizado.  

Estos son los delitos que se han investigado en relación a los actos de corrupción  en el período que comprende del 2008 – 2012: 
	DELITOS
	NUMERO ACUSACIONES

	Peculado
	62

	Malversación de caudales públicos
	4

	Fraude
	12

	Cohecho
	2


En este sentido la Contraloría General de la República tiene facultades para efectuar cualquier tipo de auditoría. En este precepto incluye cualquier tipo de investigación que sea pertinente relacionado a las funciones que debe desempeñar un funcionario público. El Art. 9, numeral 1 de la Ley No. 681 expresa claramente lo siguiente: “Efectuar auditorías financieras, de cumplimiento, operacionales, integrales, especiales, informática, ambientales, forense, de gestión y de cualquier otra clase en las entidades y organismos sujetos a su control, ya sea individualmente o agrupados en el sector de actividad pública objeto de la auditoría de acuerdo con las Normas de Auditoría Gubernamental de Nicaragua (NAGUN)”

4. RECOMENDACIONES GENERALES
Recomendación 4.1.1 Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación. 
MEDIDAS ADOPTADAS:
A como ya se dejó establecido en la Recomendación 7.1.1 de la primera ronda, existen esfuerzos en la elaboración e implementación de Programas de capacitación por lo que para la  segunda ronda adicionaremos información que no se había incluido en la respuesta antes mencionada, que ha brindado la Dirección General de Contrataciones del Estado del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Instituto de Altos Estudios Judiciales del Poder Judicial.

La Dirección General de Contrataciones del Estado mantiene de manera sistemática un programa de capacitación dirigido a todos los operadores del sistema tanto del sector público como alcaldía y proveedores como parte de sus funciones establecidas en el Arto. 8 de la Ley No. 737
 y Arto13 de la Ley No. 801
, en  ese sentido desde finales del año 2010 hasta Febrero del 2013 se han desarrollados actividades de capacitación a nivel central 175 eventos con la participación de 6,415 funcionarios y proveedores participantes de la 157 entidades del Sector Público rotativas entre estos eventos y 106 eventos de capacitación en las Municipalidades participando 861 funcionarios de las Alcaldías capacitados en 153 Alcaldías y 27 Asociaciones del Sector Municipal rotativos entre los eventos de capacitación

Por otro lado el Instituto de Altos Estudios Judiciales tiene programado para el año 2013 algunas acciones del programa de capacitación en materia penal relacionados con la aplicación de la Convención Interamericana Contra la Corrupción, con los siguientes objetivos estratégicos: “Que los funcionarios judiciales y operadores del Sistema de justicia sean: Competentes para el ejercicios eficiente del cargo que desempeñan, según lo establece la ley de carrera judicial y normas institucionales, en cumplimiento a la Constitución Política de la República de Nicaragua, Código de Ética, ley de Carrera Judicial, que les permita contribuir a una justicia pertinente, y equitativa en beneficio de la sociedad, planificándose se la siguiente manera: 

	Metas Estratégicas
	Actividades.
	Participantes



	Funcionando y fortalecido  el Instituto de Altos Estudios Judiciales y aportando para el incremento de la capacitación jurídica y especializada, mediante el ofrecimiento de diversos cursos de posgrados, Maestrías y Doctorados a las personas servidoras del Poder judicial, entidades del sistema de justicia y al  público en general.
	6 Talleres Ley de Probidad dirigidos a funcionarios  y servidores judiciales.
	40 cada  grupo

	
	12 Talleres Código de Ética para servidores judiciales y servidores públicos de 
	40 participantes cada grupo

	
	Diplomado en Principios de Gerencia Administrativa, dirigido a funcionarios del Poder Judicial y público en general.
	

	
	4 Asambleas Departamentales y Regionales de la Comisión de Ética: 2 Asambleas  en Managua,
 1 Asambleas Circunscripción Sur y 1 en la Circunscripción Oriental.
	

	
	3. Seminario sobre la Ley de Contrataciones del estado y Normas de Auditoria.
	 40 participantes en cada grupo. 

	
	3. Diplomado Formación de Formadores, Manual de Facilitadores Judiciales, "La Mediación de la mano de la Justicia". 
	 90 formadores  facilitadores  Judiciales y Jueces   locales Únicos.

	
	Continuar con el proceso de formulación de manuales de  puestos y funciones  con la nueva estructura jerárquica.
	

	
	14. Seminario Taller sobre Motivación al Cambio y uso de las Nuevas Instalaciones del Complejo Judicial Central
	Funcionario del Poder judicial.

	
	4. Seminario Ley 735, Crimen Organizado,
	 200 funcionarios interinstitucionales

	
	4. Seminario Ley 745, Ejecución de Sentencia. 
	200 funcionarios interinstitucionales.

	
	2. Curso Postgrado Código Penal en Soborno Internacional y Enriquecimiento Ilícito.
	100. funcionarios y profesionales del derecho

	
	20. Réplicas del Curso de Tratamiento de la Evidencia y Cadena de Custodia. 
	Dirigido a funcionarios interinstitucionales a nivel nacional.

	
	36. Curso sobre Delitos en contra de la Administración Pública y Administración de Justicia.
	 6 Dirigido a facilitadores, 30  para replicarlos a operadores del Sistema de Justicia.


Recomendación 4.2 Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el mismo.  
MEDIDAS ADOPTADAS:
g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
Sobre este tema, el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional, ha dado avances significativos, ya que  cuenta con un Sistema de Información de la Gestión Gubernamental  (SIGRUN), que consiste en un sistema de seguimiento de planificación estratégica integral, administrado y coordinado por la Secretaría Técnica de la Presidencia de la República, se introduce y procesa la información correspondiente a las actividades establecidas en los planes institucionales.

Este sistema, utiliza la metodología Cuadro de Mando Integral (Balance Score Card), garantizando el monitoreo y seguimiento interno de los Planes Operativos Anuales. Dicho sistema cumple monitorear la ejecución física de los planes institucionales, elabora reportes de avance por dirección, metas y actividades.

En ese sentido, la DGCE como parte del SIGRUN, da seguimiento a las actividades de contratación pública, lo que permite conocer y presentar resultados tangibles, medibles y visibles sobre la gestión de las compras realizadas por las Instituciones.

Por su parte la Contraloría General de la República en el Plan Estratégico de Desarrollo Institucional (PEDI) del quinquenio 2011 – 2015, establece indicadores de gestión y los objetivos institucionales y específicos a seguir para el cumplimiento de la misión institucional.

· Se ha desarrollado un eficiente Sistema de planeación estratégica institucional establecida mediante un Plan Estratégico de Desarrollo Institucional (PEDI) orientado a encauzar la gestión al cumplimiento de la misión de la CGR, en término de objetivos a largo plazo (quinquenal 2011-2015),  con planes de acción y con unas metodología de Enfoque de Marco Lógico que permite el involucramiento coordinado y de participación activa, de los funcionarios miembros de esta organización.; todo en correspondencia con su mandato jurídico que le otorga la Ley Orgánica, Ley 681.

· Existe una cultura organizacional de control hacia la gestión institucional, mediante la formulación de planes operativos anuales (POA) que proyectan las actividades encaminadas al cumplimiento de los indicadores propuestos y sujetos al seguimiento, control y evaluación. 

· Con apoyo del BID se está diseñando (fase final) del Sistema de Planificación automatizada para un mejor, control, seguimiento y evaluación de las actividades e indicadores de cumplimiento a corto plazo planteados a desarrollar anualmente a través de los POA‘s y a largo plazo con el control, seguimiento y evaluación al PEDI 2011-2015. 

Concordando con esto la Corte Suprema de Justicia cuenta con el sistema automatizado en el Departamento de Managua y se está proyectando en los departamentos donde existan más de dos Juzgados,  este sistema se denomina Nicarao y opera desde el ingreso  de una causa en la oficina  que distribuye las causas, posibilitando que el usuario y funcionario judicial acceda mediante una clave a la información cuando lo requiera.

Este sistema operativo  registra un expediente electrónico que archiva  las actuaciones judiciales y  permite  al judicial y a las partes  contar con  una información veraz, oportuna y segura, contribuyendo a brindar un servicio eficiente a la ciudadanía. 

Además contiene las estadísticas y control  de los distintos  tipos penales a cada una de las autoridades. 

C. TERCERA RONDA DE ANÁLISIS:
1. NEGACIÓN O IMPEDIMEMTO DE BENEFICIOS TRIBUTARIOS POR PAGOS QUE SE EFECTÚEN EN VIOLACIÓN DE LA LEGISLACIÓN CONTRA LA CORRUPCIÓN  (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 7 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 1.1.1 Fortalecer las normas y medidas para la negación o impedimento de los beneficios tributarios  por pagos que se efectúen en violación  de la legislación contra la corrupción
Medidas Sugeridas por el Comité:
a) Considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a las autoridades competentes la detección de sumas pagadas por corrupción, en caso de que éstas se pretendan utilizar para obtener beneficios  tributarios.
Posibles Acciones a realizar:
· Manuales, guías o lineamientos que las orienten acerca de la manera en que debe efectuarse la revisión de dichas solicitudes para que puedan cerciorarse de que las mismas reúnen los requisitos establecidos, verificar la veracidad de la información en ellas suministradas, y constatar el origen del gasto o pago en el que se fundamenten. 
MEDIDAS ADOPTADAS:
a). Expedición de Leyes
La Constitución Política de Nicaragua de 1987 y sus reformas, en su artículo 114 dispone que “corresponde exclusivamente y de forma indelegable a la Asamblea Nacional la potestad para crear, aprobar, modificar o suprimir tributos”. Así mismo en su artículo 115 establece que: “Los impuestos deben ser creados por ley que establezca su incidencia, tipo impositivo y las garantías a los contribuyentes”.
La Ley Nº 562, Código Tributario de la República de Nicaragua y sus Reformas, en su artículo 3 dispone que sólo mediante Ley se podrá “crear, aprobar, modificar o derogar tributos” y “otorgar, modificar, ampliar o eliminar exenciones, exoneraciones, condonaciones y demás beneficios tributarios”. A su vez, el artículo 4º determina que no pueden crearse tributos, ni exenciones, exoneraciones u otros por analogía. 

La Ley Nº 562, Código Tributario de la República de Nicaragua y sus Reformas, en su artículo 55
, expresa la conceptuación de exención y exoneración, así como las condiciones o normas legales que otorguen exenciones o exoneraciones tributarias, señalando los requisitos a cumplir por los beneficiarios. Así mismo en su artículo 56 dispone el concepto de beneficios tributarios: “Son beneficios tributarios, las condiciones excepcionales concedidas a los contribuyentes para disminuir la onerosidad de la carga tributaria en circunstancias especiales.” De igual manera en su artículo 58  determinan que las exenciones son taxativas.

Además el país cuenta con nueva normativa que regula y tiene por objeto crear y modificar los tributos nacionales internos y regular su aplicación, con el fin de proveerle al Estado los recursos necesarios para financiar el gasto público en la Ley No 882, Ley de Concertación Tributaria, en la Gaceta 241 en fecha lunes 17 de diciembre del 2012. 
La cual establece como fundamentos generales de tributación: Legalidad, generalidad, equidad, suficiencia,  neutralidad y simplicidad. 

En el título I sobre el Impuesto de Renta  indica que es un impuesto directo y personal que grava las siguientes fuentes: Rentas de trabajo, rentas de las actividades economías y renta de capital y las ganancias y pérdidas de capital, la cual se extiende a personas naturales y jurídicas, fideicomisos, fondos de inversión, entidades y colectividades, este impuesto contempla en la Sección II las exenciones objetivas a la Renta del trabajo, las cuales se indican literalmente:

Se encuentran exentas del IR de rentas del trabajo, las siguientes (Arto 19):
1. Hasta los primeros cien mil córdobas (C$100,000.00) de renta neta de vengada o percibida por el contribuyente, la cual estará incorporada en la tarifa establecida en el artículo 23;

2. El décimo tercer mes, o aguinaldo, hasta por la suma que no exceda lo dispuesto por el Código del Trabajo;

3. Las indemnizaciones de hasta cinco meses de sueldos y salarios que reciban los trabajadores o sus beneficiarios contempladas en el Código del Trabajo, otras leyes laborales o de la convención colectiva. Las indemnizaciones adicionales a estos cinco meses también quedarán exentas hasta un monto de quinientos mil córdobas (C$500,000.00), cualquier excedente de este monto quedará gravado con la alícuota de retención definitiva establecida en el numeral1 del artículo 24 de esta Ley;

4. Los demás beneficios en especie derivados de la convención colectiva, siempre que se otorguen en forma general a los trabajadores;

5. Las prestaciones pagadas por los distintos regímenes de la seguridad social, tales como pensiones y jubilaciones;

6. Las prestaciones pagadas por fondos de ahorro y/o pensiones distintos a los de la seguridad social, que cuenten con el aval de la autoridad competente, o bien se encuentren regulados por leyes especiales;

7. Las indemnizaciones pagadas como consecuencia de responsabilidad civil por daños materiales a las cosas, o por daños físicos o psicológicos a las personas naturales; así como las indemnizaciones provenientes de contratos de seguros por idéntico tipo de daños, excepto que constituyan rentas o ingresos;

8. Lo percibido, uso o asignación de medios y servicios necesarios para ejercer las funciones propias del cargo, tales como: viáticos, telefonía, vehículos, combustible, gastos de depreciación y mantenimiento de vehículo, gastos de representación y reembolsos de gastos, siempre que no constituyan renta o una simulación u ocultamiento de la misma;

9. Las remuneraciones y toda contraprestación o ingresos que los gobiernos extranjeros paguen a sus funcionarios y trabajadores de nacionalidad extranjera y que desempeñen su trabajo en relación de dependencia en representaciones diplomáticas y consulares en territorio nicaragüense, o bien se trate de cargos oficiales y, en general, todas las contra prestaciones o ingresos que estos funcionarios y trabajadores perciban de sus respectivos gobiernos, siempre que exista reciprocidad; excepto los nacionales que presten servicio en dichas representaciones y cuando su remuneración no esté sujeta a un tributo análogo en el país de procedencia de la remuneración; y

10. Las remuneraciones y toda contraprestación o ingreso que las misiones y los organismos internacionales paguen a sus funcionarios y trabajadores de nacionalidad extranjera, y que desempeñen su trabajo en relación de dependencia en la representación oficial en territorio nicaragüense, excepto los nacionales que presten servicio en dichas representaciones.
Exenciones subjetivas a la Rentas de actividades Económicas (Arto 32): 

Se encuentran exentos del pago del IR de actividades económicas, sin perjuicio de las condiciones para sujetos exentos reguladas en el artículo 33 de la presente Ley, los sujetos siguientes:
1. Las Universidades y los Centros de Educación Técnica Superior, de conformidad con el artículo 125 de la Constitución Política de la República de Nicaragua, así como los centros de educación técnica vocacional;

2. Los Poderes de Estado, ministerios, municipalidades, consejos y gobiernos regionales y autónomos, entes autónomos y descentralizados y demás organismos estatales, en cuanto a sus rentas provenientes de sus actividades de autoridad o de derecho público;
3. Las iglesias, denominaciones, confesiones y fundaciones religiosas que tengan personalidad jurídica, en cuanto a sus rentas provenientes de actividades y bienes destinadas exclusivamente a fines religiosos;
4. Las instituciones artísticas, científicas, educativas y culturales, sindicatos de trabajadores, partidos políticos, Cruz Roja Nicaragüense, Cuerpos de Bomberos, instituciones de beneficencia y de asistencia social, comunidades indígenas, asociaciones civiles sin fines de lucro, fundaciones, federaciones y confederaciones, que tengan personalidad jurídica;
5. Las sociedades cooperativas legalmente constituidas que obtengan rentas brutas anuales menores o iguales a cuarenta millones de córdobas (C$40, 000,000.00); y
6. Las representaciones diplomáticas, siempre que exista reciprocidad, así como las misiones y organismos internacionales.
Condiciones para las exenciones subjetivas (Arto 33)

Los sujetos exentos por rentas de actividades económicas, se encuentran sujetos a las normas siguientes que regulan el alcance, requisitos y condiciones de aplicación de la exención (Arto 34):
1. La exención se entiende sin perjuicio de la obligación de efectuar las retenciones correspondientes. Los contribuyentes que paguen a personas o empresas exentas, deberán informar mensualmente a la

Administración Tributaria los montos pagados y las retenciones no efectuadas;
2. Cuando los sujetos exentos realicen habitualmente actividades económicas lucrativas con terceros en el mercado de bienes y servicios, la renta proveniente de tales actividades no estará exenta del pago de este impuesto;
3. La exención no implica que a los sujetos no se les efectúe fiscalización por parte de la Administración Tributaria; y 

4. Las demás obligaciones tributarias que pudieran corresponderles con respecto al impuesto, tales como: inscribirse, presentar la declaración, efectuar retenciones, suministrar información sobre sus actividades con terceros y cualquier otra que se determine en el

Código Tributario.
Pago Mínimo definitivo del IR, Los contribuyentes del IR de rentas de actividades económicas residentes, están sujetos a un pago mínimo definitivo del IR que resulte de aplicar la alícuota respectiva a la renta neta de dichas actividades.
Estarán exentos del pago mínimo definitivo (Arto 59):
1. Los contribuyentes señalados en el artículo 31 de la Ley, durante los primeros tres (3) años de inicio de sus operaciones mercantiles, siempre que la actividad haya sido constituida con nuevas inversiones, excluyéndose las inversiones en adquisiciones locales de activos usados y los derechos pre-existentes;

2. Los contribuyentes cuya actividad económica esté sujeta a precios de ventas regulados o controlados por el Estado; 
3. Las inversiones sujetas a un plazo de maduración de sus proyectos. El MHCP en coordinación con el MIFIC y el MAGFOR, según sea el caso, determinarán los períodos de maduración del negocio;

4. Los contribuyentes que no estén realizando actividades económicas o de negocios, que mediante previa solicitud del interesado formalicen ante la Administración Tributaria su condición de inactividad;

5. Los contribuyentes que por razones de caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobado interrumpiera sus actividades económicas o de negocio;

6. Los contribuyentes sujetos a regímenes simplificados;

7. Los contribuyentes exentos por ley del pago de IR sobre sus actividades económicas; y

8. Los contribuyentes que realicen actividades de producción vinculadas a la seguridad alimentaria o al mantenimiento del poder adquisitivo de la población, hasta por un máximo de dos (2) años cada cinco (5) años, con la autorización previa de la Administración Tributaria. La autorización tendrá lugar durante la liquidación y declaración anual del IR, lo que dará lugar a un saldo a favor que será compensado con los anticipos de pago mínimos futuros.
Rentas de Capital y ganancias y pérdidas de capital,  que provengan de activos, bienes o derechos del contribuyente
, y las exenciones en este impuesto se dividen en subjetivas y objetivas.
Sujetos de las  exenciones subjetivas para el IR de capital:
1. Las Universidades y los Centros de Educación Técnica Superior de conformidad con el artículo 125 de la Constitución Política de la República de Nicaragua;

2. Los Poderes de Estado, ministerios, municipalidades, consejos y gobiernos regionales y autónomos, entes autónomos y descentralizados y demás organismos estatales, en cuanto a sus rentas provenientes de sus actividades de autoridad o de derecho público; y

3. Las representaciones diplomáticas y consulares, siempre que exista reciprocidad, así como las misiones y organismos internacionales.
Sujetos de las exenciones objetivas para el IR de capital:

1.  Las provenientes de títulos valores del Estado que se hubiesen emitido hasta el 31 de diciembre del año 2009;
2. Las que se integren como rentas de actividades económicas, según lo dispuesto en el artículos 38 de la presente Ley, sin perjuicio de que les sean aplicadas las retenciones dispuestas en las disposiciones del presente Capítulo;

3. Las ganancias de capital que se pongan de manifiesto para el donante, con ocasión de las donaciones referidas en el numeral 16 del artículo 39 de la presente Ley;

4. Las transmisiones a título gratuito recibidas por el donatario, con ocasión de las donaciones referidas en el numeral 16 del artículo 39 de la presente Ley;

5. Los premios, en dinero o en especie provenientes de loterías, en montos menores o iguales a los cincuenta mil córdobas (C$50,000.00); y

6. Los premios en dinero o en especies provenientes de juegos y apuestas realizados en casinos, salas de juegos y cualquier otro local o medio de comunicación, así como los premios en dinero o especie provenientes de rifas, sorteos, bingos y similares, en montos menores de veinticinco mil córdobas (C$25,000.00).

7. Las remesas familiares percibidas por residentes.
Para el impuesto al Valor Agregado, en adelante denominado IVA, el cual grava los actos realizados en el territorio nicaragüense sobre las actividades siguientes: 1. Enajenación de bienes; 2. Importación e internación de bienes; 3. Exportación de bienes y servicios; y 4. Prestación de servicios y uso o goce de bienes, son sujetos exentos (Artos 110-111):

1. Las Universidades y los Centros de Educación Técnica Superior, de conformidad con el artículo 125 de la Constitución Política de la República de Nicaragua y la ley de la materia;

2. Los Poderes del Estado, en cuanto a donaciones que reciban; 

3. Los gobiernos municipales, y gobiernos regionales, en cuanto a maquinaria y equipos, asfalto, cemento, adoquines, y de vehículos empleados en la construcción y mantenimiento de carreteras, caminos, calles y en la limpieza pública;

4. El Ejército de Nicaragua y la Policía Nacional;

5. Los Cuerpos de Bomberos y la Cruz Roja Nicaragüense;

6. Las iglesias, denominaciones, confesiones religiosas constituidas como asociaciones y fundaciones religiosas que tengan personalidad jurídica, en cuanto a los bienes destinados exclusivamente a sus fines religiosos;

7. Las cooperativas de transporte, en cuanto a equipos de transporte, llantas nuevas, insumos y repuestos, utilizados para prestar servicios de transporte público;

8. Las representaciones diplomáticas y consulares, y sus representantes, siempre que exista reciprocidad, excepto los nacionales que presten servicios en dichas representaciones; y

9. Las misiones y organismos internacionales, así como sus representantes, excepto los nacionales que presten servicios en dichas representaciones.
Para el IVA en la enajenación de bienes se cuentan con exenciones objetivas, las que son taxativas por acuerdos interministeriales de las autoridades competentes, que las requieran (Arto 127):

1. Libros, folletos, revistas, materiales escolares y científicos, diarios y otras publicaciones periódicas, así como los insumos y las materias primas necesarios para la elaboración de estos productos;

2. Medicamentos, vacunas y sueros de consumo humano, órtesis, prótesis, equipos de medición de glucosa como lancetas, aparatos o kit de medición y las cintas para medir glucosa, sillas de ruedas y otros aparatos diseñados para personas con discapacidad, así como las maquinarias, equipos, repuestos, insumos y las materias primas necesarias para la elaboración de estos productos;

3. El equipo e instrumental médico, quirúrgico, optométrico, odontológico y de diagnóstico para la medicina humana; incluidas las cintas del tipo de las utilizadas en los dispositivos electrónicos para el control de los niveles de glucosa en la sangre; 4. Los bienes agrícolas producidos en el país, no sometidos a procesos de transformación o envase, excepto flores o arreglos florales y los gravados con este impuesto; 
5. El arroz, excepto el empacado o envasado en cualquier presentación menor o igual de a cincuenta (50) libras y de calidad mayor a 80/20; el azúcar de caña, excepto los azucares especiales; el aceite comestible vegetal, excepto el de oliva, ajonjolí, girasol y maíz; el café molido, excepto el café con mezcla superior a 80/20;

6. Los huevos de gallina; la tortilla de maíz; sal comestible; harina de trigo, maíz y soya; pan simple y pan dulce tradicionales, excepto reposterías y pastelerías; levaduras vivas para uso exclusivo en la fabricación del pan simple y pan dulce tradicionales; pinol y pinolillo;

7. Leche modificada, maternizada, integra y fluida; preparaciones para la alimentación de lactantes; las bebidas no alcohólicas a base de leche, aromatizadas, o con frutas o cacao natural o de origen natural; y el queso artesanal nacional;

8. Los animales vivos, excepto mascotas y caballos de raza;

9. Los pescados frescos;

10. Las siguientes carnes frescas incluyendo sus vísceras, menudos y despojos, refrigeradas o congeladas cuando no sean sometidas a proceso de transformación, embutidos o envase:
a) La carne de res en sus diferentes cortes, excepto los filetes y lomos;

b) La carne de pollo en sus diferentes piezas, excepto la pechuga; y

c) La carne de cerdo en sus diferentes cortes, excepto los filetes y lomos.

11. La producción nacional de papel higiénico, jabones de lavar y baño, detergente, pasta y cepillo dental, desodorante, escoba, cerillos o fósforo y toalla sanitaria;

12. Gas butano, propano o una mezcla de ambos, en envase hasta de 25 libras;

13. La producción nacional de: pantalones, faldas, camisas, calzoncillos, calcetines, zapatos, chinelas, botas de hule y botas de tipo militar con aparado de cuero y suela de hule para el campo, blusas, vestidos, calzones, sostenes, camisolas, camisolines, camisetas, corpiños, pañales de tela, y ropa de niños y niñas. La enajenación local de estos productos, realizadas por empresas acogidas bajo el régimen de zona franca, estará sujeta al pago del IVA;
Los productos veterinarios, vitaminas y pre-mezclas vitamínicas para uso veterinario y los destinados a la sanidad vegetal;

15. Las enajenaciones de insecticidas, plaguicidas, fungicidas, herbicidas, defoliantes, abonos, fertilizantes, semillas y productos de biotecnologías para uso agropecuario o forestal;

16. La maquinaria agrícola y sus repuestos, llantas de uso agrícola y equipo de riego;

17. Los materiales, materia prima y bienes intermedios, incorporados físicamente en los bienes finales que en su elaboración estén sujetos a un proceso de transformación industrial, siguientes: arroz, azúcar, carne de pollo, leche líquida e integra, aceite comestible, huevos, café molido, harina de trigo, jabón de lavar, papel higiénico, pan simple y pinolillo;

18. La melaza y alimento para ganado, aves de corral, y animales de acuicultura, cualquiera que sea su presentación;
19. El petróleo crudo o parcialmente refinado o reconstituido, así como los derivados del petróleo, a los cuales se les haya aplicado el Impuesto Específico Conglobado a los Combustibles (IECC) y el

Impuesto Especial para el financiamiento del Fondo de Mantenimiento Vial (IEFOMAV);

20. Los bienes mobiliarios usados;

21. La transmisión del dominio de propiedades inmuebles;

22. Los bienes adquiridos por empresas que operan bajo el régimen de puertos libres, de conformidad con la ley de la materia y la legislación aduanera; 23. Las realizadas en locales de ferias internacionales o centroamericanas que promuevan el desarrollo de los sectores agropecuario, micro, pequeña y mediana empresa, en cuanto a los bienes relacionados directamente a las actividades de dichos sectores; y

24. Los billetes y monedas de circulación nacional, los juegos de la Lotería Nacional, los juegos de loterías autorizados, las participaciones sociales, especies fiscales emitidas o autorizadas por el MHCP y demás títulos valores, con excepción de los certificados de depósitos que incorporen la posesión de bienes por cuya enajenación se esté obligado a pagar el IVA.
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en coordinación con el Ministerio de Fomento, Industria y Comercio y el Ministerio Agropecuario y Forestal, y la Dirección General de Servicios

Aduaneros, determinará la clasificación arancelaria de los bienes para efectos de la aplicación de estas exenciones.
Exenciones del pago del IVA en las importaciones o internaciones (Arto 131):  

1.Los bienes cuya enajenación en el país se encuentren exentos, excepto los bienes enunciados en los numerales 4, 11, 13 y 20 del artículo 127;
2. Los bienes que se importen conforme la Ley No. 535, “Ley Especial de Incentivos Migratorios para los Nicaragüenses Residentes en el Extranjero”, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 101 del 26 de mayo de 2005; la Ley No. 694, “Ley de Promoción de Ingreso de Residentes Pensionados y Residentes Rentistas”, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 151 del 12 de agosto del 2009; y el menaje de casa de conformidad con la legislación aduanera; 

3. Los bienes que se importen o internen, que conforme la legislación aduanera no llegasen a consumarse, sea temporal, reimportación de bienes exportados temporalmente o sean objeto de tránsito o trasbordo; y

4. Los bienes almacenados bajo control aduanero por empresas que operan bajo el régimen de puertos libres, de conformidad con la ley de la materia.
Exenciones del pago del IVA en Servicios y Otorgamiento de Uso o Goce de Bienes (arto 136):

1. Médicos y odontológicos de salud humana, excepto los relacionados con cosmética y estética cuando no se originen por motivos de enfermedad, trastornos funcionales o accidentes que dejen secuelas o pongan en riesgo la salud física o mental de las personas;

2. Las primas pagadas sobre contratos de seguro agropecuario y el seguro obligatorio vehicular establecidos en la Ley de la materia;

3. Espectáculos montados con deportistas no profesionales;

4. Eventos religiosos promovidos por iglesias, asociaciones y confesiones religiosas;

5. Transporte interno aéreo, terrestre, lacustre, fluvial y marítimo;

6. Transporte de carga para la exportación, aérea, terrestre, lacustre, fluvial y marítima;
Enseñanza prestada por entidades y organizaciones, cuya finalidad principal sea educativa;

8. Suministro de energía eléctrica utilizada para el riego en actividades agropecuarias;

9. Suministro de agua potable a través de un sistema público;

10. Los servicios financieros y los servicios inherentes a la actividad financiera, incluyendo los intereses del arrendamiento financiero;

11. La comisión por transacciones bursátiles que se realicen a través de las bolsas de valores y bolsas agropecuarias, debidamente autorizadas para operar en el país;

12. Los prestados al cedente por los contratos de financiamiento comercial por ventas de cartera de clientes (factoraje);

13. Arrendamiento de inmuebles destinados a casa de habitación, a menos que éstos se proporcionen amueblados; y

14. Arrendamiento de tierras, maquinaria o equipo para uso agropecuario, forestal o acuícola;
El impuesto selectivo de consumo cual grava los actos realizados en el territorio nicaragüense sobre las actividades siguientes: 1. Enajenación de bienes; 2. Importación e internación de bienes; y

3. Exportación de bienes y tiene las siguientes exenciones subjetivas:

Exenciones del impuesto selectivo de consumo en  la enajenación de bienes (arto 168):
1. Los bienes no contenidos en los Anexos I, II y III de la presente Ley; y

2. Los bienes enajenados y adquiridos por empresas que operan bajo el régimen de puertos libres, de conformidad con la ley de la materia y la legislación aduanera.
Exenciones del impuesto selectivo de consumo en la importación o internación de Bienes (Arto 172):

1. Los sujetos exentos del ISC en la enajenación de bienes, conformes se describen en artículo 153;

2. Los bienes que se importen conforme Ley No. 535, Ley Especial de Incentivos Migratorios para los Nicaragüenses Residentes en el Extranjero; Ley No. 694, Ley de Promoción de Ingreso de Residentes Pensionados y Residentes Rentistas; y el menaje de casa de conformidad con la legislación aduanera;

3. Los bienes que se importen o internen, que conforme la legislación aduanera no llegasen a consumarse, sea temporal, reimportación de bienes exportados temporalmente o sean objeto de tránsito o trasbordo; y

4. Los bienes que sean adquiridos por empresas que operan bajo el régimen de puertos libres, de conformidad con la ley de la materia y la legislación aduanera.
Impuesto específico conglobado a los combustibles, que grava la enajenación, importación o internación de bienes derivados del petróleo, exceptuando  las empresas degeneración eléctrica, en cuanto a las enajenaciones e importaciones utilizadas para la generación de energía eléctrica, conforme lo establecido en el artículo 131 de la Ley No. 272, “Ley de Industria Eléctrica”, cuyo texto consolidado fue aprobado por Decreto A. N. No. 6487 y publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 172 del 10 de septiembre de 2012.
Todas estas exenciones están sujetas a la fiscalización de la Administración Tributaria, obligaciones tributarias que deban de cumplir, tales como: inscribirse, presentar declaraciones, trasladar el impuesto, suministrar información sobre sus actividades con terceros o cualquier otra obligación exigida por la ley. 

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional

A partir del año 2011 la lucha contra la corrupción en la Administración Tributaria y la intención de convertir a la Dirección General de Ingresos en una Administración Tributaria Moderna, han venido de la mano. La modernización tiene entre sus objetivos disminuir el número de funcionarios públicos en la DGI
, involucrados en el proceso de obtención de beneficios tributarios, tengan relación directa con el contribuyente. Esta media pondrá freno a la corrupción debido a que los contribuyentes presentarán sus solicitudes  de forma telemática a través de la Ventanilla electrónica  Tributaria VET:

https://dgienlinea.dgi.gob.ni/
http://www.dgi.gob.ni/documentos/Comunicado_01-2013.doc.pdf
http://www.dgi.gob.ni/documentos/COM.01-2012.pdf
http://www.dgi.gob.ni/documentos/COMUNICADO_03-2011.pdf
En este sentido la Dirección General de Ingresos, en cumplimiento con el Manual de Organización y Funciones de la Dirección General de Ingresos del año 2005, establece que  la Dirección de Fiscalización tiene entre sus objetivos “detectar mecanismos, forma  y procesos de evasión y/o defraudación y proponer estrategias que coadyuven  a la lucha contra estos delitos e infracciones” para ello tiene como función  “Definir e implantar manuales, metodologías y herramientas que garanticen un adecuado desarrollo de las actividades encargadas a las áreas operativas de la fiscalización”. (http://www.dgi.gob.ni/interna.php?sec=159).

Amparados en esta función, la Dirección de Fiscalización en el año 2009 publicó para sus auditores el segundo Manual de Auditoría y derivado de éste, en el año 2012 se preparó la Guía  de procedimientos de Auditoría IR, IVA y Retenciones. Estas herramientas del auditor contienen los procedimientos y técnicas para detectar cualquier evasión  y defraudación fiscal. Dicha Guía viene acompañada de los correspondientes talleres en los que se explica detalladamente el auditor la aplicación de la misma.

· Programas informáticos que faciliten la consulta de datos o el cruce de información cuando lo requiera el cumplimiento de su función. 

MEDIDAS ADOPTADAS:

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
Actualmente, la Dirección General de Ingresos cuenta con dos herramientas informáticas en las cuales se apoyan las distintas áreas en sus funciones, estas son: El Sistema de Devoluciones SIDEV y el Sistema de Selección de Casos SSC. El primero está en la fase de piloto, del cual se han obtenido los resultados esperados, el segundo se encuentra en la fase de prueba, pero todo indica que ambos serán aplicables al 100% en el 2013. A continuación se describe brevemente cada uno de los sistemas:

SIDEV: este sistema nació en el año 2012 como resultados de los esfuerzos de la Dirección Superior para modernizar, controlar, facilitar y agilizar el proceso de las devoluciones tributarias. La principal herramienta de apoyo del SIDEV, es la Ventanilla Electrónica Tributaria. A través del módulo de devoluciones de esta ventanilla el contribuyente puede solicitar: Devoluciones y/o Compensación y reembolso de saldos del Impuesto sobre la Renta (IR), Impuesto de Valor Agregado (IVA) y el Impuesto Selectivo al consumo (ISC), con base  en los artículos 66 y 140 de la Ley de Concertación Tributaria.

Gracias a este sistema el analista se verifica la información de los contribuyentes, para corroborar que es merecedor de la devolución, compensación y/o reembolso que está siendo sujeto a análisis; el SIDEV, cruza la siguiente información: Actividad económica del contribuyente, cuenta corriente tributaria, omisión, cheques rebotados, multas administrativas, las etapas de la revisión fiscal en las que hayan sido revisadas las declaraciones sustitutivas de cada uno de los impuestos si los tuviere, Compensaciones Aplicadas, detalles de las facturad del proveedor, detalles de las facturas exoneradas  y exportaciones, Ingresos declarados en el período de solicitud, el IVA vs SAIRI Declaración de Acreditamiento y los indicadores financieros del Contribuyente. Una vez el analista cruza toda la información, éste ingresa la propuesta  de Devolución y/o reembolso.

SSC: es una herramienta que se encuentra en la fase de prueba, que tiene la tarea de análisis de la situación del contribuyente por segmento, grupo o sector económico, en el que se consideraron varios  datos del contribuyente de forma simultánea, incluyendo datos proporcionados por la Dirección General de Servicios Aduaneros. El SSC fomentará el control masivo de los sectores económicos, así como los factores que proporcionen la pista para dirigir las campañas de auditoría a aquellos sectores con comportamiento fuera de los rangos normales.
SIDEX: la Dirección de Informática y Sistemas tiene en fase de desarrollo el Sistema de Exoneraciones. Este consiste en un sistema de validación con el que se pretende que la DGI, a través del enlace con las demás instituciones involucradas en el otorgamiento de exoneraciones, conozca previa solicitud del contribuyente, los bienes, cantidades y los montos exonerados, de manera que sea el mismo contribuyente quien solicite en línea su constancia de exoneración y el sistema la valide de forma automática. Esta constancia de exoneración será válida únicamente ante el proveedor que el contribuyente señaló en la solicitud. 

· Fortalecer los mecanismos de coordinación interinstitucional que nos permita obtener  oportunamente la colaboración que necesitemos de otras autoridades en aspectos como dictámenes de autenticidad de los documentos aportados con las solicitudes. 

MEDIDAS ADOPTADAS:

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
A través del SIDEV también hemos logrado fortalecer los mecanismos de coordinación interinstitucional  para corroborar la información presentada por el contribuyente, así el SIDEV es capaz de cruzar información utilizando los datos del contribuyente  proporcionados por la Dirección General de Servicios Aduaneros (DGA), el Instituto Nicaragüense de Seguridad Social (INSS), el Ministerio de Hacienda y crédito Público (MHCP) y el propio Sistema de Información Tributaria  (SIT).

También el SSC será capaz de cruzar información con el Sistema de Información de la DGA.

· Programas de capacitación diseñados específicamente para alertarlas sobre las modalidades utilizadas  para disfrazar pargos de corrupción e instruirlas sobre las maneras de detectar dichos pagos en las solicitudes.  
MEDIDAS ADOPTADAS:

d). Realización de actividades de capacitación
Dirección General de Ingresos mediante, la Dirección de Fiscalización en el año 2009 publicó para sus auditores el segundo Manual de Auditoría y derivado de éste, en el año 2012 se preparó la Guía  de procedimientos de Auditoría IR, IVA y Retenciones. Estas herramientas del auditor contienen los procedimientos y técnicas para detectar cualquier evasión  y defraudación fiscal. Dicha Guía viene acompañada de los correspondientes talleres en los que se explica detalladamente el auditor la aplicación de la misma.

· Establecer canales de comunicación que nos permitan poner oportunamente en conocimiento de quienes deben decidir sobre el otorgamiento de los beneficios solicitados, las anomalías detectadas o cualquier irregularidad.

MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de leyes;

Ley No 882, Ley de Concertación Tributaria, en la Gaceta 241 en fecha lunes 17 de diciembre del 2012, tiene por objeto crear y modificar los tributos nacionales internos y regular su aplicación, con el fin de proveerle al Estado los recursos necesarios para financiar el gasto público,  estableciendo en su Título X Control de exenciones y exoneraciones” que prohíbe a cualquier funcionario público otorgar exenciones y exoneraciones de cualquier tipo, de forma discrecional, sea por vía administrativa, acuerdo ministerial, decreto o la suscripción de contratos. La Contraloría General de la República en el ejercicio de su competencia, fiscalizará el cumplimiento de esta disposición, a fin de que se apliquen las sanciones administrativas, civiles o penales que correspondan (Arto 285). 
Las exenciones y exoneraciones contenidas en la presente Ley,  están sujetas a las siguientes condiciones: 

1. En ningún caso se exonerarán o eximirán de tributos los siguientes bienes gravados con ISC: bebidas alcohólicas, productos que contengan tabaco, joyerías, perfumes y aguas de tocador y productos de cosmética, conforme las posiciones arancelarias que se establecen en el Anexo III de la presente Ley;

2. Los bienes gravados con ISC y especificados en el Anexo I y II de la presente Ley, distintos a los establecidos en el numeral anterior, no estarán exentos ni exonerados de tributos aplicables en la enajenación, importación o internación de los mismos, salvo para los casos siguientes:

a. Las contenidas en los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo anterior;

b. Los acuerdos multilaterales de la Organización Mundial de Comercio (OMC);

c. Las representaciones diplomáticas, así como los representantes diplomáticos y consulares de naciones extranjeras, siempre que exista reciprocidad de conformidad con los convenios internacionales vigentes, las misiones y organismos  internacionales, así como sus representantes; excepto los nacionales que presten servicios en dichas representaciones;

d. Las donaciones consignadas a los Poderes del Estado;

e. Las iglesias, denominaciones, confesiones religiosas constituidas como asociaciones y fundaciones religiosas que tengan personalidad jurídica, para bienes destinados exclusivamente para fines religiosos;

f. El Ejército de Nicaragua y la Policía Nacional; y

g. Las cooperativas de transporte, en cuanto a equipo de transporte, materia prima, insumo y repuestos utilizados para prestar servicios de transporte público;
3. Las disposiciones legales vigentes que otorgan exenciones y exoneraciones, contempladas en el artículo 287 de la presente Ley, en donde no se delimite el plazo en que finalizarán estos beneficios, quedaran sujetas al calendario siguiente, del beneficio que corresponda:
	Año
	Alícuota IVA
	ISC
	IR

	1 y 2
	Exonerado
	Exonerado
	Exonerado

	3
	0%
	Exonerado
	10%

	4
	5%
	Gravado
	20%

	5
	10%
	Gravado
	25%

	6 en adelante
	15%
	Gravado
	30%


Los sujetos podrán acogerse a los beneficios delimitados por este calendario y podrán continuar gozando de éstos, siempre que presenten proyectos que mejoren sus indicadores de: productividad, exportaciones, empleos o absorción de nuevas tecnologías, cuyos parámetros y procedimiento de presentación ante las autoridades competentes serán determinados en el reglamento de la presente

Ley.

Cuando los sujetos sometan y les sean aprobados nuevos proyectos, el anterior calendario comenzará a aplicarse una vez que venza el período de maduración, tiempo durante el cual gozarán de las exoneraciones ahí establecidas.
Para hacer uso del beneficio de exoneración, los sujetos deben estar inscritos ante el registro de la entidad competente, quienes emitirán en su caso el aval para la exoneración que otorgará el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Para hacer uso del beneficio de exoneración, los productores deberán estar inscritos ante el registro de la entidad competente, quien emitirá en su caso el aval para la exoneración. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público otorgará la exoneración mediante la extensión de un certificado de crédito tributario por el valor de los derechos e impuestos. Los certificados de crédito tributario serán personalísimos, intransferibles y electrónicos.
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público en coordinación con las autoridades competentes, elaborarán de acuerdo con el Sistema Arancelario Centroamericano (SAC), la lista de bienes que integrarán las diferentes categorías de bienes, las que deberán ser publicadas en “La Gaceta”, Diario Oficial.

El incumplimiento de los indicadores comprometidos por parte de los beneficiarios, será condición suficiente para que la autoridad competente suspenda los beneficios aquí establecidos.

Se exceptúan de esta disposición las siguientes:
a. Las otorgadas por la Constitución Política y leyes constitucionales;

b. Las referidas a donaciones a Poderes del Estado;

c. Las referidas a representaciones diplomáticas,  siempre que exista reciprocidad, las misiones y organismos internacionales, así como los representantes diplomáticos y consulares de naciones extranjeras de conformidad con los convenios internacionales vigentes, excepto para los nacionales que presten servicio en dichas representaciones; y

d. Las otorgadas a Diputados y Diputadas de la Asamblea Nacional y del Parlamento Centroamericano, de conformidad con el numeral 6 del artículo 287 de la presente Ley.
4. En donde corresponda, las exenciones o exoneraciones se otorgarán con base a listas taxativas establecidas entre el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las instituciones públicas rectoras del sector que corresponda, las que deberán ser publicadas en La Gaceta, Diario Oficial;

5. Todo bien de capital exonerado, incluyendo maquinaria y equipo, quedará pignorado o fiscalizado por la Administración Aduanera por un plazo máximo de cuatro (4) años. Para enajenar estos bienes antes de este plazo, se deberán cancelar previamente los tributos correspondientes, de conformidad con los porcentajes siguientes:

a. Menos o igual a un año de introducido, cien por ciento (100%);

b. Mayor a un año y menos o igual a dos años de introducido, setenta y cinco por ciento (75%);

c. Mayor a dos años y menos o igual a tres años de introducido cincuenta por ciento (50%);

d. Mayor a tres años y menos o igual a cuatro años de introducido veinticinco por ciento (25%); y

e. Mayor a cuatro años de introducido, cero por ciento (0.0%);
6. No podrán ser comercializados los bienes recibidos en concepto de donación que gocen de exención o exoneración. En caso que estos sean enajenados sin pagar los impuestos conforme los porcentajes del numeral anterior, el sujeto beneficiado incurrirá en defraudación tributaria o aduanera, según corresponda. Se exceptúan de esta disposición las donaciones recibidas por el Estado y que se enajenen para constituir fondos de contravalor, previa autorización del Ministerio de Hacienda y Crédito Público;
7. Las personas naturales y jurídicas, exentas o exoneradas del IR en otras leyes, convenios, contratos o tratados, en las que no se especifique la separación del IR por tipo de renta conforme lo dispuesto en el artículo 3 de la presente Ley, se entiende que estarán exentas o exoneradas del IR de rentas de actividades económicas regulados por las disposiciones establecidas en el Capítulo III del Título I de la presente Ley. En consecuencia, deberán pagar el IR de las rentas de capital y las ganancias y pérdidas de capital y rentas del trabajo, según corresponda;

8. Las exenciones y exoneraciones que correspondan a las representaciones diplomáticas, misiones y organismos internacionales y sus funcionarios, estarán sujetas a un mecanismo de devolución directa a través de la Administración Tributaria. Las exenciones y exoneraciones serán reembolsadas con base en solicitud presentada por su representante, quedando sujetas a fiscalización y compensación posterior, conforme las disposiciones administrativas que dicte la Administración Tributaria y los procedimientos que se establezcan en el Reglamento de la presente Ley;

9. Las exenciones y exoneraciones contenidas en la presente Ley y en la legislación vigente, se otorgarán a los sujetos beneficiados a través de certificados de crédito fiscal personalísimos e intransferibles, que serán emitidos por la Tesorería General de la República, por el valor del impuesto;
10. Cuando se importen o internen llantas de caucho exentas o exoneradas, sólo se otorgarán a llantas nuevas;

11. Los vehículos que se importen exonerados, podrán gozar de este beneficio siempre que su valor CIF sea de hasta veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América (US$25,000.00). Cuando el valor sea superior, el beneficiario deberá pagar los gravámenes por el excedente de dicho valor. Se exceptúan de esta norma: los camiones de bomberos; las ambulancias consignadas a la Cruz Roja,

Bomberos y al Ministerio de Salud; los buses y microbuses destinados al transporte colectivo de pasajeros; los vehículos automotores destinados al transporte de carga de más de dos toneladas; los vehículos de trabajo adquiridos por las Alcaldías Municipales para garantizar el ornato y la limpieza municipal y la señalada en el numeral 6 del artículo 287 de la presente Ley.
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas
En aras de fomentar la transparencia y velar por el cumplimiento de la Legislación Fiscal, la Dirección Superior emitió en el año 2011, una Disposición Administrativa Interna, a través de la cual se crea el Comité de Devoluciones, el cual tiene como una de sus funciones, el análisis de las solicitudes devoluciones presentadas por los contribuyentes (previamente analizadas por la Dirección de Fiscalización) y la aprobación de estas. Dicha comisión está integrada por el Sub-Director General de Ingresos, Director Jurídico Tributario, Director de Fiscalización y Director de Atención al contribuyente.

b) Seleccionar y desarrollar, a través de las autoridades tributarias que tienen a su cargo la tramitación de las solicitudes de beneficios tributarios y las demás autoridades u órganos que ejerzan competencias al respecto, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma (ver sección 1.3. del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes
A partir del año 2011 se implementó un mayor control en el otorgamiento de los beneficios tributarios a través de las constancias de exoneraciones, efectuando una mayor coordinación con las entidades encargadas de emitir los avales, para lo cual se establecieron reuniones periódicas e intercambio de información.

En el año 2012 se elaboró el marco Conceptual y diseño del Sistema de exoneraciones, el cual vendrá  a facilitar la emisión de las Constancias de exoneraciones, y a su vez  un mayor control dado que contarán con un número verificador que contará  con mayor seguridad ante posibles falsificaciones. Dicho sistema actualmente se encuentra en etapa de desarrollo por la Dirección de informática y Sistemas

Además en las leyes tributarias vigentes, los trámites de solicitudes de devoluciones de impuestos inician en las administraciones de rentas  donde se encuentra inscrito el contribuyente, debiendo cumplir con los requisitos establecidos, posteriormente son enviados a la DGI, específicamente a la Dirección de Fiscalización la cual efectúa un soporte documental, montos y períodos solicitados, seguidamente dicha solicitud es remitida a la Dirección Jurídica Tributaria  que se encarga de la verificación final del Informe y presenta la propuesta al comité de devoluciones, este puede confirmar o denegar  dicha propuesta, la que después es notificada a las partes, dicha resolución es firmada por el titular de la Dirección Jurídica Tributaria.

Actualmente se encuentra en piloto el sistema de devoluciones  (SIDEV), el cual permitirá agilizar y mejorar el control de las solicitudes de devolución.

Hasta el mes de junio del año 2012, estuvo en vigencia la DT 05-2005, la cual establecía el procedimiento para la aplicación del beneficio “Crédito Tributario del 1.5% del valor FOB para los exportadores”, con ella se establece la aplicación en línea del 1.5 del valor de las exportaciones , validando dicha aplicación con la información del sistema de informático de la DGA
, ésta refleja el monto de las exportaciones que efectúa el contribuyente  durante el período, dejándose establecido la verificación a posteriori de la aplicación de dicho beneficio.

El Procedimiento para la tramitación de las solicitudes de devoluciones, se realiza en  cumplimiento a los establecido en las Leyes tributarias vigentes, los trámites de solicitudes de devoluciones de impuestos inician en las Administraciones de Rentas donde se encuentre inscrito el contribuyente, debiendo cumplir con los requisitos establecidos; posteriormente son enviados a la Dirección de Fiscalización la cual efectúa una revisión documental de los soportes, montos y períodos solicitados, seguidamente dicha solicitud es remitida a la Dirección Jurídica Tributaria que se encarga de la verificación final del informe y presenta la propuesta al Comité de Devoluciones, este puede confirmar o denegar dicha propuesta, después es notificada a las partes y la resolución es firmada por el titular de la Dirección Jurídica Tributaria.   

Actualmente se encuentra en prueba piloto el Sistema de Devoluciones SIDEV, el cual permitirá agilizar  y mejorar el control de las solicitudes de devolución. 

El Crédito Tributario: hasta el mes de junio 2012 estuvo en vigencia la DT 05-2005, la cual establecía el procedimiento para la aplicación del beneficio “Crédito Tributario del 1.5% del valor FOB para los exportadores”, en dicho procedimiento se contemplaba la revisión documental de los requisitos y soportes que se establecen en la normativa, con apego a lo establecido en las Leyes tributarias vigentes a esa fecha. 

A partir de julio 2012 entró en vigencia la DGA 05-2012, la cual establece el procedimiento para otorgar el beneficio “Crédito Tributario del 1.5 % del valor FOB para los exportadores”, con ella se implementa la aplicación en línea del 1.5% del valor FOB de las exportaciones validando dicha aplicación con la información del Sistema Informático de la DGA, este refleja el monto de las exportaciones que efectúa el contribuyente durante el período. 

Con esta medida, la DGI actúa como una institución amigable con el contribuyente, además de eficiente, puesto que anteriormente este debía esperar un promedio de 20 días por cada solicitud de aplicación del Crédito Tributario y a partir del julio 2012 el Crédito Tributario es de validación y aplicación inmediata, tanto para las declaraciones en línea como las presenciales, dejándose establecida la verificación a posteriori de la aplicación de este beneficio.

Exoneraciones: a partir del año 2011 se implementó un mayor control en el otorgamiento de los beneficios tributarios, a través de las constancias de exoneraciones, efectuando una mayor coordinación con las entidades encargadas de emitir los avales, para lo cual se establecieron reuniones periódicas e intercambio de información. 

En el año 2012 se elaboró el Marco Conceptual y diseño del Sistema de Exoneraciones, el cual vendrá a facilitar la emisión de las Constancias de Exoneraciones y a su vez un mayor control, dado que contarán con un número verificador que proporciona mayor seguridad ante posibles falsificaciones. Con este Sistema de validación se pretende que la DGI, a través del enlace con las demás instituciones involucradas, conozca previa solicitud del contribuyente, los bienes, cantidades y los montos exonerados, de manera que sea el mismo contribuyente quien solicite en línea su constancia de exoneración y el sistema se la valide de forma automática. Esta constancia de exoneración será válida únicamente ante el proveedor que el contribuyente señaló en la solicitud en línea; el sistema valida tanto los bienes, cantidades y montos a exonerar como al proveedor de dichos bienes o servicios. Dicho sistema actualmente se encuentra en etapa de desarrollo por la Dirección de Informática y Sistemas. 

Avalúos Catastrales: consciente de la necesidad de incrementar los controles de abuso por parte de los sujetos (contribuyentes y funcionarios de la DGI) y de la misma función fiscalizadora de la DGI, se implementó en Catastro Fiscal un fichero que contiene los datos de los bienes objetos de avalúos. 

Este fichero se va alimentando a medida que se presentan solicitudes. Este contiene los datos registrales del bien, titular, y valor según Catastro Fiscal, de manera que si se presenta una nueva solicitud de avalúo para un bien que fue previamente valorado, el sistema toma como base el avalúo anterior, cerrando una vez más las ventanas de oportunidades a los sujetos involucrados. 

2. PREVENCIÓN DEL SOBORNO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS NACIONALES Y EXTRANJEROS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 10 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 2.1 Fortalecer las normas para la prevención del soborno de los funcionarios públicos nacionales y extranjeros
Medidas Sugeridas por el Comité:

a) Adecuar el Código de Comercio de manera que contemple el uso de los principios de contabilidad generalmente aceptados y que los registros contables sean llevados obligatoriamente con la intervención de contadores públicos. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

c). Elaboración y tramitación de proyectos de ley

En este momento existe un proyecto para la actualización del código de comercio manejado directamente por el Ministerio de Fomento Industria y Comercio, en coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, quienes han realizado reuniones con diferentes instituciones, instancias y organizaciones para contar con los opiniones de los mismos.

En este sentido el Colegio de Contadores Públicos de Nicaragua (CCPN) se ha reunido con estos Ministerios para dar su punto de vista que consiste que en el nuevo código se establezca una base legal de la contabilidad el uso de las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF), tanto en su  todo tipo de asociaciones comerciales incluyendo las pequeñas empresas llamadas Pymes llamadas PYMES, esta información puede verificarse en la página web http://www.ccpn.org.ni

b) Adoptar las medidas pertinentes para establecer la obligación de que las sociedades mercantiles o asociaciones de cualquier tipo cuenten con controles internos, adecuados a su naturaleza (Art. III, párrafo 10 de la Convención), considerando la utilización de pautas o guías para la realización de la auditorías internas tendientes a detectar anomalías o actos de corrupción. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes
En el Código de Comercio de la República de Nicaragua se establece  en el Título II que se debe llevar la contabilidad mercantil de manera obligatoria, en su artículo 12 detalla que deberá llevarse:

1. Un libro de inventario y balance

i. La relación exacta del dinero, valores, créditos efectos al cobro, bienes muebles e inmuebles, mercaderías y efectos de todas clases, apreciados en su valor real y que constituya su activo;

ii. La relación exacta de las deudas y de toda clase de obligaciones pendientes, si las hubiere, y que forman su pasivo.

iii. Fijará en su caso, la diferencia exacta entre el activo y el pasivo, que será el capital con que principie sus operaciones.

iv. El comerciante formará además, anualmente y extenderá en el mismo libro, el balance general de sus negocios, con los pormenores expresados en este artículo y de acuerdo

v. con los asientos del Diario, sin reserva ni omisión alguna, bajo su firma y responsabilidad.

2. Un libro diario, se asentará por primera partida el resultado del inventario de que trata el artículo anterior, seguirán después día por día, todas sus operaciones, expresando cada asiento el cargo y descargo de las respectivas cuenta
3. Un libro mayor, las cuentas con cada objeto o persona en particular, se abrirán además por Debe y Haber en el Libro Mayor y a cada una de estas cuentas se trasladarán por orden riguroso de fechas, los asientos del Diario referentes a ellas. 
4. Un libro de copiado de cartas y telegramas

En el caso de las compañías mercantiles o industriales, llevaran también un libro de actas, un libro de inscripción de las acciones nominativas y de las remuneratorias y un talonario de las acciones al portador. 

Se aclara que en el libro de inventario y balance, anualmente y extenderá el balance general de sus negocios, con los pormenores expresados en  los literales i al v, estando de acuerdo con los asientos del libro Diario, sin reserva ni omisión alguna, bajo la firma y responsabilidad del comerciante, dueño o socio.  

En el caso de las asociaciones, el Ministerio de Gobernación realiza controles de forma periódica en los Libros Diario y Mayor de las Asociaciones, el Libro de Acta y la correcta aplicación de sus Estatutos, con el objetivo de  detectar la contabilidad doble, prevenir el lavado de dinero y conocer el origen de la fuente de financiamiento y el uso adecuado de las donaciones recibidas. 
Los controles se realizan de forma aleatoria o cuando algunos de sus miembros o socios lo solicitan. 

Se cuenta con un Manual de Procedimientos para el Departamento de Asociaciones.
Por su parte la Ley de Concertación Tributaria establece en su Arto 72 las Obligaciones contables y formales de los contribuyentes, indicándose “Sin perjuicio de los deberes generales, formales y demás obligaciones establecidas en Código Tributario, los contribuyentes, con excepción de los no residentes sin establecimiento permanente, están obligados a: 1. Proporcionar los estados financieros, sus anexos, declaraciones y otros documentos de aplicación fiscal, firmados por los representantes de la empresa; 2. Presentar declaraciones por medios electrónicos, en los casos que determine la Administración Tributaria; 3. Suministrar a la Administración Tributaria, cuando esta lo requiera para objeto de fiscalización, el detalle de los márgenes de comercialización y documentación de soporte de cualquier tipo de crédito fiscal.
De igual manera en su artículo 78 determina que aunque existen empresas, organizaciones o asociaciones con  exenciones subjetivas, en el impuesto de rentas de capital y ganancias y pérdidas de capital, estarán sujetos a la fiscalización por parte de la Administración Tributaria; y 2. Las demás obligaciones tributarias que pudieran corresponderle con respecto al impuesto, tales como: presentar la declaración, efectuar retenciones, suministrar la información y cualquier otra que determine el Código Tributario.
Estos requerimientos legales determinan la necesidad de llevar una contabilidad adecuada y realizada por profesionales en la materia, ya que son quienes tienen elementos de tecnicidad, además el Colegio de contadores públicos promueve la aplicación de las Normas Internacionales de Información financiera NIIF PYME,   Normas Internacionales de Auditoria (NIAS), Normas de Control Interno, Código de Éticas de los contadores,   con lo que el Estado ha progresado en esta medida. 
c) Tomar las medidas que sean necesarias a los fines de establecer la obligación de las personas y contadores responsables de asentar los registros contables y de los vigilantes o auditores internos para que cuando detecten anomalías, ponerlas en conocimiento del representante legal y los socios en las sociedades o los miembros en las asociaciones. 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes
La Ley No 882, Ley de Concertación Tributaria, en la Gaceta 241 en fecha lunes 17 de diciembre del 2012, establece la fiscalización todas las obligaciones  tributarias que deban de cumplir, tales como: inscribirse, presentar declaraciones, trasladar el impuesto, suministrar información sobre sus actividades con terceros o cualquier otra obligación exigida por la de la Administración Tributaria, en este sentido de tienen como requisitos registros contable fidedignos, que sean verifícales y que cuentes con los debidos requerimientos técnicos,  so pena de incurrir en las acciones tipificadas en el Titulo IX Delitos contra la Hacienda Pública y la seguridad Social,  Capítulo I Delitos Tributarios, en el que se detalla la defraudación tributaria
, apropiación de retención impositiva
, defraudación de haciendas regionales y municipales
, defraudación aduanera
, contrabando
 y/o infracciones contables
. 
b). Adopción de otras normas y/o medidas jurídicas

La República de Nicaragua cuenta con las normas técnicas de control interno, que  establecen las actividades de control pertinentes para el correcto manejo de los recursos públicos. La violación a las normas de control establecidas por la Contraloría General de la República, implica la determinación de responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o presunción penal que resulten del examen del auditor.

En las actividades de control aplicables al sistema de organización se contempla:
Documentos de Respaldo: toda operación, cualquiera sea su naturaleza, que realicen las Entidades Públicas, deberá contar con la documentación necesaria y suficiente que la respalde y demuestre. Dicha documentación deberá contener la información adecuada para identificar la naturaleza, finalidad y resultados de cada operación y para facilitar su análisis.

Control y uso de Formularios Pre-numerados: Se deberá establecer el uso permanente de formularios pre-numerados al momento de su impresión, para todas las operaciones normales de la Entidad.  El sistema de formularios preverá el número de copias, el destino de cada una y las firmas de autorización necesarias, así como los procedimientos de control adecuados para sustentar toda operación financiera o administrativa.  

Los formularios pendientes de uso deberán ser controlados, asignándose la responsabilidad por su custodia y control de entrega y recibo a un Servidor Público determinado.

Y en las actividades de control aplicable al sistema de administración financiera expresan:

Registro y Depósito de los Ingresos: Todo ingreso en una Entidad, debe ser registrado en el día, otorgando por cada operación un recibo oficial de la Entidad que debe ser un formulario pre-numerado de imprenta que contenga la información necesaria para su identificación, clasificación y registro contable dentro de las 24 horas de recibidos.  

Igualmente los ingresos del día deben depositarse total e íntegramente en las cuentas bancarias autorizadas de la Entidad, en forma inmediata.

Documentos de Respaldo, Clasificación y Autorización de Desembolsos: Todo desembolso por gastos tendrá la documentación de respaldo suficiente y con la información que permita su registro de acuerdo al clasificador de gastos vigente y deberá ser autorizado por un Servidor Público independiente tanto de las actividades de manejo o custodia de los fondos y valores, como de las actividades contables o de registro.  

Dichos documentos de respaldo deberán inutilizarse con un sello fechador de "cancelado" al momento de efectuarse el desembolso.

Fondos Fijos de Caja Chica

1. Se creará un fondo fijo de caja chica para hacer frente a desembolsos  en efectivo destinados a gastos menores regulares o corrientes, de acuerdo con las políticas establecidas por la Entidad.

2. Estos fondos no podrán utilizarse para   desembolsos que excedan los límites autorizados por la Entidad, por lo que habrá de establecerse un monto máximo de acuerdo con las necesidades,  que en ningún momento tanto su valor como el de cada desembolso excederá del límite que determine el reglamento emitido para tal efecto.

3. Para fijar el  límite se tendrá en cuenta el valor mensual del movimiento de gastos menores.  Los reembolsos se efectuarán a nombre del encargado del fondo y cuando este se encuentre agotado en por lo menos el 50% de la cantidad asignada.  Dichos reembolsos deberán estar soportados con la documentación que evidencie el pago correspondiente, la cual debe ser cancelada al emitirse el cheque de reembolso, con un sello que contenga la leyenda "Pagado, Fecha, Número de Cheque y Banco".

4. Los recibos de caja chica deben ser pre-numerados,  al anularse alguno de ellos deberán invalidarse con un sello de "Anulado" y archivarse el juego completo.

5. Los pagos con el fondo de caja chica deberán estar soportados con  documentación pertinente y debidamente autorizada.

6. El responsable del fondo fijo exigirá  se cumplan las disposiciones referentes a su manejo,  los reembolsos se efectuarán posterior a que los comprobantes hayan sido revisados y verificados por parte de los Servidores Públicos responsables del control previo sobre los gastos. 

7. No deberán utilizarse los fondos de caja chica para efectuar adelantos de sueldos o préstamos a los Servidores Públicos.

8. Al entregarse un monto para compras y/o gastos sujetos a rendición de cuenta,  deberá soportarse con un vale provisional de caja chica, el cual deberá cancelarse a más tardar 72 horas después de su emisión.

9. El responsable del fondo fijo deberá ser un Servidor Público independiente del cajero general y de otros Servidores Públicos que efectúen o participen en labores de registros contables u otras funciones financieras.

10. La independencia de este Servidor Público es necesaria para  evitar inconsistencias en la utilización del fondo. Los deberes y obligaciones del responsable del fondo deberán estar claramente definidas por escrito, agregada a sus funciones normales.

Arqueos Sorpresivos de Fondos y Valores, la existencia de fondos y valores de las Entidades, cualquiera sea su origen, deberá estar sujeta a comprobaciones físicas mediante arqueos sorpresivos periódicos, practicados por Servidores Públicos independientes de quienes tienen la responsabilidad de su custodia y registro.

Apertura de Cuentas Bancarias, toda cuenta bancaria debe ser abierta exclusivamente a nombre de la Entidad y en número limitado a lo estrictamente necesario, en los bancos y mediante la autorización que dispongan las normas legales vigentes. La apertura y cierre de toda cuenta corriente bancaria debe ser autorizada formalmente por la Máxima Autoridad.

Responsabilidad por el Manejo de Cuentas Bancarias, los Servidores Públicos titulares y suplentes, designados para el manejo de fondos de las instituciones, deben ser acreditados legalmente ante los bancos depositarios; los cheques que se expidan llevarán firmas mancomunadas tipo “A” y “B” de dichos Servidores Públicos.

Las expresiones tipo “A” y “B” se utilizan para indicar que son firmas de diferentes Servidores Públicos, los cuales no deben depender directamente el uno del otro.  Excepto en los casos en que la firma tipo “A” es de la Máxima Autoridad Ejecutiva.

Los Servidores Públicos que tengan asignada la responsabilidad de firmar cheques, indistintamente del tipo de firma serán responsables por cerciorarse antes de firmar, del cumplimiento de las Normas de Control relativas a los pagos. 

Cuando se produzca el retiro o traslado de cualquiera de los Servidores Públicos acreditados se deberán cancelar en forma inmediata las firmas autorizadas en los respectivos Bancos y proceder a realizar un nuevo registro para mantener la condición de firmas mancomunadas.

Programación Financiera, toda  Entidad deberá realizar la programación de sus flujos financieros, tendiente a optimizar la utilización y productividad de los recursos. La Unidad de Tesorería de cada Entidad es responsable de integrar las necesidades de efectivo de las demás Unidades y preparar la programación de caja.  La periodicidad del flujo de caja (cash flow), será definida en función de las necesidades y las características de cada institución.

Los períodos de programación se establecerán, controlarán y reprogramarán en función de la cantidad y cuantía de las transacciones que involucren movimientos de fondos.

Mensual y Trimestralmente se deberá fijar el nivel de fondos disponibles para atender los gastos devengados y pagar las obligaciones de cada  Entidad.

Desembolsos con Cheque, a excepción de los pagos por Caja Chica y de los casos en que la ley exija el pago de remuneraciones o transferencias en efectivo o cuando no existe una agencia bancaria en la localidad, todos los desembolsos se efectuarán mediante cheque intransferible a nombre del beneficiario y expedido contra las cuentas bancarias de la Entidad.

Archivo de Documentación, la documentación de respaldo de las operaciones que realice la Entidad, deberá ser archivada siguiendo un orden lógico, de fácil acceso y utilización.  Deberá ser conservada adecuadamente, preservándola de cualquier contingencia, por el tiempo mínimo que señalan las disposiciones legales sobre la materia.

En el caso de las asociaciones sin fines de Lucro, supervisadas por el Ministerio de Gobernación se deben de presentar ante el Departamento de Asociaciones los informes financieros, que deben cumplir con los principios contables establecidos en  el Código de Comercio vigente y lo preceptuado en la Ley y Reglamento del Contador Público en Nicaragua  y Ley 147 “Ley General sobre Personas Jurídicas sin Fines de Lucro”
; y estar firmados por un contador autorizado y contienen lo siguiente:

· Balance General;

· Estado de resultado;

· Balances de Comprobación; y 

· Detalle de donaciones: 

· País, entidad o persona donante;

· Monto y destino de la donación.

Los informes financieros son firmados por el presidente de la asociación y por el contador público que la elabora.

Los informes financieros son revisados por el contador público funcionario del Departamento de Asociaciones de conformidad con el Manual de Procedimientos del Departamento de Asociaciones que en su mayoría cumplen con los parámetros contables, y en menor incidencia se manda a subsanar omisiones.

Todas las resoluciones emitidas por el Departamento de Asociaciones son objeto de impugnación de conformidad a los recursos administrativos establecidos en la Ley 290 “Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo”.

A partir del 2013 se incorporará en la página web las estadísticas de informes financieros presentados por las ONG, así como las que se encuentran inactivas.

En su defecto el Ministerio de Gobernación mediante el departamento de asociaciones aplica multas que van de un mil a cinco mil córdobas a las asociaciones que incumplen con la obligación de presentar los informes financieros en el tiempo establecido por la ley y cuando se detecta un comportamiento irregular del contador público se remite informe al Colegio de Contadores Públicos, que ha establecido de obligatorio cumplimiento en Nicaragua las Normas Internacionales de Información financiera NIIF PYME, NIIF INTEGRALES,  Normas Internacionales de Auditoria (NIAS), Código de Éticas de los contadores.  http://www.ccpn.org.ni.

De conformidad con la Ley 147 ““Ley General sobre Personas Jurídicas sin Fines de Lucro” artículo 13 incisos f, y artículo 22, al Departamento de Asociaciones únicamente le corresponde imponer sanciones a los ONG que incumplan sus obligaciones mandatadas por la Ley 147.

d) Adoptar norma que establezcan  que la vigilancia interna de cualquier sociedad debe de gozar de total independencia y autonomía.  
MEDIDAS ADOPTADAS: 
El Código de Comercio de la República de Nicaragua, establece en el Título III de la Sociedades o compañías mercantiles, define cuatro formas o especies de sociedades mercantiles:

1. Sociedad en nombre colectivo;

2. Sociedad en comandita simple;

3. Sociedad anónima;

4. Sociedad en comandita por acciones;

En el caso de las Sociedades Anónimas  en los estatutos se debe de indicar los miembros de la junta de vigilancia, determinando los modos o formas de elegir al vigilante o vigilantes. 

Los que apoyaran según el Arto. 246, tendrán la vigilancia de la administración social estará confiada a uno o varios vigilantes, que pueden ser accionistas o no, y cuya elección se hará por la Junta General, de conformidad con los estatutos. Corresponde a estos vigilantes, que no estén obligados a obrar en conjunto, las atribuciones que determinan los estatutos, siéndoles en todo caso aplicables las disposiciones de los artículos 293 y 295.

El Colegio de Contadores Públicos de Nicaragua  estableció de obligatorio cumplimiento en Nicaragua las Normas Internacionales de Información financiera NIIF PYME, NIIF INTEGRALES,  Normas Internacionales de Auditoria (NIAS), Código de Éticas de los contadores.   http://www.ccpn.org.ni 

Por su parte en el Ministerio de Gobernación, el departamento de asociaciones respeta el contenido de la escritura de constitución social y sus estatutos y lo que se revisa es que se ajuste a lo contenido en la Ley 147.
Cada ONG tienen sus propios Estatutos en el que de manera obligatoria se regula la conformación y funcionamiento del comité de vigilancia.
e) Promover la capacitación a las personas responsables de asentar los registros contables y de dar cuenta de su exactitud, incluyendo la concientización acerca de la importancia de observar las normas expedidas para garantizar la veracidad de dichos registros. 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
d). Realización de actividades de capacitación
El estado de Nicaragua mediante el  Colegio de Contadores Públicos de Nicaragua durante el periodo 2010-febrero 2013, ha efectuado una serie de seminarios gratuitos a fin de dar a conocer y concientizar a su membresía y al público en general de las existencia y aplicación de las Normas Internacionales de Información financiera NIIF PYME,   Normas Internacionales de Auditoria (NIAS), Normas de Control Interno, Código de Éticas de los contadores,  http://www.ccpn.org.ni
De igual manera el Ministerio de Gobernación en el departamento de asociaciones orienta a los contadores de las asociaciones sobre los requisitos que deben de cumplir en los informes financieros y a la vez el funcionario del departamento de registro de asociaciones responsable de analizar los informes financieros recibe capacitación en el Colegio de Contadores Públicos.

Las orientaciones se dan por escrito indicando los requisitos a cumplir, con el colegio de contadores existes acuerdos de colaboración para las capacitaciones de la funcionaria responsable de analizar los informes financieros.

Anualmente de forma aleatoria el Banco Central de Nicaragua envía a un analista financiero a realizar revisiones de los informes financieros.

f) Considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar el cumplimiento de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables, a detectar sumas pagadas por corrupción, ocultadas a través de dichos registros. 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
a) Expedición de Leyes; 

La Contraloría General de la República  tiene atribuciones para efectuar cualquier tipo de auditoría en el sector público y aun al sector privado cuando este recibe fondos gubernamentales. Si a través de las auditorías se detectan actos ilícitos se determina la presunción de responsabilidad penal.

El Art. 49 de la Ley No. 681, con relación al acceso a cualquier información, expresa: “La Contraloría General de la República, su Consejo Superior y, en general, los auditores gubernamentales internos y externos y los servidores públicos que ejercen labores de auditoría, tendrán acceso libre, directo e irrestricto a registros, archivos, y documentos almacenados en cualquier medio que sustentan la información  en cuanto a la naturaleza de las operaciones auditadas.

Están facultados también para realizar entrevistas, recibir escritos de los auditados o de aquellas personas que tengan conocimiento de los hechos de la auditoría y obtener copias de la documentación en las actuaciones que estuvieren dentro de sus respectivas atribuciones.

Para efectos de este libre acceso, será suficiente que el requerimiento sea formalizado por escrito. En caso de rehusarse estos podrán ser obligados a través de requerimiento judicial que impulsará el Consejo Superior de la Contraloría General de la República”

Y en su Art. 106 afecta a las empresas privadas que manejan recursos públicos de la siguiente manera: “Las personas naturales y jurídicas de derecho privado vinculadas o relacionadas con el uso de fondos gubernamentales, además del deber señalado en el artículo 49, correspondiente al acceso a la información, estarán obligadas a mantener los registros y la documentación de respaldo suficiente durante diez años, para comprobar la correcta utilización de los mismos”.
De igual forma le nueva Ley de Concertación tributaria de la Gaceta 241 en fecha lunes 17 de diciembre del 2012, dentro de sus considerandos establece que el Estado requiere de una política tributaria que contribuya a mejorar las condiciones necesarias para el aumento de la productividad, las exportaciones, la generación de empleo y un entorno favorable para la inversión, que  resulta impostergable realizar los ajustes al sistema tributario para modernizar y mejorar la administración tributaria, simplificar el pago de los impuestos, racionalizar las exenciones y exoneraciones, reducir la evasión y ampliar la base tributaria, incorporando nuevas normas e instrumentos jurídicos tributarios ajustados a las mejores prácticas internacionales, los que conllevan a un mejor seguimiento de los registros contables .
Estableciendo  la fiscalización todas las obligaciones  tributarias que deban de cumplir, tales como: inscribirse, presentar declaraciones, trasladar el impuesto, suministrar información sobre sus actividades con terceros o cualquier otra obligación exigida por la de la Administración Tributaria, en este sentido de tienen como requisitos registros contable fidedignos, que sean verifícales y que cuentes con los debidos requerimientos técnicos,  so pena de incurrir en las acciones tipificadas en el Titulo IX Delitos contra la Hacienda Pública y la seguridad Social,  Capítulo I Delitos Tributarios, en el que se detalla la defraudación tributaria
, apropiación de retención impositiva
, defraudación de haciendas regionales y municipales
, defraudación aduanera
, contrabando
 y/o infracciones contables
. 
g) Considerar realizar campañas de concientización y promoción de la integridad destinada al sector privado y considerar adoptar medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban de ser implementadas para prevenir la corrupción:

· Tácticas de investigación, como seguimiento de pagos, cruces de información, cruces de cuentas y peticiones de información a entidades, con el fin de establecer la ocurrencia de tales pagos. 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
La Policía Nacional con el fin de fortalecer las capacidades de prevención e investigación del Departamento de Anticorrupción, especializado en la investigación de delitos contra la Administración Pública, creada el 5 de Diciembre del año 2001, mediante la resolución 003/02, del Director General de la Policía Nacional, creo el Departamento de Inteligencia y Análisis Financiero,  en la Dirección de Investigaciones Económicas, con personal técnico especializado cuya funciones principales es “Elaborar y presentar las pruebas investigativa periciales, seguimiento y análisis de los Reportes técnico conclusivos procedentes de la Unidad de Análisis Financieros (UAF), en el enfrentamiento al Lavado de Dinero o Activos proveniente de cualquier actividad delictiva, incluyendo las malas prácticas de funcionarios o empleados públicos. 

De igual manera se constituyó el Departamento de Delitos Especiales, en la Dirección de Auxilio Judicial, teniendo entre sus funciones perseguir e investigar para judicializar  los delitos  en contra de la Administración Pública. 
Estas estructuras policiales se articulan para la prevención e investigación con la UAF, Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras (SIBOIF), Sistema Financiero Nacional, Procuraduría General de la República, Ministerio Publico y Contraloría General de la República. 

· Manuales, guías o lineamientos que orienten a los órganos o instancias de control que aún no las tengan acerca de la manera en la que debe efectuarse la revisión de los registros contables para detectar sumas pagadas por corrupción. 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
d). Realización de actividades de capacitación.
El Colegio de Contadores Públicos de Nicaragua durante el periodo 2010-febrero 2013, ha efectuado una serie de seminarios gratuitos a fin de dar a conocer y concientizar a su membresía y al público en general de las existencia y aplicación de las Normas Internacionales de Información financiera NIIF PYME,   Normas Internacionales de Auditoria (NIAS), Normas de Control Interno, Código de Éticas de los contadores.

·  Programas informáticos que permitan acceder fácilmente a la información necesaria para verificar la veracidad de los registros contables y de los comprobantes con los que éstos se fundamenten. 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
En el Estado se tiene implementado el SIGFA, que es un sistema integrado de gestión e información financiera, donde la CGR tiene acceso irrestricto para verificar las rendiciones de cuentas que todas las entidades del Estado hacen mensualmente. 

Las Normas Técnicas de Control Interno (NTCI), establecen las normas para el uso de medios informáticos. Entre el 2013 y 2014 se preparará a auditores de la CGR para efectuar auditorias informáticas en el Estado, ya que buena cantidad de ellas ya tienen sistemas automatizados para sus registros contables, sobre todo las empresas públicas.

· Fortalecer los mecanismos de coordinación institucional que permitan a dichos órganos o instancias obtener fácil y oportunamente de parte de otras instituciones o autoridades la colaboración que necesiten para verificar la veracidad de los registros contables y de los comprobantes con los que éstos se fundamenten o establecer su autenticidad. 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
Las diferentes Direcciones Generales de Ingreso y de Servicios aduaneros, tienen oficinas en donde se le brinda orientación para asesoría en materia tributaria que realice la población, partiendo de aspectos contables que se llevan de forma individual, de igual forma las empresas podrán contratar a empresas auditoras existentes en el país en el caso que se deba profundizar en aspectos contables.
Por su parte, la Dirección General de Ingresos ha decidido proponer el presente Plan Estratégico institucional, que ha denominado “Plan de Fiscalización y Servicios (FISE)”, correspondiente al período 2012-2016”. Este está orientado a dar un balance entre las dos líneas de acción institucional: la fiscalización y los servicios electrónicos, guiando la selección de un conjunto de “proyectos críticos” constituyentes del mismo, este sentido se está impulsado el Gobierno electrónico, con el cual se espera contar con  un modelo de control integral, que desarrolla la fiscalización selectiva, la fiscalización masiva, y los controles sobre todos los procesos en los cuales hay interacción con el contribuyente. El uso intensivo de información y el análisis de riesgo son la base del modelo de control.
Por parte de la Contraloría General de la República, como parte del proceso de auditorías, previo al desarrollo de la auditoría se notifica a la entidad auditada y se le pide la documentación pertinente, para que el trabajo del auditor no tenga atrasos. En caso de que no se cumplan los requerimientos se les puede determinar responsabilidad administrativa.

· Programas de capacitación para los funcionarios de los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar la violación de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables, diseñados específicamente para alertarlos sobre las modalidades utilizadas para disfrazar a través de dichos registros pagos por corrupción e instruirlas sobre la manera de  detectarlos. 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
d). Realización de actividades de capacitación

La Dirección General de Servicios Aduaneros, ha desarrollado, la capacitación constante de su personal técnico y administrativo ya que es un elemento sustantivo para el desarrollo de la gestión institucional. Parten del principio que en la medida que son efectivos y eficientes lograran generar más tributos, lo cual contribuye al desarrollo de los programas de justicia y bienestar social que impulsa el Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional.
El objetivo de capacitar es mejorar y profesionalizar a cada uno de los trabajadores aduaneros de cara a brindar más calidad en la atención que todos los días ofrecemos a nuestros usuarios, durante el 2009 se realizaron un total de 149 capacitaciones; técnicas, administrativas y de informáticas; de cooperación interna e internacional, de estas 37 fueron realizadas con fondos de INATEC, asistiendo un total de 3,131 participantes.
De enero a marzo de este año se han impartido 27 capacitaciones con un total de 636 trabajadores beneficiados, los cursos que se han impartido son sobre el Sidunea World, curso Inductivo “Formación Técnica Aduanera 01-2010”, Curso “Docente – Metodológico”, “Procesos de Integración Económica en General y Proceso de Integración Económica Centroamericana”.
Taller de Sidunea World "Módulo de Manifiesto de Carga", “Reforma 2010 a la Ley de Equidad Fiscal”, Microsoft Excel, Cursos de Excel Introductoria, Administración del Tiempo, Curso de Inglés Nivel III, primer Seminario “Nuevas Reformas a la ley de equidad fiscal”.
La División de Fiscalización es una de las áreas que más se refuerza en temas de capacitación debido a que el plan de modernización de aduana contempla facilitar el ingreso de la mercancía, por ende se han eliminado procedimientos, dando como resultado que se implemente más la fiscalización a posterior, eso ha hecho que esa División se refuerce en personal nuevo que a la vez debe capacitarse. Desde finales del año pasado hasta ahora han ingresado más de 25 compañeros en esa área.
La Dirección General de Servicios Aduaneros estableció vínculos de cooperación, en materia de capacitación, con La Academia de Policía “Walter Mendoza” con la finalidad de fortalecer las capacidades de trabajo de los funcionarios de aduana de las Divisiones de Fiscalización, Revisión Operativa e Inspectoría.
Con este esfuerzo se mejorará el accionar de aduanas en la búsqueda de ilícitos que violan las regulaciones establecidas para la nacionalización de mercancías, que al final generan los tributos que nuestro pueblo necesita para continuar combatiendo la corrupción. 
Por su parte la CGR en el período Enero 2011- Febrero 2013, capacitó a un total de 1,884 funcionarios en la materia de control interno y especialmente en las actividades de control aplicables al sistema de administración financiera y contabilidad integrada.

h) Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar la violación de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables y de velar porque las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones  obligadas a establecer controles internos lo hagan en debida forma, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe (ver sección 2.3 del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS: 
La Dirección General de Ingresos, como parte integral de la administración tributaria, tiene el mandato de gestionar, controlar y recaudar el conjunto de los impuestos internos. En ese sentido, le asiste un rol fundamental, el desarrollo humano, que se ha convertido en uno de los ejes de innovación dentro de los procesos de modernización de la Administración Pública.

Por un lado, la administración tributaria enfrenta el desafío de avanzar hacia un mayor cumplimiento de las obligaciones impositivas y así proveer los recursos adecuados a las arcas fiscales para combatir la pobreza. Además confronta la necesidad de una mejora en las condiciones para la utilización productiva y social del Internet y de los servicios de telecomunicaciones, así mismo incrementar el prestigio ante los contribuyentes y en especial ante la sociedad, que es la destinataria última de los resultados de la gestión de la DGI.

En atención a esos retos de futuro, la Dirección General de Ingresos ha decidido proponer el presente Plan Estratégico institucional, que ha denominado “Plan de Fiscalización y Servicios (FISE)”, correspondiente al período 2012-2016”. Este está orientado a dar un balance entre las dos líneas de acción institucional: la fiscalización y los servicios electrónicos, guiando la selección de un conjunto de “proyectos críticos” constituyentes del mismo.
El Plan FISE al ejecutarse de forma integral, permitirá una mejora sustantiva en la institución, que se traducirá en una recaudación adicional y en nuevos estándares de servicios a los nicaragüenses. De esta manera se obtendrán más de C$230 millones extra de recaudación anual. Un tercio de las declaraciones tributarias será gestionada por medios electrónicos, una devolución de Impuesto Valor Agregado aprobada, no tardará más de unos días en activarse, y más de 10 nuevos trámites se podrán realizar a través de su página Web, sin necesidad que los ciudadanos tengan que concurrir a las oficinas físicas de la DGI. Todo lo antes mencionado son algunos de los compromisos del Plan FISE.
Metas al 2016, por parte de la DGI:

Las áreas centrales fortalecidas en la planificación, control y elaboración de los programas de trabajo. Por su parte, las unidades operativas  serán efectivas en la  ejecución de las acciones. Los procesos de planificación y control de gestión institucional estarán consolidados, los cuales permiten evaluar los avances y compromisos estratégicos de la DGI año a año. La organización estructural de la DGI responde fielmente a este principio.
Aplicar  un modelo de control integral, que desarrolla la fiscalización selectiva, la fiscalización masiva, y los controles sobre todos los procesos en los cuales hay interacción con el contribuyente. El uso intensivo de información y el análisis de riesgo son la base del modelo de control.

Implementar las declaraciones tributarias en formato electrónico y despliega un conjunto de servicios online que disminuyen las atenciones en las oficinas físicas, con el fin de bajar el costo en cada atención a los contribuyentes ha sido reducido radicalmente. 
Con todo lo anterior se velara en la prevención  y/o investigación a la violación de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables, ya se el Estado contara con herramientas modernas que permitan un mejor monitoreo y seguimiento a la fiscalización nacional. 
3. SOBORNO TRANSNACIONAL (ARTÍCULO VIII DE LA CONVENCIÓN

Recomendación: 3.1.1 Continuar dando a atención a la detección e investigación de soborno transnacional, buscando fortalecer las capacidades de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo (ver sección 3.3 del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
Para dar una mayor capacidad de seguimiento a los casos de Delitos Contra la Administración Pública, entre los que se incluye el tipo penal de Soborno Transnacional previsto y sancionado en el art. 449 del Código Penal, las Autoridades encargadas de la investigación y persecución de los delitos de corrupción, esto es, Policía Nacional, Ministerio Público y Procuraduría General de la República, a la luz del modelo de complementariedad orientado por el GRUN
  dispusieron la creación y puesta en marcha del Sistema Anticorrupción Interinstitucional (SAI) desarrollado en ambiente web, mediante el cual cada institución ingresa y comparte toda la información de los casos de corrupción investigado, acusado o sentenciado en todas sus fases e incidencias. 

Con dicha herramienta tecnológica, se potencializan las acciones de seguimiento que cada uno de los órganos persecutorios en el ámbito de sus funciones pueden ejecutar, así como los requerimientos de  colaboración inter-institucional. Es importante resaltar que el SAI contempla la actualización y consulta en línea de los casos de corrupción que cada una de las entidades ingresa en sus diversas etapas. 

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
De igual manera estas tres instituciones cuentan con  estructuras institucionales, y con una estrategias internas para atender la  investigación y enjuiciamiento de delitos contra la administración pública las cuales dentro de sus funciones está el representar en todas las instancias procesales  y de investigación a las víctimas del delito respectivamente; existiendo la posibilidad que como acusador público también ejerza acciones de forma especializada cuando la víctima sea el  Estado ante delitos cometidos por funcionarios o empleados públicos de los considerados contra la administración pública, tales como los delitos de soborna internacional, cohecho, peculado, malversación de caudales públicos, enriquecimiento ilícito, etc.

Finalmente para esta recomendación en el periodo evaluado no se conoció, ni se registró ninguna actividad de este tipo penal, no obstante se han desarrollado actividades de coordinación y prevención con las Instituciones del Estado y la Empresa Privada (reuniones y mesas de trabajos, intercambio de información, visitas operativas de control y supervisión), con el fin de avanzar en la prevención de este delito.  

4.  ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO IX DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 4.1.1 Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias encargadas de investigar y/o juzgar el delito de enriquecimiento ilícito, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia (ver sección 4.3 del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

f). Realización de actividades de fortalecimiento institucional
La República de Nicaragua ha impulsado un tratamiento preventivo sobre este tipo de delitos, por medio de diferentes capacitaciones y también implementando a través de las auditorías realizadas por la Contraloría General de la República, en las que  se han detectado violaciones a las leyes vigentes y a las normas aplicables. Producto de esto se han establecido sanciones a 107 funcionarios con responsabilidad administrativa, a 47 se la ha aplicado la responsabilidad civil y a 57 la presunción de responsabilidad penal, con daños cuantificados de unos C$80,000,000.00 (Ochenta millones de Córdobas), estas actividades han detectado situaciones que previenen llegar a esta tipificación legal. 

De igual manera la Contraloría General de la República mediante verificación de las declaraciones de Probidad puede analizar de manera contable el incremento significativo o excesivo de un servidor público, respecto de sus ingresos legítimos, durante el ejercicio de sus funciones, tipificado como enriquecimiento ilícito y podrá solicitar a la Unidad de Análisis Financiero su colaboración para investigar más a fondo (si existe lavado de dinero) y obtener un informe de las situaciones irregulares que encuentra en el curso de su verificación de los funcionarios, tal como está establecido en la Ley 793 "Ley creadora de  la Unidad de Análisis Financieros" y su reglamento específico según Decreto No. 07-2013.   Así mismo la Contraloría
 podría solicitar investigación de algunas personas que no sean funcionario público pero que tenga relación con las actividades del Sector Público o bien los transfieran fondo del Estado y que no brinden ningún servicio a las instituciones del Estado.  

g). Adopción o implementación de sistemas o herramientas tecnológicas
Con la implementación del Sistema Anticorrupción Interinstitucional (SAI) desarrollado en ambiente web, se facilita la generación de reportes integrado por las opciones de: detallados, consolidados, e historial de seguimiento de casos de corrupción diligenciados por la Policía Nacional, Ministerio Público y Procuraduría General de la República.  

Al respecto, cada una de estas opciones está ligada a las diferentes fases del proceso penal, por lo que los reportes están estrechamente ligados a las etapas identificadas. Dentro de este contexto, el SAI fue concebido como un sistema de información utilizado por los principales operadores del sistema de justicia penal en la investigación y persecución de los actos delictivos de corrupción, para el registro, control y seguimiento automatizado de la información producida por la actividad investigativa y jurisdiccional que impla el proceso penal, todo ello con el fin de facilitar el procesamiento de la información, consulta de casos, reportes estadísticos, compartir información de casos penales de corrupción y actualización de las gestiones desarrollados en los procesos penales. 

5. NOTIFICACIÓN DE LA TIPIFICACIÓN COMO DELITO DEL SOBORNO TRANSNACIONAL Y EL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO IX DE LA CONVENCIÓN) 

Recomendación 5.1.1 Teniendo en cuenta que la República de Nicaragua tipificó como delito las figuras del soborno   transnacional y del enriquecimiento ilícito, previstas, respectivamente, en los artículos VIII y IX de la Convención Interamericana contra la Corrupción, con posterioridad a la fecha en la que ratificó dicha Convención y que en marzo de 2010 notificó dicha tipificación al Secretario General de la OEA, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo X de la misma, el Comité no le formulará ninguna recomendación al respecto.
Esta recomendación fue aceptada como Satisfactoria. 

6. EXTRADICIÓN (ARTÍCULO XIII DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación 6.1.1 Adoptar las medidas pertinentes para informar oportunamente al Estado requirente al que le haya negado una solicitud de extradición relativa a los delitos tipificados de conformidad con la  Convención, en razón de la nacionalidad de la persona objeto de la solicitud o porque se ha considerado competente, acerca del resultado final del caso que como consecuencia de dicha denegación haya presentado ante sus autoridades competentes para su enjuiciamiento (ver sección 6.2 del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

a). Expedición de Leyes
La República de Nicaragua  ha desarrollado avances en esta recomendación ya que ha incluido la materia de Extradición, mediante la integración de este proceso en la normativa penal,  detallamos los aspectos incluidos en el Código Penal
:

El arto 17 establece que los términos y condiciones de la Extradición son los instituidos en la Constitución Política de la República de Nicaragua
, los instrumentos internacionales ratificados y lo contenido en el Código, los requisitos
 para que proceda la extradición son los siguientes: 
1. Que el hecho constituya delito en el Estado requirente y en Nicaragua; 
2. Que no haya prescrito la acción penal ni la pena en ambos países;
3. Que el reclamado no esté sometido a juicio ni haya sido juzgado por el mismo hecho por los tribunales de la República;
4. Que no se trate de delito político o común conexo con él;
5. Que el delito esté sancionado en Nicaragua con una pena no menor de un año de privación de libertad;
6. Que el Estado reclamante garantice que: la persona reclamada no comparecerá ante un   tribunal o juzgado de excepción y  no será ejecutada ni sometida a penas que atenten contra su integridad corporal ni a tratos inhumanos ni degradantes;
7. Que no se haya concedido al reclamado la condición de asilado o refugiado político;
8. Que el reclamado no esté siendo juzgado o haya sido condenado por delitos cometidos en Nicaragua, con anterioridad a la solicitud, pero si es declarado no culpable o ha cumplido su pena, podrá decretarse la extradición;
9. Que el delito haya sido cometido en el territorio del Estado reclamante o producido sus efectos en él.
En el artículo 19 establece el Principio de no entrega de nacionales. El Estado de Nicaragua por ningún motivo podrá entregar a los nicaragüenses a otro Estado. Tampoco se podrá entregar a las personas que al momento de la comisión del hecho punible, hubiese tenido nacionalidad nicaragüense. En ambos casos, si se solicita la extradición, el Estado de Nicaragua deberá juzgarlo por el delito común cometido. Si el requerido a cumplido en el exterior parte de la pena o de la medida de seguridad impuesta, ellas le serán abonadas por el Juez.
De igual maneta el Código Procesal Penal
, en los artículos 348 al 360 los procedimientos de la Extradición, respetando los parámetros anteriores, estableciendo: la prioridad en el uso de los tratados o convenios suscritos y ratificados por Nicaragua, según los procesos ya establecidos.
Se determinan dos tipos de Extradiciones:

Extradición activa: (Arto. 351) 
Cuando se encuentra en otro Estado una persona contra la cual el Ministerio Público  haya presentado acusación y el juez haya dictado una medida cautelar de privación de libertad, o se trata de una persona que deba descontar una pena privativa de libertad, 
· El MP  interpone la solicitud de extradición ante la Sala Penal de la CSJ con copia de las actuaciones en que actúa.
· La Sala Penal de la CSJ,  declarará si es procedente o no solicitar la extradición (30 días). En caso afirmativo, remitirá lo actuado al MP, adjuntando la documentación necesaria y exigida en el país requerido para tales efectos.
Extradición pasiva. (Arto. 353) 
El Estado en que se encuentra la persona que ha delinquido recibe de otro Estado la petición para la entrega de éste para someterlo a juzgamiento o cumplimiento de condena.
Recibido el requerimiento la Fiscalía de la  República (MP) remitirá la solicitud a la Sala Penal de la CSJ con la documentación recibida.
Competencia. (Arto. 350) 

Corresponde a la Sala Penal de la CSJ, conceder o denegar la Extradición,  las decisiones que ésta tome, se pondrán en conocimiento del Estado requirente o requerido por medio del Poder Ejecutivo.  

La ley 260 (Ley orgánica del Poder Judicial) establece en el Arto. 33 numeral 3, que le compete a la CSJ resolver sobre las solicitudes de extradición de ciudadanos de otros países y denegar la de los nacionales.

Solicitud de medidas cautelares y tramitación. (Arto. 352) 
Al Poder Ejecutivo le corresponde requerir al Estado donde se encuentra la persona solicitada, la detención preventiva de la misma y la retención de los objetos concernientes al delito, con fundamento en la solicitud formulada por el Ministerio Público.  
El Ministerio de Relaciones Exteriores presentará la solicitud ante el Estado extranjero (60 días).
El artículo 350 del Código Procesal Penal establece que La facultad de conceder o denegar la extradición corresponde a la Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia, pero las decisiones que ésta tome se pondrán en conocimiento del estado requirente o requerido por medio del Poder Ejecutivo.

Además se establecen dos situaciones específicas en relación a la extradición:
Concurso de solicitudes de extradición. (Arto. 354) Si dos o más Estados reclaman a un mismo individuo se preferirá a cuando sea por distintas  infracciones: al hecho más grave conforme a la ley nacional;  si son de igual gravedad: al Estado con el cual exista tratado o convenio de extradición y por un mismo hecho: al Estado donde se cometió éste y, en todo caso, la del país del que sea ciudadano el reo, sin perjuicio de la regla precedente relativa a convenios.
Extradición informal urgente: (Arto. 355) 
· Puede solicitarse por cualquier medio de comunicación, cuando existe orden de detención contra el acusado y la promesa del país requirente de cumplir con los requisitos señalados para el trámite.
· Los documentos establecidos deben presentarse ante la Embajada o Consulado de la República, a más tardar en  10 días contados a partir de la detención del acusado. 
· Se deberá dar cuenta de inmediato a la Sala Penal de la CSJ y remitirle la documentación para que resuelva.
· Si no se cumple, el detenido será puesto en libertad y no podrá solicitarse nuevamente su extradición por este procedimiento sumario
La Tramitación de la Extradición: (arto. 356)
1. El requerido se pondrá a la orden de la Sala Penal CSJ, la que designa defensor público o de oficio al imputado si no lo tiene.
2. Mientras se tramita la extradición, el imputado podrá ser detenido preventivamente (hasta por 2 meses).
3. El Estado requirente deberá presentar:
a. Los datos de identificación del imputado o reo;
b. Documentos comprobatorios de un mandamiento o auto de detención o prisión judicial o, la sentencia condenatoria firme pronunciada;
Recomendación  6.1.2 Desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, que permitan presentar información sobre la utilización de la Convención Interamericana contra la Corrupción como base jurídica para las solicitudes de extradición formuladas a otros Estados Parte (ver sección 6.2 del capítulo II de este informe). 

MEDIDAS ADOPTADAS:

Para el periodo evaluado  no se han presentado solicitudes de Extradición por otros Estados,  ni se han requerido por el Estado de Nicaragua, sin embargo cuando se tenga la necesidad de hacer este tipo de procesos se procurará realizarse utilizando aspectos normado en la Convención Interamericana Contra la Corrupción. 
Recomendación 6.1.3  Considerar la utilización de la Convención Interamericana contra la Corrupción para los propósitos de extradición en casos de corrupción, lo cual podría consistir, entre otras medidas, en la implementación de programas de capacitación sobre las posibilidades de aplicación que ofrece la misma, diseñados específicamente para las autoridades administrativas y judiciales con competencias en esta materia (ver sección 6.3 del capítulo II de este informe). 
MEDIDAS ADOPTADAS:

d). Realización de actividades de capacitación
El Estado ha realizado una amplia capacitación en materia penal, la cual incluye la información de la extradición, en tal sentido  el Ministerio Público mediante capacitación a los Fiscales y Funcionarios de otras instituciones del Estado ha impartido seminarios en los que muestra la importancia del alcance de las convenciones internacionales en materia de corrupción, estándares internacionales y vías de cooperación las que se pueden utilizar en casos relacionados sobre delitos de corrupción.  Además el Estado está en la mejor disposición a cumplir con los procedimientos dispuestos en la Convención Interamericana y el marco jurídico nacional, y se desarrollara actividad de capacitación al personal que participa en el sistema de justicia penal y en  las áreas especializadas. 

					2006		2009		2012





Miedo					16%		15%		11%





Dificultades / “no sé como”		14%		4%		2%





Falta de pruebas			8%		7%		6%
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Tratado de Asistencia Legal Mutua centroamericano








� Versión Preliminar del Plan Nacional de Desarrollo Humano 2012-2016 página 69 párrafo 321. 


� Conformada por Corte Suprema de Justicia, Asamblea Nacional, Consejo Supremo Electoral, Contraloría General de la República, Secretaria Privada para las Políticas Nacionales de la Presidencia de la República, Procuraduría General de la República, Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, Oficina de Ética Pública, Policía Nacional, Ministerio Público, Ministerio de Gobernación, Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Educación, Ministerio de la Familia, Adolescencia y Niñez, Ministerio de Recursos Naturales y del Ambiente, Ministerio de Salud, Asociación de Municipios, Asociación de Organismos de la Sociedad Civil, Asociación de Organismos de la Coordinadora Social y Consejo Superior de la Empresa Privada


� Del 16 de junio del año 2009, se puede verificar en la página web: � HYPERLINK "http://www.cgr.gob.ni" �www.cgr.gob.ni� 


� Consejo Superior de la Contraloría General de la República de Nicaragua 


� Procuraduría General de la República


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 


� Región Autónoma Norte y Sur 


� Contraloría General de la República


� a) No presentar la Declaración Patrimonial en tiempo y forma; b) Incluir en la Declaración Patrimonial bienes, efectos, valores o pasivos inexistentes o pertenencias a terceros; c) Ocultar en las Declaraciones Patrimoniales subsiguientes, bienes que se hubieren incorporado a su patrimonio, al de su cónyuge o acompañante en unión de hecho estable y de los hijos sujetos a patria potestad; d) Negar información o documentación que haya sido solicitada de conformidad con la ley u obstaculizar las verificaciones realizadas por el órgano de control; e) Tomar en préstamo a bajo cualquier otra forma, dinero o usar bienes de la institución, salvo que la ley expresamente lo autorice; f) Intervenir en las decisiones relacionadas con asuntos en los que haya participado como abogado, testigo, perito o técnico. Los servidores públicos deberán poner en conocimiento previo al superior jerárquico su implicancia en dichos asuntos, para que éste adopte la resolución que corresponda; g) Usar un beneficio propio o de terceros información reservada o privilegiada de la que se tenga conocimiento en el ejercicio de su función y h) Aceptar cualquier dádiva o promesa para hacer valer la influencia derivada de su cargo ante otro funcionario, para que éste haga o deje de hacer algo relativo a sus funciones. 





� Arto. 31. Designación del Oficial de Ética. Para el cumplimiento del papel de instancia rectora de la Oficina de Ética Pública y para los efectos operativos, la Dirección Superior de cada Ministerio, Entes Desconcentrados, Entes Descentralizados, Empresas Públicas y mixtas del Poder Ejecutivo, designará a un Oficial de Ética para que coordine las acciones encaminadas a implementar el presente Código y sea el enlace entre la Oficina de Ética Pública, como coadyuvante en el cumplimiento de este Código.


� c) Los servidores públicos se abstendrán de celebrar contratación en los que tenga interés personal, familiar o comercial que sea incompatible con el ejercicio de su cargo, obteniendo beneficios para sí o a sabiendas para terceras personas.


� d) Los servidores públicos se inhibirán de conocer o participar por sí o por terceras personas en asuntos en los cuales tengan directa o indirectamente especial interés, en detrimento del bien común.


� De la Secretaria Privada para Políticas Nacionales de la Presidencia de la República. 


� Ministerio de Salud, Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales, Ministerio Agropecuario y Forestal, � HYPERLINK "http://www.mti.gob.ni/" �Ministerio de Transporte e Infraestructura�, Ministerio de Defensa, Ministerio de Educación, Ministerio de Energía y Minas, Ministerio de la Familia Adolescencia  y Niñez, Ministerio del Trabajo, Procuraduría General de la República, Policía Nacional, Instituto Nicaragüense de Seguridad Social, Secretaría Administrativa de la Presidencia de la República, � HYPERLINK "http://www.inpesca.gob.ni/" �Instituto Nicaragüense de Pesca y Acuicultura�, Instituto Nicaragüense de Turismo, Instituto  Nicaragüense de Estudios Territoriales, Instituto Nicaragüense de Deportes, Instituto Nicaragüense de Seguros y Reaseguros, Instituto Nicaragüense de Cultura, Instituto Nicaragüense de Aeronáutica Civil,  Instituto Nacional Tecnológico, Instituto Nacional de Información de Desarrollo, Instituto Nicaragüense de la Mujer, Sistema Nacional para la Prevención Mitigación y Atención a Desastres, Dirección General de Servicios Aduaneros, Dirección General de Ingresos, Instituto Nacional Tecnológico, Corporaciones  Nacionales del Sector  Publico, Empresa Nicaragüense de Alimentos Básicos, Empresa Portuaria Nacional, Petróleos de Nicaragua, Correos Nicaragua, � HYPERLINK "http://www.telcor.gob.ni/" �Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos�, Banco de Fomento a la Producción, Empresa Nicaragüense de Electricidad, Empresa Nacional de Trasmisión Eléctrica.


� Código de Conducta ética de los Servidores Públicos del Poder Ejecutivo. 


� Ley 681, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado


� En la  que se abordan los  siguientes contenidos:  Autonomía Municipal y Control, Síntesis  detallado del Marco Normativo de  Control Gubernamental, Control Gerencial, Instrumentos para  la Implementación del Control Interno en los  Municipios, Matriz  de Consultas evacuadas por  la Contraloría General de la República  a los  Gobiernos Locales o Municipales en materia  de Control Interno y Matriz de Resoluciones de Auditorías Especiales Practicadas en los Municipios período 2007-2010


� En esta se toman en cuenta los  contenidos: Resúmenes  Ejecutivos sobre Resoluciones de  Auditorías Especiales, Síntesis de Consultas realizadas  por  Servidores Públicos, Principales Resultados  de la  aplicación de las  Normas  Técnicas de Control Interno en el Sector  Público; Síntesis  del Marco Normativo de la  Contraloría  General de  la República, Logros en el Quinquenio 2006-2011, e  índice  de Resoluciones sobre Auditorías  Especiales realizadas en el Sector Público 2010-2011


� Ley 681, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado


� Constitución Política de la República de Nicaragua. 


� Ley 681, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema de Control de la Administración Pública y fiscalización de los Bienes y Recursos del Estado


� Normas Técnicas de Control Interno 


� Art. 38 Código Penal de la República de Nicaragua. Autoridad Funcionario y empleado público.  A los efectos de este Código se reputará autoridad, funcionario y empleado público todo el que, por disposición inmediata de la ley o por elección directa o indirecta o por nombramiento, comisión de autoridad competente o vinculación contractual, participe en el ejercicio de funciones públicas, incluyendo a los miembros del Ejército de Nicaragua y de la Policía Nacional o cualquier otro agente de autoridad. Se entenderá por función pública toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona natural en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades y empresas, en cualquiera de sus niveles jerárquicos. (Ley Nº 641, Publicada en la Gaceta, Diario Oficial, Nº 83, 84, 85, 86, y 87 del 5, 6, 7, 8 y 9 de mayo del 2008)


� Publicado en la Gaceta, Diario Oficial, Nº 199 del 19 de octubre del 2010.


� Publicado en la Gaceta, Diario Oficial, Nº 113 del 18 de junio del 2009.


� Procuraduría General de la República 


� Grupo de Acción Financiera del Caribe, mediante el cual los Estados miembros ponen en práctica medidas en común para la lucha contra el Lavado de Dinero y Financiamiento al Terrorismo.


� De la Policía Nacional 


� Organización sin fines de lucro que lleva métodos de investigación a los niveles locales. � HYPERLINK "http://www.ciet.org" �www.ciet.org�. 


� Ley No 438 Ley de Probidad de los Servidores Públicos 


� Ley No 438 Ley de Probidad de los Servidores Públicos


� Contraloría General de la República 


� Normas de auditoria Gubernamental de Nicaragua. 


� Banco Interamericano de Desarrollo 


� Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores


� Artículo 35.- La solicitud de información se considera resuelta negativamente, cuando exista respuesta expresa en ese sentido. Toda denegatoria de acceso a información pública deberá motivarse bajo pena de nulidad. Una vez vencido los plazos establecidos en la presente Ley, sin que medie Resolución alguna, se considerará como una aceptación de lo pedido siempre y cuando la información solicitada no tenga carácter de reservada o confidencial.


Artículo 36.- La denegatoria a la solicitud de acceso a la información deberá ser notificada al interesado a más tardar dentro del tercer día de haber sido dictada, debiéndose señalar las causas legales en las que se fundamenta la denegatoria. La cédula contendrá íntegramente la resolución.


Artículo 37.- Contra la Resolución expresa negativa a la solicitud de acceso a la información pública, el interesado podrá interponer recurso de apelación dentro del término de seis días de notificada ante la Oficina de Coordinación de Acceso a la Información Pública de cada poder del Estado, los Consejo Regionales de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica, los Consejo Municipales, según el caso. La Resolución de esta segunda instancia se dictará dentro de un término de treinta días agotándose con ella, la vía administrativa. También se podrá recurrir en caso de silencio administrativo, para que el funcionario competen ordene la entrega de la información al que omitió resolver expresamente otorgamiento o la denegación de información.


El agotamiento de la vía administrativa es opcional, pudiendo el solicitante recurrir directamente a la


Jurisdicción de lo Contencioso- Administrativo.


Artículo 38.- En caso de que la autoridad que conoce la apelación, dicte resolución denegatoria al recurso, por el vencimiento de los plazos que esta Ley establece, el solicitante podrá acudir ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, dentro del término cumpliendo los requisitos y el procedimiento previsto en la ley de la materia. En esta vía el demandante podrá solicitar el pago de las costas, daño y perjuicios.


Artículo 39.- Si el funcionario administrativo no acata la sentencia de la Sala lo Contencioso Administrativo,


incurrirá en el delito de desacato e interesado podrá realizar la denuncia ante el Ministerio Público.


� Oficina de Acceso a la Información Pública de la CGR


� � HYPERLINK "http://www.asambleanacional.gob.ni/ruta-de-participacion-ciudadana" �www.asambleanacional.gob.ni/ruta-de-participacion-ciudadana� 


� Se exceptúan: Leyes orgánicas, Tributarias o de carácter internacional y Amnistías e indultos, Ley del Presupuesto General de la República, Leyes de rango constitucional y Constitución Política, Códigos de la República, Leyes relativas a defensa y seguridad nacional.





� Oficina de Ética Pública


� Código de Conducta ética de los Servidores Públicos del Poder Ejecutivo, Decreto 35-2009, publicado en la Gaceta Diario Oficial No 113 del 18 de junio del 2009


� “Es deber de todo superior jerárquico dentro de la Administración Pública disponer y mantener abiertos canales de información para la recepción, atención y tratamiento de quejas, reclamos, denuncias, peticiones, solicitudes y sugerencias que la población en general plantee sobre los deberes y comportamiento ético de los servidores públicos. A tal efecto, en todos los despachos y dependencias públicas se organizarán y dispondrán oficinas, servicios o procedimientos para este cometido”.


� Manual de aplicación para los Buzones de Quejas y Sugerencias para la Buena Gestión Pública, elaborado por el personal  de la Oficina de Ética Pública,  aprobado el 18 de noviembre del 2011, por la Dirección Ejecutiva. 


� Aprobada el 22 de Octubre del 2003. Publicada en La Gaceta No. 241 del 19 de Diciembre del 2003


� Aprobada el 16 de Mayo del 2007. Publicada en La Gaceta No. 118 del 22 de Junio del 2007


� � HYPERLINK "http://www.pgr.gob.ni" �www.pgr.gob.ni� 


� Entidades Fiscalizadoras Superiores


� Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores


� � HYPERLINK "http://www.iadb.org/intal/cartamensual/cartas/Articulo.aspx?Id=5eba2be3-9c28-4039-920f-ba61fd817152" �http://www.iadb.org/intal/cartamensual/cartas/Articulo.aspx?Id=5eba2be3-9c28-4039-920f-ba61fd817152�.


� HYPERLINK "http://www.iadb.org/es/noticias/anuncios/2012-02-21/estrategia-de-seguridad-de-centroamerica,9864.html" �http://www.iadb.org/es/noticias/anuncios/2012-02-21/estrategia-de-seguridad-de-centroamerica,9864.html�


� HYPERLINK "http://www.sica.int/busqueda/Reuniones%20Grupo%20de%20Autoridades.aspx?IDItem=75471&IDCat=9&IdEnt=401&Idm=1&IdmStyle=1" �http://www.sica.int/busqueda/Reuniones%20Grupo%20de%20Autoridades.aspx?IDItem=75471&IDCat=9&IdEnt=401&Idm=1&IdmStyle=1�


� HYPERLINK "http://www.iila-sica.it/site/news.php?page=34&news=173&lang=espanol" �http://www.iila-sica.it/site/news.php?page=34&news=173&lang=espanol�


� HYPERLINK "http://www.iila-sica.it/site/?lang=espanol&page=3" �http://www.iila-sica.it/site/?lang=espanol&page=3�


� HYPERLINK "http://www.iadb.org/intal/cartamensual/cartas/Articulo.aspx?Id=5eba2be3-9c28-4039-920f-ba61fd817152" �http://www.iadb.org/intal/cartamensual/cartas/Articulo.aspx?Id=5eba2be3-9c28-4039-920f-ba61fd817152�


� HYPERLINK "http://plan-sica-bcie-italia.org/" �http://plan-sica-bcie-italia.org/�


� HYPERLINK "http://www.el19digital.com/index.php?option=com_content&id=36444" �http://www.el19digital.com/index.php?option=com_content&id=36444�





� Creada a partir de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal de la República de Nicaragua (Ley No. 406, aprobada el 13 de noviembre del 2001)


� Antes Escuela Judicial 


� Integrantes de las diversas Instituciones del Sector Justicia (PGR, MP, PN, Sistema Penitenciario, Defensoría Pública, etc.), Abogados litigantes y otros funcionarios que integran organismos de la Sociedad Civil.


� Universidades de carácter público y privadas. 


� Asociaciones de Abogados y Profesionales del Derecho


� www.poderjudicial.gob.ni/ej/inst_proyecciones.asp


� Comisión Nacional de Coordinación Interinstitucional del Sistema de Justicia Penal de la República


� Programa de Asistencia Legal para América latina y el Caribe (LAPLAC), el Programa Global contra el Blanqueo de Dinero (GPML) de la oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), la Comisión Interamericana para el control del Abuso de Drogas (CICAD) de la Organización de Estados Americanos (OEA) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID),


� Abarcando los temas como la Teoría de Género, Violencia y Trata de Personas, Perspectiva de género en el Derecho Penal, Derechos Humanos en el Derecho Penal Nicaragüense e internacional que protege los Derechos de las víctimas de violencia de Género, investigación Criminal en los Delitos De Violencia De Género Intrafamiliar, Sexual y Trata De Personas. Tipos Penales Procedimiento


� Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional  � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" �www.hacienda.gob.ni� 


� Grupo de Acción Financiera del Caribe, mediante el cual los Estados miembros ponen en práctica medidas en común para la lucha contra el Lavado de Dinero y Financiamiento al Terrorismo.


� Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores


� AN, CSJ, SEPRES, VICEPRES., CGR, PGR, MIDEF, MTI, MINSA, MAGFOR (AC, DGPSA), MIGOB (AC, DGME, DGB), MEM, MIFIC, MHCP, MINED, MINREX, MITRAB, MARENA, MIFAN, MEFCCA (IDR), INETER, INIFOM, INJUVE, INIM, INIDE, INC, IND, INPESCA, INTA, INTUR, INAC, INTECNA, INPYME, INFOCOOP, INATEC, INAA, INPYME, ICAD, INVUR, INAFOR, INTECNA, ISSDHU, INSS, CASC, CNSC, CONICYT, COERCO, CECNA, DGI, DGSA, DGCAM, ENATREL, FISE, FOMAV, FONADEFO, OEP, POL. NAC., PDDH, PROCOMPETENCIA, TTA, AECID, RADIO NICARAGUA, SE-SINAPRED, FESTRAINSS-UNE, CIPS-MINSA, CORNAP, ANA, UNE-FNT


� Poder Judicial (Corte Suprema de Justicia), Poder Legislativo ( Asamblea Nacional)





� INTECNA, COERCO, RADIO NICARAGUA, ENATREL, PROCOMPETENCIA, CORNAP, DGI, INATEC,  LA GACETA.





� En la selección del Juez Local Civil de Tipitapa y Juez  Local Laboral, se convocaron a los Secretarios Judiciales Civiles y Penales en base a lo establecido en el arto 84 y 10. 4 de la Ley 501 





� Aprobado por la Asamblea Nacional y vigente a partir del 10 de Julio del año 2008


� Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público 


� Ley de Contrataciones Administrativa Municipal


� Se adjunta anexo conteniendo cuadro estadístico de las capacitaciones


� Código Tributario, artículo 55: “Las normas legales que otorguen exenciones o exoneraciones tributarias señalarán con la claridad y precisión posibles, los gravámenes cuyo pago se dispensa, el alcance de la exención o exoneración, los requisitos a cumplir por los beneficiarios, el plazo o término del privilegio y, en general, las condiciones de aplicación de aquellas.”


� Son contribuyentes todas las personas naturales o jurídicas, fideicomisos, fondos de inversión, entidades y colectividades, y así como las personas o entidades no residentes, tanto si operan con o sin establecimiento permanente, que devenguen o perciban rentas de capital y ganancias y pérdidas de capital. En el caso de transmisiones a título gratuito, el contribuyente será el adquirente o donatario


� Dirección General de Ingresos 


� Dirección General de Servicios Aduaneros 


� Arto 303 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua. 


� Arto 305 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 306 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 307 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 308 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 310 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Publicada en la Gaceta Diario Oficial No 102 del 29 de marzo de 1992


� Arto 303 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua. 


� Arto 305 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 306 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 307 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 308 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Arto 310 Ley No 641  Código Penal de la República de Nicaragua


� Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional 


� Contraloría General de la República 


�Ley No 641 Código Penal publicado el 5,6,7,8 y 9 de Diciembre del año 2001 en la Gaceta No. 83, 84, 85, 86 y 87 Diario Oficial


� Arto 43. 


� Ley No 641 Código Penal Arto 18. 


� Ley No 406 Código Procesal Penal de la República de Nicaragua, publicado el 21 y 24 de Diciembre del año 2001 en la Gaceta No. 243 y 244 Diario Oficial





